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BID-CONADE
I. Sumario y recomendaciones

I. Antecedentes y Diseño de las Políticas

El presente estudio, denominado "Diseño y Ejecución de Políticas Públicas sobre Desarrollo Sustentable", tiene por objeto explorar las alternativas de la ejecución de políticas ambientales en el Ecuador. Para estos efectos se considera la característica del desarrollo sustentable tal como se la concibe el día de hoy, de abarcar todos los aspectos de la administración pública.

El presente estudio considera la ejecución de las políticas sobre desarrollo sustentable, cuyo marco conceptual que sirve de antecedente se formula en el documento denominado "Gestión Pública Ambiental" (1996). Tanto ese documento como el presente se desarrollan dentro del "Programa de Apoyo Institucional a la Planificación Ambiental BID-CONADE".

En tal informe se parte de una gestión pública ambiental compuesta por "las acciones gubernamentales y ciudadanas orientadas al desarrollo sustentable". El desarrollo sustentable así concebido se manifiesta en "las actividades relacionadas con el mejoramiento de la calidad de la vida humana y del crecimiento económico dentro de la capacidad de carga de los ecosistemas". La consecuencia de esta definición de lo "ambiental", es que supera el marco manejado tradicionalmente, que lo restringía a la conservación del medio ambiente y el control de la contaminación. Así definida, la gestión pública ambiental resulta prácticamente equivalente a la gestión pública en general, porque abarca los principales aspectos del desarrollo.

Políticamente, el "desarrollo sustentable", se define como "el mejoramiento de la calidad de la vida humana dentro de la capacidad de carga de los ecosistemas". Especialmente a partir de la denominada "Cumbre de Río", de 1992, el crecimiento económico de los pueblos se vincula estrechamente con el uso de los recursos conjuntamente con la conservación del medio ambiente.

En el documento citado, "Gestión Pública Ambiental", se entiende esta gestión como "el conjunto de actividades de las instituciones públicas o privadas conducentes a ejecutar las políticas del desarrollo sustentable". También se enfatiza el papel del Estado en este ámbito, necesariamente complementado con la participación de la sociedad civil, a través de los diferentes mecanismos de la consulta, participación y concertación.

Se concluye que es objeto de la gestión ambiental pública, además de la contaminación y las actividades vinculadas con los recursos naturales renovables, el aprovechamiento de los recursos naturales no renovables (hidrocarburos y minerales) y, en general, las actividades económicas productivas que pueden causar un impacto ambiental.

El mencionado documento, "Gestión Pública Ambiental" se desarrolla alrededor del esquema de los "componentes de la gestión ambiental", cuyo diseño es el siguiente:

1)
Objeto de la gestión

2)
Políticas, planeamiento y financiación

3)
Normativa legal

4)
Estructura jurídica e institucional

5)
Competencia

6)
Normativa administrativa y regulación

7)
Administración, manejo y operación

8) Seguimiento y control

9) Sanción y jurisdicción

I. Diseño de Políticas y Planificación del Desarrollo Sustentable

El presente estudio ofrece las opciones políticas para la "administración, manejo y operación" del desarrollo sustentable bajo el esquema institucional propuesto en el documento "Gestión Pública Ambiental". Esta implementación corresponde a un Ministerio de Medio Ambiente, que coordine con las instituciones públicas vinculadas con el desarrollo sustentable.

Pero, conforme al análisis que se realiza en el indicado documento, el trazado de las políticas no se limita a la simple declaratoria pública, sea esta nacional o internacional y ni siquiera a la expedición de normas legales y administrativas. Mas bien, la acción del Ministerio de Medio Ambienta, en coordinación con las instituciones respectivas, se orienta en el establecimiento de políticas públicas que se manifiesten en el presupuesto del Estado y de las  las entidades públicas y en sus consiguientes actividades.

Para estos propósitos resulta indispensable la actuación conjunta del Ministerio de Medio Ambiente con la Secretaría General de Planificación (SEGEPLÁN) del CONADE. En efecto, conforme al mandato constitucional, las políticas determinadas por esta dependencia, debidamente aprobadas por el Presidente de la República, resultan obligatorias para el sector público. Así mismo, las inversiones públicas son las establecidas en la lista de inversiones prioritarias a cargo de SEGEPLÁN.

I. La Ejecución de las Políticas Ambientales de SEGEPLÁN y del Ministerio de Medio Ambiente

La cuestión más importante de ejecución de políticas ambientales es: el contenido y orientación de la gestión pública ambiental en el Ecuador y el rol que podría desempeñar en tal contexto el Ministerio del Medio Ambiente en coordinación con el SEGEPLÁN.

Para efectos de política estatal, la conceptualización operativa del desarrollo sustentable se manifiesta en "las actividades relacionadas con el mejoramiento de la calidad de vida humana y del crecimiento económico dentro de la capacidad de carga de los ecosistemas".

Con este criterio se pretende superar el enfoque exclusivamente "ambientalista" o "ecologista" que se reduciría a una pura conservación del medio ambiente y un control de la contaminación -sin desconocer la importancia de estos elementos de la gestión pública ambiental, que no son, sin embargo, los únicos.

Los amplios objetivos del desarrollo sustentable no se limitan al Ministerio del Medio Ambiente. En sus aspectos operativos y de manejo, la gestión pública del desarrollo sustentable se identifica con la gestión global del Estado; incluyendo las funciones Legislativa y Judicial. Por otra parte, la reforma constitucional atribuye amplias potestades ambientales y de manejo y protección de áreas a las municipalidades del país.

En el marco descrito se visualiza el rol del Ministerio de Medio Ambiente,  en coordinación con SEGEPLÁN, como un rol: 1. planificador, y 2. formulador de políticas, con 3. potestades de normativa y regulación ambiental; 4. del seguimiento y control de la operación y manejo ambiental que corresponde a las diferentes entidades públicas.

Por otra parte, la jurisdicción y sanción aplicables a las infracciones ambientales deberán ser las determinadas en las leyes vigentes, más las acciones judiciales administrativas, civiles y penales que se lleven a cabo por medio de la acción comunitaria y de las ONGs y los ciudadanos en ejercicio de la legitimidad procesal que les atribuye la reforma constitucional.

En consecuencia, en el rubro de la jurisdicción y sanción, el Ministerio de Medio Ambiente podría asumir la función de: 5. impulsar, capacitar y apoyar la acción comunitaria en defensa del medio ambiente, a través del apoyo y educación para empleo de los mecanismos disponibles: Defensor del Pueblo, Recurso de Amparo, Legitimación Procesal de organizaciones no gubernamentales en acciones civiles, administrativas y penales.

Las vinculaciones y coordinación de SEGEPLÁN con el Ministerio de Medio Ambiente con las instituciones del sector público, son de: 1. Coordinación para obtener insumos sectoriales y regionales de la formulación de políticas, formulación que corresponde a SEGEPLÁN, según la Norma Suprema ecuatoriana; 2. Dirección de políticas, a través de entidades adscritas del Ministerio de Medio Ambiente (INEFÁN) y participación del Ministerio en cuerpos colegiados (CIPA, ECORAE).

Así, el Ministerio del Medio Ambiente, podrá trabajar estrechamente con la Secretaría General de Planificación (SEGEPLÁN), para suministrar los necesarios insumos de la planificación ambiental dentro del contexto del desarrollo sustentable, que se reflejarán en los presupuestos públicos, cuya ejecución corresponde a las diferentes instituciones de la Administración Pública.

La participación del Ministro del Medio Ambiente en los directorios de entidades públicas de manejo de recursos naturales renovables consiste en determinar políticas y directivas generales, en coordinación con otras políticas sobre desarrollo sustentable que corresponde ejecutar a otras instituciones públicas.

En el área de las entidades adscritas al Ministerio de Medio Ambiente y los cuerpos colegiados en los que participa, le corresponde orientar el manejo, operación y sanción sobre el ámbito respectivo de esas entidades adscritas y cuerpos colegiados. En estos ámbitos se encuentran: 1. la biodiversidad, compuesta por ecosistemas, especies y diversidad genética. 2. el manejo de ecosistemas -se propugna especial conservación de las áreas naturales, incluyendo Galápagos y las áreas forestales.

Por su importancia para el desarrollo del país, resulta clave el diseño de políticas adecuadas para los recursos hídricos, los recursos costeros y pesqueros y demás recursos naturales renovables, los que se deberían añadir al ámbito actual del Ministerio de Medio Ambiente.

Así mismo, le compete al Ministerio de Medio Ambiente la fijación de políticas, regulaciones y estándares para la prevención y control de la contaminación, a través del Comité Interinstitucional de Protección del Ambiente (CIPA).

El principal instrumento de planificación operativa a nivel nacional se ejerce sobre el uso de suelos. Se requiere coordinar las competencias sobre planificación de uso de suelos que según la legislación y las reformas constitucionales corresponden a las municipalidades (planificación física cantonal), SEGEPLÁN (parámetros), Ministerio del Medio Ambiente, INEFÁN y Ministerio de Agricultura. Las normas legales aplicables son: Constitución, Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre, Ley de Desarrollo Agrario y la Ley de Fomento y Desarrollo Agropecuario.

La coordinación con el sector privado para el desarrollo sustentable se manifiesta en básicamente en el rubro del acceso a la información, participación ciudadana y descentralización. La descentralización permite el aporte de insumos regionales y locales para la formulación de políticas y para la planificación. Las opciones de su implementación se desarrollan al final de este informe -6. Descentralización y Desconcentración Integrada de Planeamiento del Desarrollo Sustentable.

En esta áreas, se considera necesario reforzar el rol público del Ministerio del Medio Ambiente, por medio de las potestades que se atribuyen en la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental de 1976, para la fijación de estándares ambientales de las actividades productivas tanto públicas como privadas. Esto debe complementarse con la fijación de parámetros que reglen la formulación y aplicación de Estudios de Impacto Ambiental (EIA), para obras públicas y privadas de suficiente dimensión e influencia sobre el ambiente.

Un refuerzo de las funciones del CIPA establecidas en la Ley de Prevención y Control de la Contaminación, a través de los instrumentos establecidos en la Ley de Modernización determinaría: 1. posibilidad de expedir reglas y parámetros para la formulación y aprobación de estudios de impacto ambiental y 2. el requerimiento de incluir el Plan de Manejo de los EIAs en los contratos de ejecución de las diferentes obras de infraestructura.

En este documento -"Diseño y Ejecución de Políticas Públicas sobre Desarrollo Sustentable"- se desarrollan los elementos de la participación ciudadana para la recepción de insumos en: formulación de políticas y planificación. Por otra parte, en el control y seguimiento de la aplicación de las normas ambientales, el Ministerio de Medio Ambiente tiene competencia para seguir estrechamente las actividades de uso y manejo de recursos naturales renovables de sus entidades adscritas. Se cuenta especialmente con la participación de las ONGs y la ciudadanía a todos los niveles de la formulación de políticas, planificación, regulación y control, así como sanción.

Con estas finalidades, para el cumplimiento de lo determinado en la reforma constitucional y en el proyecto de Ley de Medio Ambiente sobre legitimidad procesal de la ciudadanía para perseguir judicialmente las infracciones ambientales, cabría apoyar la creación y el fortalecimiento de la participación popular y de las organizaciones no gubernamentales (ONGs) y la población en general.

Por la importancia que tiene la participación ciudadana en el desarrollo sustentable, una de las actividades públicas más importantes es la educación ambiental, principalmente a cargo del Ministerio de Educación, pero también de los demás ministerios y entidades públicas dentro de los ámbitos que les corresponde actuar. En el marco del Programa BID-CONADE de Apoyo Institucional a la Planificación Ambiental, se ha desarrollado el documento educativo: "Manual de aplicación de Normas sobre los principales problemas del Desarrollo Sustentable del Ecuador"
. El documento está concebido para el uso de funcionarios públicos del nivel operativo y de control, así como usuarios de recursos naturales y actividades productivas. Las actividades de capacitación de instructores en el uso y aplicación de este Manual se podrían coordinar con la Secretaría Nacional de Desarrollo Administrativo (SENDA), a través de un componente del programa BID-CONADE.

El tema de la participación ciudadana en las acciones públicas de desarrollo sustentable se manifiesta en: 1. acceder a la información y, 2. participar en las decisiones públicas; especialmente relacionada con actividades que puedan afectarle.

I. Componente Administrativo e Institucional de la Legislación sobre Desarrollo Sustentable

Los contenidos de la reforma constitucional sobre temas de medio ambiente son relevantes para el presente estudio administrativo-institucional de implementación de políticas sobre desarrollo sustentable. Para aplicar las prescripciones constitucionales se requiere modificar el proyecto de Ley de Medio Ambiente aprobado en primer debate en el Congreso Nacional. Así mismo, los aspectos institucionales contemplados en el proyecto de Ley de Medio Ambiente deberán concordarse con la nueva realidad que significa la creación del Ministerio de Medio Ambiente.

En primer lugar, cabe destacar que ningún aspecto relativo a este Ministerio podría -ni debería- contemplarse en una Ley de Medio Ambiente, por así prescribirlo expresamente la Constitución y leyes correspondientes. En efecto, dice la Norma Suprema ecuatoriana que "el número y denominación de los ministerios serán determinado por el Presidente de la República, en relación con las necesidades del Estado"
. En concordancia con esta provisión constitucional, la Ley de Modernización declara "de competencia exclusiva del Ejecutivo la regulación de la estructura, funcionamiento y procedimientos de todas sus dependencias y órganos administrativos"
.

Así, una vez excluidas las referencias a los elementos institucionales, los cambios que se propongan en el proyecto de Ley de Medio ambiente se clasifican bajo los siguientes categorías: 1. observaciones sobre aspectos sustantivos del proyecto realizadas por los diputados durante el debate; y 2. implementación de normas constitucionales sobre medio ambiente.

Cuáles deberían entonces ser los temas constitucionales que se desarrollen en el proyecto de Ley de Medio Ambiente? En este informe se abordan los siguientes aspectos constitucionales de la normativa municipal: preservación y defensa del medio ambiente, "delimitación de áreas de conservación y reserva ecológica" y determinación exclusiva del "uso de los espacios"
. Otra consultoría legal que se realiza en el marco del "Programa de Apoyo Institucional a la Planificación Ambiental" considera los demás aspectos que se necesitan modificar en el proyecto de Ley de Medio Ambiente.

En el presente informe se analiza también el contexto institucional y de derecho administrativo del estudio de impacto ambiental (EIA) y los procedimientos para su aprobación, seguimiento y sanción.

I. Instrumentación Regulatoria (CIPA)

El Comité Interinstitucional de Protección Ambiental (CIPA) es la más antigua institución de medio ambiente del país. El CIPA fue establecido por la Ley de Control y Protección de la Contaminación Ambiental en 1976. Como su nombre lo indica, este cuerpo legal está orientado al control de la contaminación, en concordancia con los enfoques ambientales de aquella época.

El CIPA ha ejercido las competencias de instrumentación regulatoria, que abarca un aspecto importante, pero no único, del manejo del medio ambiente, tal como se concibe en la actualidad. Las tareas que ha desempeñado el CIPA son la expedición de los estándares ambientales. Desde 1989 hasta la fecha ha dictado los estándares ambientales de agua, aire, ruido, suelos, desechos sólidos y emisión para fuentes fijas de combustión.

En la modernización del Estado la regulación, conjuntamente con el control, cobran una gran importancia, puesto que se consideran parte de las potestades públicas no susceptibles de privatización.

Inclusive, en caso de aprobarse la Ley de Medio Ambiente que se discute en el Congreso Nacional, cabe la vigencia de la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental. Así, independientemente de que se apruebe o no el proyecto de Ley indicado, se deberán fortalecer y reasignar los ámbitos y contenidos de las funciones establecidas para el CIPA y los ministerios de Salud y Agricultura, principalmente.

El fortalecimiento y reasignación de competencias del CIPA se tendrá que producir en el ámbito donde ha funcionado hasta la fecha. Así, se deberá contraer a la regulación y fijación de estándares, descartando las demás funciones que nunca llegó a ejercer.

Las competencias de los ministerios de Salud y Agricultura relacionados con el manejo ambiental deberán ser actualizadas. Para el efecto, cabe tomar en cuenta la normativa y políticas internacionales y la legislación nacional, así como el aporte realizado por estudios particulares sobre el tema.

En el aspecto regulatorio, la ley deberá contener referencia y atribución de competencias para los diferentes elementos de la gestión pública ambiental. Principalmente: 1. fijación de políticas generales de desarrollo sustentable y planificación a cargo de SEGEPLÁN; 2. consultas y formulación de insumos para las políticas generales y determinación de políticas específicas al Ministerio de Medio Ambiente; 3. 

Determinación de estándares y regulaciones del CIPA; 4. Fijación de antecedentes, componentes, requisitos de autorizaciones, permisos y licencias, en los temas ambientales que expresamente se determinen; 5. Principios aplicables a la participación popular: a. procedencia, b. procedimiento, c. tratamiento de observaciones, d. inclusión en las motivaciones consecuentes y requisitos para inclusión en plan de manejo, e. información, y f. legitimidad procesal para el seguimiento respectivo.

Los criterios expresados sobre el papel del CIPA y su relación con las demás instituciones públicas en el aspecto regulatorio son ilustrados en el presente estudio con el caso de los productos químicos y desechos.

I. Descentralización y Desconcentración Integrada de Planeamiento del Desarrollo Sustentable

Lo que interesa para el presente apartado es el ejercicio de la actividad descentralizadora de las políticas, planificación y financiamiento. Pero principalmente cabe desarrollar la desconcentración de estos rubros.

La desconcentración es el traspaso de recursos y competencias del órgano rector institucional a sus propias unidades administrativas locales.

Se entiende por descentralización el traspaso que hace el Gobierno central de recursos y competencias a favor de otras personas jurídicas de derecho público. Estas personas jurídicas manejan tales recursos y ejercen tales competencias con mayor o menor grado de autonomía.

Se distingue la descentralización territorial y la funcional. En la descentralización funcional, una persona jurídica de derecho público asume funciones específicas sectoriales que desarrolla autónomamente a nivel nacional -por ejemplo el manejo de las "aguas" o de las "construcciones escolares". En la descentralización territorial las competencias y recursos se transfieren para su manejo y ejercicio en una circunscripción geográfica determinada. En el Ecuador, están descentralizadas territorialmente las municipalidades, consejos provinciales y las corporaciones regionales de desarrollo.

En este apartado deberá tratarse principalmente la desconcentración del planeamiento. Vale decir de los procedimientos necesarios para insertar los insumos locales en la formulación de las políticas, planificación y financiamiento nacionales y seccionales.

La desconcentración del planeamiento nacional se debe distinguir de la planificación regional. En este último caso una corporación regional de desarrollo o un grupo de instituciones públicas y privadas formulan un plan de desarrollo local. Lo usual es que este tipo de planes propongan financiamientos varios provenientes la corporación regional de desarrollo y de desembolsos directos del gobierno central.

Por otra parte, el esquema de desconcentración integrada que se discute en este apartado, contempla: 1. una formulación a base de insumos locales; 2. con participación comunitaria, 3. con financiamiento del Presupuesto del Estado o de presupuestos de entidades públicas o de ambos conjuntamente 4. en proyectos locales o regionales; 5. comprensivos de la acción de dos o más delegaciones locales o regionales de las instituciones públicas, que podría incluir entidades seccionales (municipios y consejos provinciales).

Se consideran las dos instancias existentes en la actualidad de institucionalización de la descentralización y desconcentración integrada existentes en la normativa jurídica y administrativa ecuatoriana: el Instituto para el Ecodesarrollo Regional Amazónico (ECORAE) y el Programa de Manejo de Recursos Costeros (PMRC).

El ECORAE se financia con un 15% del Fondo para el Ecodesarrollo Regional Amazónico. El Fondo se establece con la intención de "aplicar un modelo de desarrollo compatible con la conservación y defensa de la integridad ambiental de la Región Amazónica Ecuatoriana". Como medio para alcanzar esta finalidad, se acude al "fortalecimiento (de la) capacidad de gestión de los organismos seccionales amazónicos ... en coordinación con las organizaciones sociales de la región (que) deben impulsar sus actividades en el marco del Plan Maestro para el Ecodesarrollo Regional Amazónico que debe formularse, como parte del Plan Nacional de Desarrollo, para concretar un manejo descentralizado de sus políticas e inversiones".

El Programa de Manejo de Recursos Costeros (PMRC) se orienta asimismo a la planificación regional de la conservación y uso de recursos. Pero, en contraste con el ECORAE, su enfoque y estructuración integra la participación local pública y privada. Ambos esquemas (ECORAE y PMRC) tienen en común que no se han cristalizado aún sus propósitos de integrarse en la planificación nacional a través de la desconcentración integrada y la descentralización.

El Programa de Manejo de Recursos Costeros se estableció en 1989, pero su última estructuración es de 1995. Su objetivo es "la conservación, restauración, protección y desarrollo sustentable de los recursos costeros en las provincias de Esmeraldas, Manabí, Guayas, el Oro y Galápagos". La Comisión Nacional de Manejo de Recursos Costeros es el órgano directivo del Programa y se integra con ministros de Estado y los secretarios generales de la Administración Pública y de Planificación.

En lo referente a políticas, se dispone que la Comisión Nacional de Manejo de Recursos Costeros asesore y recomiende al Presidente de la República "las políticas de manejo de los recursos costeros", así como vigile el cumplimiento de tales políticas. Los "planes de manejo y desarrollo" que aprueba la Comisión "estarán orientados al aprovechamiento sustentable de los recursos costeros de la Zona Especial y a mejorar la calidad de vida de la población". Los proyectos constantes en el plan de manejo son aquellos aprobados por la Comisión Zonal. Se contempla el sistema de la consulta pública.

Los planes de manejo y desarrollo locales deberán integrarse en los presupuestos institucionales públicos, que conforman los programas del Presupuesto del Estado, para resultar operacionales, aunque esto todavía no se ha institucionalizado. Hasta la fecha el programa ha avanzado en la fase de consulta y la elaboración de planes integrados locales, no relacionados con los presupuestos del sector público.

El paso siguiente es la inserción de estos planes locales y zonales en el sistema público presupuestario. Las cuestiones son: en qué rubros se podrá aplicar la planificación integral? cómo esto funciona en el esquema jurídico presupuestario y financiero público vigente?

Las fases de la ejecución de los planes regionales se clasifican de acuerdo con las actividades de las diferentes Administraciones Públicas -para usar la nomenclatura administrativa española- incluyendo las seccionales, así como la participación de las poblaciones locales. En los planes regionales debe considerarse:

1. El ejercicio de la planificación;

2. La fase de la concesión de permisos y toma de decisiones;

3. El financiamiento de obras;

4. La ejecución de los planes y programas; y

5. La recuperación de los créditos, cuando sea procedente.

Para la determinar de las actividades necesarias para ejecutar los proyectos, estos se clasifican en:

1) Estudios

2) Ejecución de obra

3) Prestación de servicios

4) Actividades y tareas administrativas públicas

5) Actividades y tareas administrativas privadas

Para todos los proyectos deben tomarse en cuenta las siguientes consideraciones:

1. El financiamiento puede provenir de una o varias asignaciones presupuestarias o de un préstamo;

2. Incluido o no en el Plan de Inversiones prioritarias del CONADE;

3. Incluido o no en uno o más presupuestos institucionales del ejercicio corriente o en el proyecto de presupuesto para el año siguiente;

4. Existencia de una partida específica en el presupuesto corriente o incluido dentro de una partida general, con una asignación suficiente;

5. Existencia o no de co-financiamiento de otras instituciones públicas o privadas;

6. Si hay una sola o más de una institución ejecutora;

7. Ejecución de la obra o prestación del servicio por administración directa o por contratación;

8. Identificación de autorizaciones y permisos administrativos que corresponde otorgar a otras instituciones públicas;

9. En caso de préstamo, si requiere reembolso al prestamista o no;

10. Posibilidad de que el municipio colecte contribución especial de mejoras contemplada en la Ley de Régimen Municipal, que se cargue a los beneficiarios de la obra realizada o imposición de tasas por los servicios prestados.

La planificación es elemento indispensable para la ejecución de las obras; por supuesto para anticipar los necesarios requerimientos de recursos humanos y materiales, pero principalmente para conseguir los recursos financieros necesarios.

Los recursos financieros se consiguen a través de: a. Préstamos; y b. Asignaciones presupuestarias. En ambos casos se requiere de planificación formal previa.

En efecto, el Consejo Nacional de Desarrollo (CONADE), a base del Plan Nacional de Desarrollo y los planes operativos anuales establece un proyecto de plan de inversiones de corto y mediano plazo, que es aprobado por el Ministro de Finanzas. En la Subsecretaría de Presupuesto de este ministerio, se elaboran informes periódicos con las modificaciones que se vayan introduciendo en este plan.

Cualquier proyecto de inversión que una institución pública requiera incluir en su presupuesto deberá constar en el mencionado plan de inversiones elaborado por CONADE y ajustado por la Subsecretaría de Presupuesto del Ministerio de Finanzas.

La existencia de un proyecto en el Plan de Inversiones es un importante respaldo para conseguir su inclusión en el presupuesto de la institución respectiva.

Por otra parte, la planificación de actividades de una institución pública determina los asuntos y períodos en que van a trabajar los funcionarios de esa institución a lo largo del año fiscal. En los planes se incluyen, por ejemplo, los desplazamientos en comisiones de servicio, que van a determinar el monto de los viáticos requeridos. Asimismo, los planes determinan los recursos materiales y humanos necesarios para cumplir los objetivos institucionales.

En todas las etapas es indispensable la integración de las municipalidades, porque a ellas le tocará ejecutar muchas de las tareas necesarias para la ejecución de los planes y otorgar las autorizaciones respectivas. Asimismo, conforme a la última reforma constitucional las municipalidades pueden expedir ordenanzas ambientales y de protección de zonas ecológicas.

En consecuencia, en toda planificación local en que participen representantes de diferentes instituciones cabe determinar: 1. la institución que hará el seguimiento de los pasos administrativos necesarios en cada institución; 2. el cronograma respectivo; y, 3. sus contrapartes, que podrían ser representantes de organizaciones comunitarias. Asimismo, procede determinar las actividades que requieren procedimientos y decisiones institucionales, como: permisos, concesiones, autorizaciones o dictámenes, para resolverlas en el seno del cuerpo colegiado nacional o remitir oficio a quien competa. Por ejemplo, en el área costera, para obras o actividades que se ejecuten en la llamada zona de playa y bahía urbanas se requerirá el permiso de la municipalidad, antes de la autorización de la Dirección Nacional de la Marina Mercante y del Litoral (DIGMER).
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II. Las políticas y el planeamiento en el contexto de la gestión pública ambientalTC \l2 "las políticas y el planeamientoen el contexto de la gestión pública ambiental
El documento "Gestión Pública Ambiental, dentro de los estudios de políticas del "Programa de Apoyo Institucional a la Planificación Ambiental (BID-UNAMA) desarrolla un esquema sobre políticas y planeamiento. En tal informe se parte de una gestión pública ambiental compuesta por "las acciones gubernamentales y ciudadanas orientadas al desarrollo sustentable". El desarrollo sustentable así concebido se manifiesta en "las actividades relacionadas con el mejoramiento de la calidad de la vida humana y del crecimiento económico dentro de la capacidad de carga de los ecosistemas". La consecuencia de esta definición de lo "ambiental", es que supera el marco tradicional, que lo restringía exclusivamente a la conservación del medio ambiente y el control de la contaminación. Así definida, la gestión pública ambiental resulta prácticamente equivalente a la gestión pública en general, porque abarca los principales aspectos del desarrollo.

Políticamente, el "desarrollo sustentable", se define como "el mejoramiento de la calidad de la vida humana dentro de la capacidad de carga de los ecosistemas". Especialmente a partir de la denominada "Cumbre de Río", en 1992, el crecimiento económico de los pueblos se vincula estrechamente con el uso de los recursos conjuntamente con la conservación del medio ambiente.

En el documento citado, "Gestión Pública Ambiental" se entiende esta como "el conjunto de actividades de las instituciones públicas o privadas conducentes a ejecutar las políticas del desarrollo sustentable". También se enfatiza el papel del Estado en este ámbito, necesariamente complementado con la participación de la sociedad civil, a través de los diferentes mecanismos de la consulta, participación y concertación.

Se concluye que es objeto de la gestión ambiental pública, además de la contaminación y los recursos naturales renovables, el aprovechamiento de los recursos naturales no renovables (hidrocarburos y minerales) y, en general, las actividades económicas productivas que pueden causar un impacto ambiental.

El mencionado documento, "Gestión Pública Ambiental" se desarrolla alrededor del esquema de los "componentes de la gestión ambiental", cuyo diseño es el siguiente:

1)
Objeto de la gestión

2)
Políticas, planeamiento y financiación

3)
Normativa legal

4)
Estructura jurídica e institucional

5)
Competencia

6)
Normativa administrativa y regulación

7)
Administración, manejo y operación

8) Seguimiento y control

9) Sanción y jurisdicción

En el presente apartado se desarrollan aspectos del tema de las políticas y la planificación, relacionadas con ciertos aspectos de la "estructura institucional" y las "actividades regulatorias".

II. Formulación de políticas públicas. Los "actos políticos" en el Derecho PúblicoTC \l2 "Formulación de políticas públicas. Los "actos políticos" en el Derecho Público
Para el estudio de la formulación y determinación de políticas públicas se tiene que hacer referencia a la "función gubernativa o política", para distinguirla de la "función administrativa", al interior de la Función Ejecutiva, conforme la doctrina del Derecho Público contemporáneo. En efecto, tanto la doctrina como la misma legislación jurisdiccional administrativa establecen la existencia de "actos políticos" como diferentes de los "actos administrativos". Las políticas públicas estatales se manifiestan jurídicamente a través de los "actos políticos". Este tema se desarrolla sucintamente en este apartado del informe.

La doctrina del derecho público atribuye al Estado una potestad, es decir un poder de mando. El poder así concebido, tradicionalmente se lo divide en funciones: Legislativa, Ejecutiva y Judicial. La característica más importantes que los autores clásicos atribuyeron a la división de las funciones ha sido la de impedir el abuso del poder. Es decir, en palabras de Montesquieu: "es necesario que por la disposición de las cosas, el poder detenga al poder"
. En la frase citada -una de las más famosas de la ciencia política- está contenido el principio de la separación de los poderes, según lo entendió el citado filósofo francés y que consiste "en sostener que la mayor garantía de la libertad está dada en un Estado donde, en vez de existir un solo poder, existen varios que, oponiéndose entre sí, se moderan recíprocamente, lo cual impide el abuso de cualquiera de ellos"
.

El esquema de una neta división del poder entre las tres "funciones" del poder, a la fecha se encuentra superado doctrinalmente. Sobre el particular, Giannini dice: "En la teoría formal sustancial la co-esencialidad entre poder y una función era un axioma. La dirección realista ha abandonado tal concepción, y hoy existe un convencimiento común que los poderes desarrollan cada uno diversas funciones"
.

Así, según la doctrina contemporánea, lo que caracteriza a las relaciones entre los poderes es la independencia de cada uno de ellos, sin perjuicio de las actividades de control.

En efecto, la llamada Función Legislativa, aparte de legislar, desarrolla también actos administrativos y tiene potestades judiciales -los juicios políticos. La Función Ejecutiva también ejerce jurisdicción, además de legislar en ocasiones determinadas que considera la doctrina, a condición de que tales facultades se le atribuya expresamente en las leyes. Tales son los casos de la "legislación delegada" o de la "legislación de emergencia"; esta última contemplada en la Constitución de 1946, con los decretos-leyes de emergencia económica. Finalmente, la Función Judicial también ejerce funciones administrativas y por lo tanto emite "actos administrativos", en sus relaciones con sus funcionarios, por ejemplo. Así mismo, ostenta poderes de legislar, vale decir, expedir normas de carácter generalmente obligatorio. Incluso en la reforma constitucional de 1993, se le delegó la expedición de la regulación legal de la casación, en caso de que el Congreso no las llegare a expedir
.

En cuanto a la Administración Pública, según el citado Giannini, "[l]a tradición, como se ha visto, encuadra la administración (aparato) en un 'poder' del Estado, que era indicado y ahora se indica por muchos, como el poder ejecutivo"
. Por su parte, Silva Bascuñán afirma sobre el Poder Ejecutivo "que hay dos maneras de concebirlo: en cuanto manda, se emplea precisamente la palabra gobierno, y, en cuanto sirve, se usa la de administración"
.

En efecto, se ha notado que la Función Ejecutiva, tiene en realidad por lo menos tres componentes: administración pública, gobierno y representación estatal. El Presidente de la República, en general, en los regímenes republicanos, ostenta la calidad de "Jefe de Estado" y como tal es representante, no solo de la Función Administrativa, sino de la persona jurídica Estado en su totalidad.

Por otra parte, nota el autor italiano que estamos citando, sobre lo que él prefiere llamar el "poder gubernativo", que este, ha perdido homogeneidad y unidad de intereses. En todas partes, sea bajo la figura del Estados federales o de regiones ordinarias o autónomas, entes territoriales diferentes que el Estado desarrollan sus propias competencias administrativas, y en casi todos los ordenamientos nuevos tipos de entes públicos no territoriales asumen competencias que antes pertenecieron al Estado
.

Por esta razón, el derecho público español no se refiere más a la "Administración Pública", sino más bien a las "administraciones públicas". Tampoco adjudica el derecho público español la personalidad jurídica al Estado, apartándose de la doctrina clásica, encarnada en tratadistas como Kelsen o Carré de Malberg. En cambio, la legislación marco española sobre este tema, recientemente expedida se denomina: "Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común"
. En los comentarios sobre esta ley, González Pérez y González Navarro afirman que "[e]n derecho español tienen personalidad jurídica plena el Estado, las Regiones y las diversas Administraciones locales"
.

Este principio doctrinal español, sobre la personalidad jurídica de las administraciones públicas antes que del Estado, se acoge recientemente en Ecuador en el Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva
, donde se establece que "[l]a Administración Pública Central tendrá personalidad jurídica única para el cumplimiento de sus fines" (Art. 3). Hay que notar que en muchos otros aspectos, la norma española citada tiene considerable influencia en el "Estatuto" ecuatoriano.

Así, queda pendiente de analizar la potestad "gubernativa" del Ejecutivo. Para autores como Giannini es tan importante esta actividad que, como se ha visto, él denomina Función Gubernativa a lo que la Constitución ecuatoriana llama "Función Ejecutiva". En este poder gubernativo, se encontraría subordinada la actividad administrativa: "el poder gubernativo tiende ... a escindirse en dos poderes: un poder gubernativo en sentido restringido y un conjunto de poderes administrativos"
.

En el mismo sentido, Dromi considera que "[e]l poder es uno; las funciones son varias (gubernativa, legislativa, jurisdiccional y administrativa)
.

Según este autor argentino, las funciones gubernativas pueden ser ejercidas tanto por el ejecutivo como por el legislativo. No obstante, el órgano típicamente gubernativo, sin duda que es el Poder Ejecutivo. Son características de los actos políticos:

1) Ejecutan directamente la norma constitucional;

2) Son dictados en ejercicio de una actividad discrecional, indelegable, de los órganos ejecutivo y/o legislativo, sin límites jurídicos y por motivo de oportunidad o mérito.

3) Se vinculan a la propia "organización y subsistencia del Estado", y se justifican por una finalidad política vital par la seguridad, defensa y orden del Estado. No se trata de asuntos atinentes a la simple marcha de la buena administración.

4) No inciden directa ni inmediatamente en la esfera jurídica del administrado, "cuyo status no se altera ante la emisión del acto político, de gobierno o institucional".

5) Son unilaterales, en su estructura y de alcance o efecto general.

6) Son irreversibles, no judiciables, no justiciables o no invalidados judicialmente. Están exentos de control jurisdiccional
.

Según este autor resultaría improcedente y, sobre todo inconstitucional, que el Poder Judicial pretendiera entrar al conocimiento de estos actos, por su naturaleza discrecionales, "que atañen a la oportunidad política". Pone como ejemplo la declaratoria del estado de sitio, que es una potestad exclusiva del Ejecutivo, sin posibilidad de cuestionamiento judicial.

Inclusive para Vedel, quien opina que no se justifica el mantenimiento de la noción de "actos de gobierno" en la doctrina, "el juez administrativo debe evitar todo incidente fronterizo con el Jefe de Estado, el Parlamento y con las autoridades encargadas de la política internacional". Asimismo, considera que la actual Constitución francesa acrecentó la categoría de "actos de gobierno" con las figuras del referéndum y la disolución del parlamento
.

En el Ecuador, la Corte Suprema rechazó recientemente el recurso de amparo interpuesto por un diputado, que impugnaba el acto de envío de la proforma presupuestaria por parte del Presidente de la República al Congreso. Se considera que tal acto, no es un acto administrativo, sino eminentemente político, discrecional del Ejecutivo. No cabría en consecuencia recurso de amparo en este caso, puesto que este recurso se refiere exclusivamente a los "actos administrativos".

Expresamente, la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativo del Ecuador, excluye de su competencia, además de los actos provenientes de la potestad discrecional, "las cuestiones que se susciten en relación con los actos políticos del Gobierno, como aquellas que afectan a la defensa nacional, a las relaciones internacionales, a la seguridad interior del Estado y a la organización de la Fuerza Pública"
.

En concordancia con lo que se ha discutido en el presente apartado, la Carta Suprema determina como potestad del Presidente de la República ""[f]ijar las políticas generales, económicas y sociales del Estado y aprobar los correspondientes planes de desarrollo" (Art. 103, q) y las "políticas poblacionales" (Art. 103, r). Esto debe concordarse con la competencia que la misma Constitución atribuye al CONADE -con idéntica redacción, en forma impropiamente confusa- de formular tales políticas y planes de desarrollo, para su aprobación por parte del Ejecutivo (Art. 114).

También establece la Constitución otras potestades de formulación de políticas a cargo del Presidente, de índole diversa, principalmente relacionadas con el mantenimiento del orden público interno y externo del Estado.

II. Base legal de las políticas públicasTC \l2 "Base legal de las políticas públicas
II. DeclaratoriasTC \l3 "Declaratorias
No deben confundirse las "Declaratorias" internacionales con los Tratados, Convenios o Convenciones internacionales. Estos últimos forman parte del ordenamiento jurídico del Estado. Conforme la Carta Política ecuatoriana, es atribución del Presidente de la República "celebrar tratados y demás convenios internacionales". Mas, para su ratificación y plena validez se requiere de la aprobación del Congreso Nacional
. Las provisiones de los Convenios y Tratados aprobados conforme a la Constitución, "forman parte del ordenamiento jurídico de la República"
. La reforma constitucional publicada en 1996 modificó en forma inconveniente este artículo, porque establece como requisito de validez de la aprobación de los convenios y tratados "que no se opongan a la Constitución y las leyes". Es más o menos obvio que los convenios que se aprueben se deberán inscribir en el marco constitucional del país. En cambio, contradice la doctrina internacional y el ordenamiento jurídico interno que un convenio o tratado no tenga validez si se opone a una ley ecuatoriana. Precisamente por su carácter de ley que tiene el convenio aprobado por el Congreso, es perfectamente factible que pueda derogar leyes que se le opongan. La disposición constitucional citada, resta seguridad a la obligatoriedad de convenios y tratados que en el futuro ratifique el Ecuador.

La Carta Suprema atribuye al Presidente la competencia para "[f]ijar las políticas generales, económicas y sociales del Estado y aprobar los correspondientes planes de desarrollo"
. Desde el punto de vista doctrinal, se consideran dos fuentes principales para la políticas de desarrollo sustentable, en el Ecuador. En primer lugar, son políticas las declaratorias formales, principalmente Declaratorias bilaterales o multilaterales internacionales y las expedidas formalmente por el Jefe de Estado como Decretos Ejecutivos, pero más propiamente como "Acuerdos Ejecutivos". Por otra parte, son constitucionalmente obligatorias para el sector público las políticas del Ejecutivo, expresadas en planes y programas formulados por SEGEPLÁN y aprobadas legalmente por el Presidente de la República.

Deben distinguirse las Declaratorias formales internacionales realizadas conjuntamente con un país y aquellas realizadas con dos o más países
. En general, se atribuye mayor importancia a las declaraciones multilaterales realizadas en el contexto de un organismo o conferencia internacional. El más importante de los ejemplos de este tipo de declaratorias es la Declaración de Río y la misma Agenda 21, ambas suscritas por el Gobierno del Ecuador en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo (CNUMAD) de Río de Janeiro, de 1992.

En un reciente informe de la Comisión de Medio Ambiente y Desarrollo de América Latina y el Caribe se enumeran declaratorias conjuntas sobre aspectos de integración que celebraron los países sudamericanos en los últimos años:

Manifiesto de Cartagena de Indias (1989)

Declaración de Galápagos (1989)

Acta de Macchu Picchu (1990)

Acta de La Paz (1990)

Acta de Caracas (1991)

Acta de Barahona (1991)

Acta de Quito (1995)

Acta de Trujillo (1996)

Las declaratorias unilaterales son expresiones formales de política del Presidente de la República
.

II. Planes y "estrategias" institucionalesTC \l3 "Planes y "estrategias" institucionales
Por otra parte, existen numerosos documentos internos de las dependencias y entidades del Estado, consistentes en informes, memorias, estudios, planes y programas con información oficial que sirven para dirigir sus actividades propias y para la orientación del público en el área correspondiente. Estos documentos, que con frecuencia se denominan "políticas", "planes", "estrategias" no tienen las características de la obligatoriedad para las demás instituciones públicas que se atribuye en la Constitución a los planes y programas del CONADE. En consecuencia, no vinculan a terceras instituciones ni siquiera a título indicativo, pero pueden suministrar información valiosa para las propias actividades de esas otras instituciones. Tampoco son parte de la "programación", propiamente dicha, de los mismos órganos que las expidieron, salvo que sean introducidos formalmente en el proceso de la "programación presupuestaria". Si su implementación requiere de inversiones, como en las mayoría de los casos, también deberá incluirse en el "plan de inversiones" aprobado por SEGEPLÁN, al que se refiere la Ley Orgánica de Administración Financiera y Control (LOAFYC) y la Ley de Presupuestos del Sector Público.

La Comisión Asesora Ambiental (CAAM) de la Presidencia de la República, elaboró documentos como el "Plan Ambiental Ecuatoriano (PAE). Políticas y Estrategias" y otros
, que tienen la característica indicada líneas arriba, de ser documentos internos de trabajo institucional. Ellos contienen información importante para el público y para las demás órganos públicos, pero sus enfoques no son considerados por las demás instituciones públicas para su programación presupuestaria, ni se integraron en el citado "plan de inversiones" públicas.

En lo referente al objetivo expresado del proceso de elaboración del Plan Ambiental Ecuatoriano, de "implantar un proceso permanente de planificación para la gestión ambiental", se puede considerar que el Plan mismo resultante, es apropiado como punto de partida o como antecedente para un verdadero proceso de planificación, conforme a la doctrina y normas jurídicas ecuatorianas.

En efecto, cabe recordar la cita de Brañes, en el citado documento de BID-UNAMA "Gestión Pública Ambiental". Al tratar sobre "la planeación y el ordenamiento ecológicos", aquel autor afirma, refiriéndose a la nueva legislación ambiental mexicana, sobre el tema de planificación:

... no establecen propiamente un sistema de planeación ecológica, a través del cual se formularían planes, programas y proyectos ambientales, lo que por cierto habría sido inconducente. El propósito de esos preceptos, consiste más bien en incorporar jurídicamente la dimensión ambiental a la planeación del desarrollo y reiterar el carácter participativo de dicha planeación en lo que hace a sus aspectos ecológicos
.

En efecto, resulta inconducente proceder a una planificación ambiental o "ecológica", como planes y programas "ambientales" separados de la planificación de las actividades productivas mismas que constituyen el desarrollo sustentable. Según el autor citado, el error más común de la planificación ambiental es la "sectorización": frente al carácter global del manejo ambiental se da "la separación de la gestión ambiental de la gestión económica". Los efecto que Brañes visualiza de tales enfoques es que las competencias "ambientales" o "ecológicas" se terminan ejerciendo "en el vacío".

Por otra parte, podría ser eventualmente necesario elaborar determinados "planes" y "programas" sectorialmente ambientales. Pero en este caso, para que puedan considerarse legal y prácticamente tales, será necesario que se integren en el proceso de política, planificación, inversiones y presupuesto que se describen en el capítulo próximo de este informe, que se denomina "Diseño de Políticas y Planificación del Desarrollo Sustentable".

II. La Agenda para el DesarrolloTC \l3 "La Agenda para el Desarrollo
La Agenda para el Desarrollo
, formulada por SEGEPLÁN, aprobada por Decreto Ejecutivo, a la fecha es el instrumento contentivo de las políticas obligatorias a que se refiere la Constitución. En su última versión añadió referencias al componente "género" y a la variable ambiental.

Bajo el rubro de "Mejorar los Servicios Públicos", la Agenda considera de manera sectorial los problemas de deforestación, erosión, sobre-explotación pesquera, manejo de eco-sistemas costeros, contaminación, reducción de vida útil de embalses y riesgos de inundación, e intervención en áreas protegidas.

Según el esquema de la "Agenda", se ubican: 1. los problemas; 2. las causas del problema; 3. las consecuencias; 4. operaciones propuestas; y, 5. los resultados esperados.

En la Agenda se consideran "las causas que identificaron al problema" -del deterioro del medio ambiente y mal manejo de recursos naturales. Estas causas son enfocadas básicamente desde la óptica de la acción estatal. Es decir, se enfatizan las debilidades del manejo estatal y la normativa jurídica para afrontar los problemas identificados.

Se ubican como las causas: la escasa gestión del Estado, el uso de los suelos, el marco legal e institucional, la aplicación de la Ley de Tierras Baldías y Colonización para promover deforestación, la mala calidad de los combustibles y obsolecencia del parque automotriz. Se pueden resumir las causas en: legal-institucional, manejo público erróneo y, con menos énfasis, actividades productivas privadas: uso de suelo, obsolecencia del parque automotor y minería.

Las "operaciones propuestas", se orientan a:

1. La formulación de planes (plan ambiental, ordenamiento minero, plan de "biodiversidad biológica");

2. Diseño y elaboración de técnicas de cuantificación (zonificación agroecológica y urbana, factibilidad y manejo ambiental, variables ambientales, desechos);

3. Legislación (Ley Nacional Ambiental, reforma Ley de Tierras Baldías y Colonización);

4. Fortalecimiento institucional (manejo de cuencas, red y programa nacional de Formación y Educación, instituciones de control ambiental);

5. Regulación y control (pesca, áreas protegidas)

Se toca el tema de la gestión privada y las participación comunitaria en dos items: microempresas de gestión de desechos y poblaciones locales en el manejo de áreas protegidas
.

II. Plan Ambiental EcuatorianoTC \l3 "Plan Ambiental Ecuatoriano
Líneas arriba se hace referencia al Plan Ambiental Ecuatoriano, elaborado como "estrategia" de la Comisión Asesora Ambiental (CAAM) -actualmente dependencia del Ministerio del Medio Ambiente.

Como se discute en el apartado anterior, el documento "Plan Ambiental Ecuatoriano" no responde a una "planificación" en el sentido determinado en la Carta Suprema, que produzca efectos obligatorios para las instituciones del sector público. Tampoco está vinculado a proyectos ni prioridades en la inversión pública.

El necesario ejercicio de llegar a una "planificación del desarrollo sustentable", deberá superar forzosamente el enfoque sectorial del Plan Ambiental Ecuatoriano. En efecto, el criterio de desarrollo sustentable considera el ambiente no sectorialmente sino en el contexto de las actividades de uso de recursos y producción de bienes y servicios.

Así, después de una primera etapa de ubicación de problemas ambientales con un enfoque sectorial, se requiere introducir en la planificación lo que se denominó a principios de los años ochenta "la dimensión ambiental del desarrollo". En esta etapa de una nueva edición de la Agenda para el Desarrollo, los criterios ambientales se introducirán en los diferentes rubros del desarrollo económico y social, sin perjuicio de ciertos aspectos que se consideran "sectorialmente ambientales", o de áreas donde la cuestión ambiental tiene una preponderancia acentuada, como por ejemplo, el uso y aprovechamiento de recursos naturales renovables.

En todo caso, uno de los insumos naturales de un tal proceso es sería el contenido del Plan Ambiental Ecuatoriano, en lo pertinente.

El Plan Ambiental Ecuatoriano, contempla "políticas" para los siguientes "sectores":

Medio ambiente natural

diversidad biológica

bosques y áreas naturales protegidas

recursos costeros y el mar

manglares

Ecosistemas frágiles

los páramos

la Amazonía

las islas Galápagos

las zonas agrícolas de montaña

los sistemas lacustres

Recursos naturales

el agua

el aire

el suelo

energía en general

las bellezas escénicas

el petróleo

los minerales y rocas

Ambiente humano

población y pobreza

salud

saneamiento

calidad de vida en los asentamientos urbanos

calidad de vida rural

organización para la gestión ambiental

participación en la gestión ambiental de minorías y grupos menos favorecidos

Actividades productivas y servicios

la agricultura

la ganadería

la pesca y la acuacultura

la industria y la manufactura en general

el transporte

el comercio

el turismo

el extractivismo

La prevención y mitigación de los desastres y emergencias naturales

La metodología elegida para el diseño y desarrollo del Plan Ambiental Ecuatoriano, obsta para su integración en los planes de SEGEPLÁN y en la Agenda para el Desarrollo. En efecto, el enfoque planificador adoptado por SEGEPLÁN en los últimos años, se desarrolla en función de los problemas identificados, a diferencia del enfoque sectorial utilizado anteriormente por el CONADE.

La metodología del Plan Ambiental Ecuatoriano gira alrededor de los sectores descritos: medio ambiente natural, ecosistemas frágiles, recursos naturales, ambiente humano, actividades productivas y servicios y prevención y mitigación de los desastres y emergencias naturales. El análisis de estas categorías establece que son inapropiadas para las finalidades de la planificación del desarrollo sustentable. En efecto, en los diferentes rubros se reproducen bajo diferentes aspectos los mismos problemas, como por ejemplo los asuntos relacionados con el recurso agua. Las cuestiones relacionadas con el uso y aprovechamiento de este recurso se dan en todas las categorías descritas, sean estas "ambiente humano", "medio ambiente natural", "recursos naturales", etc. Se considera que resulta más apropiado un enfoque por "problemas" y por "aprovechamiento de recursos".

II. La Agenda 21TC \l3 "La Agenda 21
Por las razones anotadas, aquellas categorías más o menos artificiales, como "medio ambiente humano", "medio ambiente natural", etc., han sido abandonadas, a favor de otros enfoques que, sin bien continúan siendo inevitablemente "sectoriales" permiten una mayor integración de las complejas características del desarrollo sustentable.

Tómense por ejemplo, los temas de la Agenda 21. Este documento de políticas, fue adoptado por el Ecuador conjuntamente con la mayor parte de los países del mundo, en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo (CNUMAD), en Río de Janeiro en 1992.

Las tres secciones de la Agenda 21 son: dimensiones sociales y económicas, conservación y manejo de recursos para el desarrollo, fortalecimiento del rol de los principales grupos y medios de implementación. En la sección 2, de conservación y manejo de recursos para el desarrollo, se determinan estrategias para el manejo, uso y aprovechamiento de los principales recursos: atmósfera, suelos, deforestación, desertificación y sequía en ecosistemas frágiles, sistemas de montaña, agricultura sustentable y desarrollo rural, diversidad biológica y biotecnología, océanos y agua dulce. Asimismo, la Agenda 21 recomienda medidas de manejo de químicos tóxicos, desechos, basura y efluentes urbanos, así como desechos radioactivos.

En tal contexto, el esquema de la Agenda 21, como política oficial que es del Ecuador, a raíz de la suscripción que hizo en Río de Janeiro, debería de ser el marco de un proceso de planificación formal del desarrollo sustentable en el Ecuador. Por otra parte, el documento citado, Plan Ambiental Ecuatoriano, podría ser uno de los insumos para un adecuado proceso de planificación en el sentido formal descrito en el presente informe.

Una opción de proceso concertado de planificación de los aspectos ambientales del desarrollo sustentable se podría coordinar conjuntamente entre el Ministerio de Medio Ambiente y SEGEPLÁN. El resultado del proceso se debería integrar en la Agenda para el Desarrollo. Con tal respaldo legal, el Ministerio de Medio Ambiente podría dirigir la programación presupuestaria de sus dependencias y las entidades adscritas, que refleje las políticas y planes adoptados. En lo referente a las demás dependencias y entidades, podrá entrar en una coordinación que se refleje también en los rubros presupuestarios correspondientes. El contenido y alcance de esta coordinación institucional se desarrolla en otro apartado de este informe.

III. DISEÑO DE POLÍTICAS Y PLANIFICACIÓN DEL DESARROLLO SUSTENTABLE

TC \l1 "DISEÑO DE POLÍTICAS Y PLANIFICACIÓN DEL DESARROLLO SUSTENTABLE
III. La Planificación en el Derecho Público y en la legislaciónTC \l2 "La Planificación en el Derecho Público y en la legislación
La normativa jurídica de la planificación pública se desarrolla en el presente siglo. No obstante, la planificación como instrumento administrativo público y privado tiene antecedentes históricos muy anteriores. La manifestación más concreta de la planificación pública son los presupuestos fiscales. Obviamente, los presupuestos resultan mecanismos indispensables del manejo administrativo de las empresas privadas tanto como del Estado. El presupuesto público, en su aspecto conceptual, refleja forzosamente las políticas y la planificación estatales.

La doctrina tradicionalmente distinguía entre la planificación "indicativa" y la "imperativa". La Constitución ecuatoriana de 1967 disponía que los planes de desarrollo eran "indicativos" para el sector privado y obligatorios para el sector público.

Como una clásica planificación "imperativa" se consideraba la planificación soviética.

Un ejemplo tradicional de planificación indicativa, la planificación francesa, modifica últimamente el enfoque citado. La razón principal es el creciente manejo económico y financiero público por parte de entidades públicas con autonomía más o menos acentuada. Así, a la fecha, la obligatoriedad de los planes en Francia han ensayado la vía contractual: "contratos de programa" y "contratos de empresa", "contratos de objeto institucional", "contratos de programación concertada", etc
.

Finalmente, se ha considerado un ejemplo de inexistencia de planificación, a los Estados Unidos. No obstante, no se puede dudar que existe una planificación en el manejo público estadounidense, por lo menos a nivel de programación presupuestaria de las dependencias y entidades públicas. Esta programación obviamente responde a los criterios políticos imperantes en los lineamientos que establece el Jefe de Estado para la administración pública.

En realidad, tales distinciones resultan inapropiadas en cuanto el carácter "obligatorio" se refiere siempre, haya sido en la extinguida Unión Soviética, en la Francia actual o en los Estados Unidos, a la obligatoriedad para las instituciones públicas. La referencia a los Estados Unidos se hace en consideración a que el presupuesto público es, en último término, como se acaba de señalar, una planificación del gasto público.

La diferencia entre las variadas planificaciones más bien se debe buscar en las políticas que intenta implementar. Los Estados Unidos no tiene una planificación en el sentido tradicional, en cuanto no considera que las acciones del Estado central podrían influir en el estímulo del desarrollo económico. No obstante, a través de un órgano autónomo, la Reserva Federal, influye decisivamente en la política monetaria del país.

En el Ecuador, como en otros países sudamericanos, la planificación ya no se basa en el criterio de que el Estado es el motor del desarrollo. Pero atribuye suficiente importancia al papel regulador del Estado para el estímulo y especialmente para la determinación del marco más conveniente del desarrollo de las actividades productivas del país.

Para efectos ambientales, esta planificación se concibe como el establecimiento de un marco regulador y normativo apropiado para que las actividades privadas de desarrollo se realicen sin contaminación y en forma racional. En este sentido se pronuncian los más importantes instrumentos internacionales sobre desarrollo sustentable actuales: la Declaración de Río, la Agenda 21 y "Cuidar la Tierra", los dos primeros suscritos por el Ecuador y que se deben, por lo tanto, considerar como parte de sus políticas públicas.

Al nivel regional y local, la Ley Orgánica del CONADE dispone el funcionamiento de los "comités de desarrollo, como organismos consultivos y de coordinación del CONADE". La composición de estos organismos incluye a representantes de la sociedad civil con un delegado del CONADE y presididos por el Prefecto Provincial (Art. 15). La principal función de los comités de desarrollo es de trasmitir al CONADE los criterios locales, que podrían ser considerados como insumos para la planificación nacional.

En el ámbito administrativo, conforme el Art. 17, b) de la Ley de Modernización, el Decreto Ejecutivo 3944 atribuye importantes competencias en planificación e inversiones a la Secretaría General de Planificación (SEGEPLÁN), del CONADE
. Así, se confirman las competencias de SEGEPLÁN en el diseño, propuesta y evaluación de "las políticas y estrategias nacionales de desarrollo sustentable y de población" (Art. 2, a). Igualmente, se afirman sus funciones en "[d]eterminar las prioridades para la ejecución de proyectos de inversión pública" (Art. 2, c). Por su parte, se faculta al Secretario General de Planificación para "[d]eterminar las políticas y criterios técnicos para establecer las prioridades de los proyectos de inversión pública" y "[c]oordinar con el Ministro de Finanzas para la aprobación del "Programa Anual de Inversiones del Sector Público" (Art. 3, d) y f). En el campo de la regulación corresponde al Secretario General de Planificación "[a]probar mediante resolución las normas técnicas en materia de su competencia" (Art. 3, e).

En el Ecuador, la base legal de la planificación se encuentra en la Carta Política, Sección IV "Consejo Nacional de Planificación", citado líneas arriba. Según el esquema constitucional ecuatoriano, corresponde al Consejo Nacional de Desarrollo "fijar las políticas generales, económicas y sociales del Estado" y elaborar los correspondientes planes de desarrollo" (Art. 114). Esta provisión se aplica en concordancia con el Art. 103, q), que atribuye al Presidente de la República la aprobación de estos planes y políticas. "[U]na vez aprobados ... serán ejecutados y cumplidos de manera obligatoria por los respectivos ministros y por las entidades del sector público" (Art. 116 de la Constitución). La normativa constitucional se desarrolla en las provisiones de la Ley Orgánica del Consejo Nacional de Planificación, Ley Orgánica de Administración Financiera y Control (LOAFYC), Ley de Presupuestos del Sector Público, Ley de Regulación Económica y Control del Gasto Público y las disposiciones generales de las leyes de Presupuesto del Estado anuales y los presupuestos propios de las entidades públicas. A la fecha, se encuentra vigente el Presupuesto del Estado de 1997.

III. El proceso presupuestario de la Administración PúblicaTC \l2 "El proceso presupuestario de la Administración Pública
De acuerdo con Ley Orgánica del CONADE (LOC), compete a la Secretaría General de Planificación "[e]laborar la lista de las inversiones prioritarias para el desarrollo, a fin de que éstas sean consideradas en la proforma del Presupuesto General del Estado y los Presupuestos de las entidades y empresas públicas y para que sirvan de pauta para los organismos seccionales" (Art. 8, f). Por otra parte, al interior de las dependencias y entidades públicas, las correspondientes "oficinas de planificación y programación", preparan "planes, programas y proyectos sectoriales de acuerdo al Plan Nacional de Desarrollo y a los instructivos técnicos que imparta el CONADE" (Art. 14). En el cumplimiento de las funciones asignadas, el CONADE podrá requerir a las instituciones públicas "los estudios, informes, planes, programas y proformas de presupuesto" (Art. 16. LOC).

La Ley Orgánica de Administración Financiera y Control (LOAFYC), considera entre sus objetivos el de "[f]acilitar la vinculación de los procesos de planificación y presupuesto"
. Conforme este mismo cuerpo de leyes, las etapas del ciclo presupuestario son: "programación, formulación, aprobación, ejecución, control, evaluación y liquidación"
.

Conforme a las normas de desarrollo vigentes, corresponde a SEGEPLÁN determinar para "cada período los sectores prioritarios y los proyectos y programas específicos de los mismos, que a su juicio deban incluirse en el presupuesto para alcanzar los objetivos regionales y sectoriales de desarrollo económico social". Asimismo, corresponde al SEGEPLÁN preparar "un proyecto de plan de inversiones a corto y mediano plazo para el Gobierno Nacional". Ambos documentos se remiten al Ministro de Finanzas para su aprobación, con un informe sobre la prioridad los proyectos y programas, establecida en coordinación con las unidades ejecutoras. Ningún presupuesto puede incorporar un proyecto de inversión no constante el plan citado
.

Asimismo, son funciones de SEGEPLÁN determinar las normas especializadas para la preparación y ejecución de las entidades del régimen seccional autónomo
 y las descentralizadas. Los presupuestos así elaborados, más el plan de inversiones, se presentan al estudio y dictamen de SEGEPLÁN. Lo que corresponde a esta dependencia es de comprobar que las indicadas instituciones se "sujeten su acción a los planes de desarrollo aprobados por el Gobierno Nacional". En consecuencia, SEGEPLÁN "podrá objetar, en todo o en parte, aquellos presupuestos que no estuvieren de acuerdo con la política de desarrollo establecida por el Gobierno, o que no incluyan las asignaciones suficientes para la realización o continuación de programas que formen parte de los planes nacionales o regionales en cuya ejecución deban intervenir las entidades mencionadas"
. También la reforma de los presupuestos de estas instituciones requiere del dictamen previo de SEGEPLÁN
.

Los proyectos presupuestarios son formulados por la unidad encargada de la programación presupuestaria, para presentarse al Ministerio de Finanzas
. Los presupuestos públicos deben ser "la fiel expresión de los proyectos y programas para un período determinado" y al mismo tiempo se deben utilizar esos presupuestos como "instrumentos del sistema de planificación"
. Además, "se formularán sobre la base de las líneas generales de acción y en las estrategias que se deriven de la política económica y social, de los planes de mediano y corto plazo y del Programa Anual de Inversiones Públicas"
.

Según la Ley de Presupuestos del Sector Público, "[s]olo se podrán incorporar a las proformas presupuestarias, solicitudes de recursos para aquellos proyectos de inversión que hayan sido aprobados por la Secretaría General de Planificación, concertados previamente con las entidades y organismos del Sector Público ... No se incluirán en las proformas presupuestarias los proyectos que no cuenten con los respectivos estudios técnicos económicos de inversión, aprobados por la Secretaría General de Planificación
. Igual requerimiento de aprobación de SEGEPLÁN existe para los "proyectos cuyo plazo de ejecución ... exceda a un ejercicio fiscal"
.

La evaluación de la ejecución de los programas presupuestarios compete a la Subsecretaría de Presupuesto del Ministerio de Finanzas y SEGEPLÁN.

El manejo presupuestario se atribuye al Ministro de Finanzas. En este respecto, según la LOAFYC, sus competencias son de "[d]irigir la preparación del proyecto de presupuesto del Gobierno Nacional" y "[a]probar los presupuestos de entidades adscritas, empresas del Estado y los denominados presupuestos y distributivos especiales"
.

Texto legal sobre políticas de desarrollo sustentable,TC \l2 "Texto legal sobre políticas de desarrollo sustentable propuesto para la sección correspondiente del proyecto de Ley de Medio Ambiente

Art. ... .-
Corresponde al Ejecutivo la declaratoria de las políticas de desarrollo sustentable. Las propuestas formuladas por la Secretaría General de Planificación serán debidamente coordinadas con las dependencias públicas competentes.

Art. ... .-
Se contará con los insumos locales para el diseño de políticas de desarrollo sustentable y para la formulación de las proformas presupuestarias institucionales, así como para el estudio de las inversiones regionales, que podrán financiarse por varias instituciones públicas conjuntamente.

IV. LA EJECUCIÓN DE LAS POLÍTICAS AMBIENTALES DE SEGEPLÁN Y DEL MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE

TC \l1 "LA EJECUCIÓN DE LAS POLÍTICAS AMBIENTALES DE SEGEPLÁNY DEL MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE
IV. El contenido de la coordinación institucionalTC \l2 "El contenido de la coordinación institucional
IV. Alternativas de gestión del Ministerio del Medio AmbienteTC \l3 "Alternativas de gestión del Ministerio del Medio Ambiente
La cuestión más importante se refiere al contenido y orientación de la gestión pública ambiental en el Ecuador y el rol que podría desempeñar en tal contexto la coordinación del SEGEPLÁN con el Ministerio del Medio Ambiente.

IV. Desarrollo sustentable en el Ministerio del Medio AmbienteTC \l3 "Desarrollo sustentable en el Ministerio del Medio Ambiente
Para efectos de política estatal la conceptualización operativa del desarrollo sustentable se manifiesta en "las actividades relacionadas con el mejoramiento de la calidad de vida humana y del crecimiento económico dentro de la capacidad de carga de los ecosistemas".

Con este criterio se pretende superar el enfoque exclusivamente "ambientalista" o "ecologista" que se reduciría a una pura conservación del medio ambiente y un control de la contaminación -sin desconocer la importancia de estos elementos de la gestión pública ambiental, que no son, sin embargo, los únicos.

IV. La administración pública en la gestión pública ambiental

TC \l3 "La administración pública en la gestión pública ambiental
Los amplios objetivos del desarrollo sustentable no se limitan al Ministerio del Medio Ambiente. En sus aspectos operativos y de manejo, la gestión pública del desarrollo sustentable se identifica con la gestión global del Estado; incluyendo las funciones Legislativa y Judicial. Por otra parte, la reforma constitucional atribuye amplias potestades ambientales y de manejo y protección de áreas a las municipalidades del país.

IV. El rol de SEGEPLÁN en la coordinación con el Ministerio de Medio AmbienteTC \l3 "El rol de SEGEPLÁN en la coordinación conel Ministerio de Medio Ambiente
En el marco descrito se visualiza el rol del Ministerio de Medio Ambiente,  en coordinación con SEGEPLÁN, como un rol: 1. planificador, y 2. formulador de políticas, con 3. potestades de normativa y regulación ambiental; 4. seguimiento y control de la operación y manejo ambiental que corresponde a las diferentes entidades públicas.

Por otra parte, la jurisdicción y sanción aplicables a las infracciones ambientales deberán ser las determinadas en las leyes vigentes, más las acciones judiciales administrativas, civiles y penales que se lleve a cabo por medio de la acción comunitaria y de las ONGs y los ciudadanos en ejercicio de la legitimidad procesal que les atribuye la reforma constitucional.

En consecuencia, en el rubro de la jurisdicción y sanción, el SEGEPLÁN en la coordinación con el Ministerio de Medio Ambiente podría asumir la función de: 5. impulsar, capacitar y apoyar la acción comunitaria en defensa del medio ambiente, a través del apoyo y capacitación para empleo de los mecanismos disponibles: Defensor del Pueblo, Recurso de Amparo, Legitimación Procesal de organizaciones no gubernamentales en acciones civiles, administrativas y penales.

IV. Vinculación y Coordinación con las instituciones del Sector PúblicoTC \l3 "Vinculación y Coordinación con las instituciones del Sector Público
Las vinculaciones y coordinación de SEGEPLÁN con el Ministerio de Medio Ambiente con las instituciones del sector público, son de: 1. Coordinación para obtener insumos sectoriales y regionales de la formulación de políticas, formulación que corresponde a SEGEPLÁN, según la Constitución; 2. Dirección de políticas, a través de entidades adscritas del Ministerio de Medio Ambiente (INEFÁN) y participación del Ministerio en cuerpos colegiados (CIPA, ECORAE).

Por mandato constitucional, en el Ecuador, los planes y programas formulados por la Secretaría General de Planificación del CONADE, una vez aprobados por el Presidente de la República son obligatorios para el sector público. Esta obligatoriedad obviamente se deberá reflejar en los respectivos presupuestos institucionales y en las prioridades de la inversión pública. En su aspecto operativo, estas potestades se concretan en las proformas presupuestarias que el Ministerio de Finanzas incluye en el proyecto de Presupuesto del Estado.

Así, el Ministerio del Medio Ambiente, podrá trabajar estrechamente con la Secretaría General de Planificación (SEGEPLÁN), para suministrar los necesarios insumos de la planificación ambiental, que se reflejarán en los presupuestos públicos, cuya ejecución corresponde a las diferentes instituciones de la Administración Pública.

El principal instrumento de planificación operativa a nivel nacional se ejerce sobre el uso de suelos. Se requiere coordinar las competencias sobre planificación de uso de suelos que según las reformas constitucionales corresponder a las municipalidades (planificación física cantonal), SEGEPLÁN (parámetros), Ministerio del Medio Ambiente, INEFÁN y Ministerio de Agricultura. Las normas legales aplicables son: Constitución, Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre, Ley de Desarrollo Agrario y la Ley de Fomento y Desarrollo Agropecuario.

La participación del Ministro del Medio Ambiente en los directorios de entidades públicas de manejo de recursos naturales renovables consiste en determinar políticas y directivas generales, en coordinación con otras políticas sobre desarrollo sustentable que corresponde ejecutar a otras instituciones públicas.

En el área de las entidades adscritas al Ministerio de Medio Ambiente y los cuerpos colegiados en los que participa, le corresponde orientar el manejo, operación y sanción sobre el ámbito respectivo de esas entidades adscritas y cuerpos colegiados. En estos ámbitos se encuentran: 1. la biodiversidad, compuesta por ecosistemas, especies y diversidad genética. 2. el manejo de ecosistemas -se propugna especial protección para las áreas naturales, incluyendo Galápagos y las áreas forestales. Por su importancia para el desarrollo del país, resulta clave el diseño de políticas adecuadas para los recursos hídricos, los recursos costeros y pesqueros y demás recursos naturales renovables.

Así mismo, le compete al Ministerio de Medio Ambiente la fijación de políticas, regulaciones y estándares para la prevención y control de la contaminación, a través del Comité Interinstitucional de Protección del Ambiente (CIPA).

IV. Coordinación con el Sector PrivadoTC \l3 "Coordinación con el Sector Privado
La coordinación con el sector privado para el desarrollo sustentable se manifiesta en básicamente en el rubro de la información, participación ciudadana y descentralización. En este informe se trata en otros apartados sobre estos temas. La descentralización permite el aporte de insumos regionales y locales para la formulación de políticas y para la planificación.

En esta áreas, se considera necesario reforzar el rol público del Ministerio del Medio Ambiente, por medio de las potestades que se atribuyen en la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental de 1976, para la fijación de estándares ambientales de las actividades productivas. Esto debe complementarse con la fijación de parámetros que reglen la formulación y aplicación de Estudios de Impacto Ambiental (EIA), para obras públicas y privadas de suficiente dimensión e influencia sobre el ambiente.

IV. Rubros sobre los que se desarrollan las políticasTC \l2 "Rubros sobre los que se desarrollan las políticas
IV. Ordenamiento de uso de suelosTC \l3 "Ordenamiento de uso de suelos
La Ley de Desarrollo Agrario establece el "Plan de Uso, Manejo y Zonificación de Suelos", a cargo del Ministerio de Agricultura y Ganadería, que es una competencia que le correspondería asumir el Ministerio de Medio Ambiente, o a ambos ministerios conjuntamente. La formulación del Plan se visualiza como el más importante de los mecanismos para el uso y manejo ambiental de los recursos naturales. El enfoque del Plan sería de registrar y coordinar las diferentes acciones y planes que ejecutan las instituciones públicas y privadas, para la debida coordinación.

Estas competencias sobre el Plan de Uso, Zonificación de Suelos se deberán asignar debidamente para no interferir las funciones y actividades que desarrollan en esta área: el Ministerio de Agricultura y Ganadería, a través de su Dirección de Recursos Naturales Renovables (DINARÉN) y el Instituto Ecuatoriano Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre (INEFÁN); así como de las municipalidades, conforme la reforma Constitucional y la Ley de Régimen Municipal. Existen otras instituciones relacionadas con la cuestión del uso de suelos como la Dirección Nacional de Avalúos y Catastros (DINAC), adscrita al Ministerio de Finanzas y Crédito Publico, el Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología (INAMHI).

IV. Regulación de estándares ambientalesTC \l3 "Regulación de estándares ambientales
Las potestades de normativa y regulación del Ministerio de Medio Ambiente, a través de su participación en el Comité Interinstitucional de Protección Ambiental (CIPA), le permiten reglar los estándares ambientales. En la actualidad, el CIPA ha expedido los estándares de varios recursos naturales renovables como el agua, aire, suelos, etc.

La expedición y mejoramiento de estándares adicionales permitirá a las instituciones públicas y privadas tener lineamientos claros para usar y manejar los recursos naturales renovables, así como imponer los correctivos y sanciones correspondientes, que aplica la Administración Pública. Así, se deberán reforzar las funciones de los Ministerios de Agricultura y Salud en el manejo y control de los plaguicidas y manejo de productos desechos químicos peligrosos, conforme a la normativa que le corresponde dictar al Ministerio del Medio Ambiente a través del CIPA.

En otro apartado de este informe se desarrolla el tema de la instrumentación regulatoria a cargo del CIPA.

IV. Estudios de impacto ambientalTC \l3 "Estudios de impacto ambiental
Un refuerzo de las funciones establecidas en la Ley de Prevención y Control de la Contaminación, determinaría: 1. posibilidad de expedir reglas y parámetros para la formulación y aprobación de estudios de impacto ambiental y 2. el requerimiento de incluir el Plan de Manejo en los contratos de ejecución de las diferentes obras de infraestructura.

La obligatoriedad de los estudios de impacto ambiental para determinadas obras, se encuentra establecida a la fecha por requerimientos de la Secretaría General de Planificación (SEGEPLÁN) para la aprobación de los proyectos respectivos.

La Contraloría General del Estado controla el cumplimiento de las cláusulas de los contratos de obra pública. Otra leyes, como la Ley de Régimen del Sector Eléctrico, la Ley de Minería y la Ley de Hidrocarburos, por ejemplo, declaran la obligatoriedad de estos estudios en la ejecución de las obras respectivas, cuyo control corresponde también a la Contraloría General del Estado.

IV. Participación ciudadanaTC \l3 "Participación ciudadana
En este documento se hace referencia a la participación ciudadana para la recepción de insumos en: formulación de políticas y planificación. Por otra parte, en el control y seguimiento de la aplicación de las normas ambientales, el Ministerio de Medio Ambiente tiene competencia para seguir estrechamente las actividades de uso y manejo de recursos naturales renovables de sus entidades adscritas. Se cuenta especialmente con la participación de las ONGs y la ciudadanía a todos los niveles de la formulación de políticas, planificación, regulación y control, así como sanción.

Con estas finalidades, para el cumplimiento de lo determinado en el proyecto de Ley de Medio Ambiente sobre legitimidad procesal, cabría apoyar la creación y el fortalecimiento de la participación ciudadana y de las organizaciones no gubernamentales (ONGs) y la población en general, que se dediquen a perseguir judicialmente infracciones ambientales de personas o instituciones tanto públicas como privadas.

Por otra parte, para las acciones de ejecución y operación que corresponden al Ministerio de Medio Ambiente, se deberá contar con las comunidades locales, poblaciones y ONGs para su mejor desempeño.

IV. La educación ambientalTC \l3 "La educación ambiental
Por la importancia que tiene la participación ciudadana en el desarrollo sustentable, una de las actividades públicas más importantes es la educación ambiental, principalmente a cargo del Ministerio de Educación, pero también de los demás ministerios y entidades públicas dentro de los ámbitos que les corresponde actuar.

En el marco del programa BID-CONADE de apoyo institucional a la planificación ambiental, se ha desarrollado el documento educativo: "Manual de aplicación de Normas sobre los principales problemas del Desarrollo Sustentable del Ecuador"
. El documento está concebido para el uso de funcionarios públicos del nivel operativo y de control, así como usuarios de recursos naturales y actividades productivas. Las actividades de capacitación de instructores en el uso y aplicación de este Manual se podrían coordinar con la Secretaría Nacional de Desarrollo Administrativo (SENDA), a través de un componente del programa BID-CONADE.

El Ministerio del Medio Ambiente podrá prestar sus ejecutorias para colaborar en la formación adecuada de los funcionarios públicos y de los usuarios del sector privado en el cumplimiento de la normativa ambiental, en coordinación con la Secretaría Nacional de Desarrollo Administrativo (SENDA) y la Contraloría General del Estado.

IV. La información pública y la participación popular

TC \l3 "La información pública y la participación popular
El tema de la participación ciudadana en las acciones públicas de desarrollo sustentable se manifiesta en: 1. acceder a la información y, 2. participar en las decisiones públicas; especialmente relacionada con actividades que puedan afectarle.

Esta garantía ciudadana está suficientemente bien fundamentado en el derecho internacional ambiental y en el derecho público de muchos países. En el Ecuador, la reforma constitucional consagró en forma limitada el derecho a la información sobre asuntos que conciernan al solicitante exclusivamente. Se trata del llamado "hábeas data" constante, en forma limitada, en la reforma constitucional de 1996
, también contenida en la "Ley de Modernización del Estado, Privatizaciones y Prestación de Servicios Públicos por parte de la Iniciativa Privada"
. El "Estatuto del Régimen Administrativo de la Función Ejecutiva" regula el "procedimiento impugnatorio en sede administrativa" de las actuaciones de la Administración Pública y la legitimación para intervenir en dichos procedimientos, particularmente en caso de "vulneración de  un interés comunitario, en especial, la protección del medio ambiente"
. Asimismo, el "Estatuto" determina el derecho de los particulares de "[c]onocer, en cualquier momento, el estado del trámite de los procedimientos en que tengan la condición de interesados y obtener copias de documentos contenidos en ellos", así como "[t]ener acceso a los archivos de la Administración en la forma prevista en la Ley y en las normas de la propia Administración"
.

IV. La información y consulta en el derecho internacionalTC \l3 "La información y consulta en el derecho internacional
El derecho de solicitar y distribuir información está determinado en todos los textos de derechos humanos, incluyendo la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) y la Declaración Americana de los Derechos del Hombre. Específicamente en el campo ambiental, numerosos textos legales de diferentes naciones contienen el requerimiento de proveer la información necesaria. Según Tarasofsky la Unión Europea ha adoptado una serie de normas sobre la información a los particulares. La más general de estas regulaciones es la "Directiva sobre Libertad de Información al Acceso a la Información sobre el Medio Ambiente". Entre los convenios internacionales ratificados por el Ecuador, que se refieren expresamente al derecho a la información sobre el tema ambiental se pueden citar el Convenio sobre el Cambio Climático (Art. 6). Finalmente, en declaratorias de políticas internacionales, de las cuales el Ecuador es signatario, cabe citar el Principio de la Declaración de Río de 1992 y los principios 2(c) y (d) de los "Principios de Bosques", dentro del marco de la Conferencia de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo (CENUMAD)
.

IV. El Principio 10 de la Declaración de Río dice:

El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los ciudadanos interesados, en el nivel que corresponde. En el plano nacional, toda persona deberá tener acceso adecuado a la información sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades públicas, incluida la información sobre los materiales y las actividades que ofrecen peligro en sus comunidades, así como la oportunidad de participar en los procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar y fomentar la sensibilización y la participación del público poniendo la información a disposición de todos. Deberá proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos, estere éstos al resarcimiento de daños y los recursos pertinentes.

La Agenda 21, instrumento fundamental de la política de desarrollo sustentable del Ecuador, suscriptor de este Documento, enfatiza la participación pública. El preámbulo de la Sección III, sobre el fortalecimiento del rol de los principales grupos, considera la participación como "uno de los pre-requisitos fundamentales para alcanzar el desarrollo sustentable". Según Kiss y Shelton "[l]a sección III identifica los principales grupos cuya participación es necesaria: mujeres, jóvenes, indígenas y poblaciones locales, organizaciones no gubernamentales, autoridades locales, trabajadores, negocios e industrias, científicos y campesinos. Recomienda la participación pública en los procedimientos de evaluación de impacto ambiental y participación en las decisiones, especialmente aquellas que tengan la potencialidad de afectar las comunidades en las cuales los individuos y los grupos identificados viven y trabajan"
.

Se tratan conjuntamente el tema de la información y consulta porque ambos conceptos se relacionan entre sí. En este contexto se integra a la información y la participación el concepto de descentralización. Se considera esencial que participen en estos procesos los actores no gubernamentales a nivel local y regional.

Sobre la interconección de los conceptos de información y consulta, dice Tarasofsky, al comentar el texto propuesto en el proyecto de Convenio. que "no se prescribe un trámite preciso para la participación, porque esta variará. Por ejemplo, las audiencias públicas pueden ser apropiadas para cuestiones de interés general comunitario o nacional, mientras que en otras instancias la fijación de un período de notificación y comentario podría ser suficiente. Será necesario el fortalecimiento institucional en aquellos países donde la implementación de esta norma podrían causar ciertas dificultades administrativas y financieras"
.

El proyecto de Convenio Internacional sobre Medio Ambiente y Desarrollo que se viene de citar, contempla en su artículo 12 sobre "personas" el texto siguiente para la información y consulta:

3.
Todas las personas, sin que se les solicite probar un interés directo, tienen el derecho de buscar, recibir y diseminar información sobre actividades o medidas que afecten o que puedan afectar adversamente el medio ambiente y el derecho de participar en los procesos relevantes de toma de decisiones.

IV. El derecho a la información

TC \l3 "El derecho a la información
Jurídicamente, este derecho de las personas a la información se efectiva a través del Derecho Administrativo. La mayor parte de los estatutos administrativos modernos contienen el procedimiento por el cual los ciudadanos pueden solicitar y acceder a la información relevante de la Administración Pública.

Martín Mateo se remonta a la Declaración de Derechos de Virginia de 1776 en Estados Unidos y a la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano en Francia. Pero se sustantiva esta garantía en Suecia y los países escandinavos a partir de 1791
. Mas, el texto legal que sirve de sustento a las elaboraciones modernas es la Ley de Libertad de Información (Freedom of Information Act) de los Estados Unidos.

Sin entrar en un análisis histórico, baste para los efectos del presente informe coincidir con Martín Mateo en que las características jurídicas fundamentales de este derecho son: 1. No se necesita probar "un interés determinado": 2. la materia de la información se refiere a las "actividades que afecten o puedan afectar" el medio ambiente. Estas "actividades" incluyen "las medidas administrativas y los programas de gestión"
.

IV. La participación popularTC \l3 "La participación popular
A diferencia del derecho a la información, la participación ciudadana se encuentra menos elaborada en la legislación comparada. La doctrina administrativa, por otra parte, ha avanzado suficientemente sobre las condiciones y efectos jurídicos de esta participación.

La participación popular se menciona en la Declaración de Estocolmo de 1972. Sus principios 4 y 19 evocan los medios del público para ejercer con pleno conocimiento de causa su responsabilidad frente al medio ambiente
. Se puede establecer como antecedente próximo de este derecho al Estatuto Mundial de la Naturaleza, de 1982, cuyo Principio 23 definió el contenido de la participación individual:

Todas las personas, de acuerdo con su legislación nacional, tendrán la oportunidad de participar, individualmente o con otras, en la formulación de decisiones que tengan implicación directa en el medio ambiente y tendrán acceso a los medios de corrección cuando su medio ambiente haya sufrido daño o degradación.

La Declaración de Río de 1992, citada líneas arriba, enfatiza la participación de diferentes componentes de la población como las mujeres (Principio 20), los jóvenes (Principio 21), las poblaciones indígenas y sus comunidades (Principio 22).

En las relaciones bilaterales internacionales, el principio de la participación se determina con un procedimiento específico. Kiss y Shelton citan un importante ejemplo reciente, que es el Acuerdo Canadá-Estados Unidos de 1991 sobre Calidad del Aire, celebrado en Ottawa. Este Acuerdo establece una Comisión Conjunta y dispone el siguiente procedimiento: 1. invitación al público para hacer comentarios sobre informes a través de audiencias públicas; 2. presentación a las Partes de una síntesis de las observaciones; y, 3. publicación de la síntesis para conocimiento de los ciudadanos
.

En derecho ambiental, la participación de los ciudadanos y de las comunidades locales e indígenas está definitivamente integrada en la normativa sobre Estudios de Impacto Ambiental. El Convenio sobre la Diversidad Biológica, con fuerza legal en el Ecuador, dispone como obligación de las Partes (Art. 14):

Establecerá procedimientos apropiados por los que se exija la evaluación del impacto ambiental de sus proyectos propuestos que puedan tener efectos adversos importantes para la diversidad biológica con miras a evitar o reducir al mínimo esos efectos y, cuando proceda, permitirá la participación del público en esos procedimientos;

Más allá de las declaratorias, se requiere acudir al Derecho Público para la determinación de las opciones jurídicas en los mecanismos de consulta. Estos mecanismos son parte integrante del procedimiento administrativo clásico. Originalmente se desarrollan las consultas al interior de la Administración Pública entre diversas dependencias o entidades, incluyendo los organismos de control. Últimamente, se extienden estos procedimientos a la participación y la consulta ciudadana.

El derecho de los particulares a estar informados de los antecedentes y razonamientos de la autoridad en la toma de sus decisiones se manifiesta principalmente en el llamado principio de la "motivación". Este principio se encuentra prescrito en la Ley de Modernización, que dispone:

Art. 31.- Motivación.- Todos los actos emanados de los órganos del Estado, deberán ser motivados. La motivación debe indicar los presupuestos de hecho y las razones jurídicas que han determinado la decisión del órgano, en relación con los resultados del procedimiento previo. ...

La consulta se sustenta en la base doctrinal del llamado "procedimiento contradictorio". Según Picard el procedimiento contradictorio "está destinada a informar a una persona que la Administración Pública se prepara a tomar una decisión susceptible de perjudicar a sus propios intereses y ponerla en estado de defenderse o de hacer conocer su posición propia"
.

El procedimiento consultivo mismo tiene por objeto hacer conocer a la Administración Pública el punto de vista de terceros. Según Picard se distinguen tradicionalmente tres clases de consulta: facultativa, obligatoria y obligatoria con opinión favorable.

El principio general es que una consulta jamás puede ser obligatoria sin un texto que la prescriba, lo que no obsta al órgano público a proceder a tomar la iniciativa en forma voluntaria. En este caso, la autoridad no se puede considerar obligada por los criterios recibidos. Para la obligatoriedad de obtener la consulta basta una norma reglamentaria, pero obviamente puede haber sido fijada también en una ley o en la misma Constitución.

En general, para temas ambientales la participación popular deberá estar precedida de información suficiente, que permita a las partes interesadas tener un conocimiento más extenso que la simple presentación verbal. En vista de la posible manifestación de criterios discrepantes e incluso contradictorios entre sí durante las audiencias públicas, no podría ser obligatoria la introducción de todos los criterios que se expresen. De modo que el cumplimiento del requisito de la participación popular se manifiesta a nivel legal con la existencia de la "motivación" previa a la expedición del acto administrativo aprobatorio. En esta motivación se deberán mencionar los criterios expresados por los particulares durante la audiencia correspondiente. La autoridad examinará los criterios expuestos y deberá explicar las razones para descartarlos o adoptarlos total o parcialmente. Asimismo, deberá adjuntar al expediente los documentos pertinentes presentados por los particulares durante y con anterioridad a la audiencia.

Texto legal sobre información pública y participaciónTC \l3 "Texto legal sobre información pública y participación propuesto para la sección correspondiente del proyecto de Ley de Medio Ambiente

Art. ... .-
Para el conocimiento del impacto ambiental y los aspectos de desarrollo humano de los planes y obras públicas, los particulares podrán solicitar la información que juzguen oportuna de las autoridades. Estas deberán suministrarla en un plazo razonable, que no excederá de quince días.

Art. ... .-
No se requiere probar interés directo para requerir y obtener la documentación existente sobre planes, proyectos de desarrollo, incluyendo ejecución de obras. Pero el interesado cancelará los valores de las copias correspondientes.

Art. ... .-
La calificación de información reservada y aquella relativa a confidencialidad comercial e industrial, de existir, deberá haberse declarado con anterioridad a cualquier solicitud de información.

La calificación de la información como reservada y la confidencialidad comercial e industrial estará sujeta a la previa reglamentación del órgano.

Art. ... .-
Los particulares podrán acudir al tribunal distrital de lo administrativo para impugnar el acto administrativo de negativa de entregar la información requerida o el silencio administrativo. El juez ordenará la entrega de la información requerida e impondrá la sanción que corresponda según la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa por la morosidad del funcionario responsable.

Art. ... .-
En los casos que determine la Ley y en los demás que consideren necesarios los órganos públicos, se celebrarán audiencias públicas para exponer el contenido de planes, programas, contratos y obras públicas.

Art. ... .-
Según la cuantía de las obras, planes, programas, contratos u obras, la convocatoria se efectuará en un diario de circulación nacional y uno de circulación local, o solo en este último, además del Registro Oficial. También se harán anuncios en por lo menos una radio que tenga cobertura en el área involucrada. Asimismo, se harán anuncios por carteles conforme el trámite determinado en el Código de Procedimiento Civil. La anticipación será de por lo menos quince días. En la convocatoria contendrá la dirección de la oficina local donde se puedan retirar la documentación correspondiente, previo el pago de las copias.

Art. ... .-
La notificación en un diario nacional y otro local, por radio y por carteles, además del Registro Oficial, se efectuará para las obras cuyo monto exceda la base para la licitación y que tengan la categoría IV de la clasificación de la Secretaría General de Planificación -SEGEPLÁN. Para las obras de cuantías que excedan la base del concurso público de ofertas con la categoría IV de la Secretaría General de Planificación -SEGEPLÁN- bastará la notificación en un diario y radio de cobertura local.

A criterio del órgano ejecutor o por petición del Ministerio de Medio Ambiente, se podrán también convocar audiencias públicas para obras de cuantías que excedan la base del concurso público con la categoría III de la Secretaría General de Planificación -SEGEPLÁN.

Art. ... .-
Se convocarán audiencias públicas regionales para la consulta de proyectos de planes, inversiones y programas de desarrollo sustentable que propongan las diferentes instituciones públicas locales al Gobierno Central para efectos de la formulación presupuestaria anual. Las reuniones serán presididas por el delegado del Ministerio de Medio Ambiente, con un delegado de la Secretaría General de Planificación como secretario.

V. COMPONENTE ADMINISTRATIVO E INSTITUCIONAL DE LA LEGISLACIÓN SOBRE DESARROLLO SUSTENTABLETC \l1 "COMPONENTE ADMINISTRATIVO E INSTITUCIONAL DE LA LEGISLACIÓN SOBRE DESARROLLO SUSTENTABLE
El proyecto de Ley de Medio Ambiente que se discute en el Congreso Nacional deberá modificarse, en función de la creación del Ministerio del Medio Ambiente, que sustituye el arreglo institucional diseñado en el indicado proyecto. Con ciertas adaptaciones también, se deberán conservar las provisiones sobre auditoría ambiental, estudios de impacto ambiental y legitimación procesal contenidos en el Proyecto de Ley de Medio Ambiente.

No obstante, es fundamental anotar que el Congreso no se puede pronunciar sobre la estructura y competencias del Ministerio del Medio Ambiente, por ser este del ámbito privativo del Ejecutivo, conforme la Constitución:

Art. 111.- El número y denominación de los ministerios serán determinado por el Presidente de la República, en relación con las necesidades del Estado.

Las principales críticas de los legisladores sobre el proyecto de Ley de Medio Ambiente, discutido en primer debate conforme el trámite constitucional, se refieren a su enfoque excesivamente centralista y burocrático. Otro campo de discusión durante los debates se centra en el extenso detalle en áreas cuya determinación corresponde al Ejecutivo, que deberá ser materia de reglamentación. Finalmente, la ley "manda, permite o prohibe", por lo que no correspondería a un cuerpo legal entrar en el campo de las declaratorias.

En tal contexto, el presente informe considera un análisis de las observaciones de los diputados a la Ley del Medio Ambiente desde el punto de vista de la ejecución de su cumplimiento, así como la estructura institucional y las competencias correspondientes. Otros aspectos igualmente importantes son tratados por otra consultoría en el "Proyecto BID-CONADE de Apoyo Institucional a la Planificación Ambiental".

Para la revisión del proyecto de Ley de Medio Ambiente se requiere también introducir las modificaciones que correspondan de la reforma constitucional publicada en 1996, en lo referente al tema ambiental.

El artículo más extenso de la Sección sobre medio ambiente en la Carta Suprema se contrae a declarar de "interés público" algunos temas ambientales y dispone que sean regulados conforme a la ley. Estos temas son: preservación del medio ambiente, conservación de los ecosistemas, la biodiversidad, integridad del patrimonio genético, prevención de la contaminación ambiental, explotación sustentable de los recursos naturales, requisitos para cumplir actividades publicas y privadas, establecimiento de un sistema de áreas naturales protegidas  y control del turismo receptivo y ecológico (Art. 44, a), b) y c).

Existe redundancia conceptual en la definición de los cuatro primeros ítems. Ellos se refieren a la misma materia, contemplada desde diferentes puntos de vista: medio ambiente, ecosistemas, biodiversidad y patrimonio genético.

Otro artículo declarativo, determina la tipificación de infracciones y la regulación de procedimientos para establecer responsabilidades administrativas, civiles y penales, de personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, en cuestiones ambientales (Art. 46). Pero debe hacerse notar que las responsabilidades administrativas solamente pueden atribuirse a funcionarios públicos y jamás a los particulares.

Asimismo, la Constitución extiende la responsabilidad estatal a los daños ambientales, en los términos del Art. 23 de la misma Constitución. Pero el alcance de esta responsabilidad ambiental estatal se restringe al limitarla al contexto del Art. 23, porque este regula los perjuicios irrogados exclusivamente a los particulares. Pero, bajo este criterio no cabría la responsabilidad estatal sobre daños ambientales realizados sobre tierras silvestres, áreas naturales, áreas forestales y recursos naturales pertenecientes al dominio público del Estado.

Desde el punto de vista del derecho ambiental el tema jurídico de mayor trascendencia en esta Sección es la legitimación procesal en cuestiones de medio ambiente.

Sin embargo, las normas constitucional más radicales en el tema ambiental no se encuentran precisamente en la sección VI "Del Medio Ambiente" del Título I "De los Derechos, Deberes y Garantías". En esta Sección sobre el Medio Ambiente se establecen importantes provisiones declarativas, prohibitivas y dispositivas.

Dentro del marco descrito se toman en consideración los temas siguientes del proyecto de Ley de Medio Ambiente, que se desarrollan más adelante:

V. Ejecución de provisiones determinadas de la Ley de Medio Ambiente;

V. La "reglamentación legal" de nuevas competencias constitucionales de las municipalidades;

V. Uso de suelos en relación con las provisiones de la reforma de la Constitución, la Ley Forestal, de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre, la Ley de Desarrollo Agrario y la Ley de Fomento y Desarrollo Agropecuario;

V. Diseño administrativo de funcionamiento y aplicación de Estudios de Impacto Ambiental (EIAs).

V. Ejecución de provisiones determinadas de la Ley de Medio Ambiente

TC \l2 "Ejecución de provisiones determinadas de la Ley de Medio Ambiente
Las competencias ambientales que atribuyen las reformas constitucionales a las municipalidades implican una transformación radical de la institucionalidad ambiental en el Ecuador. La innovación se orienta básicamente en la descentralización, que implica la competencia municipal de determinar en forma "exclusiva" sobre "uso de espacios", así como expedición de normas sobre "control, preservación y defensa del medio ambiente" y delimitación de "áreas de conservación y reserva ecológica".

Por su novedad, que se conozca, no se han expedido hasta la fecha ordenanzas que regulen estos temas. Por otra parte, conforme la doctrina constitucional, las disposiciones establecidas en la Carta Suprema deben "reglamentarse" por ley. En el informe anterior de la presente consultoría, denominado "Gestión Pública Ambiental", se intenta una interpretación del alcance de los nuevas directivas de la Constitución sobre competencias ambientales municipales.

Las interpretaciones se refieren básicamente al sentido de la expresión de "en forma exclusiva" que utiliza la Constitución sobre la competencia en "el uso de espacios". Sobre esta norma, existe la interrogante de si ella contradice la Ley de Desarrollo Agrario, en la parte que asigna al Ministerio de Agricultura la formulación del Plan de uso, manejo y zonificación de suelos. Asimismo, las potestades municipales para delimitar "áreas de conservación y reserva ecológica" y uso de suelos, significa, como se ha especulado, la supresión de las competencias del INEFÁN en la declaratoria y manejo de áreas protegidas?

Las interpretaciones que se adelantan en el informe "Gestión Pública Ambiental", son suficientemente plausibles, a criterio de su autor. Mas, la Constitución establece que la única interpretación auténtica de sus disposiciones son aquellas formuladas por los legisladores. De ahí la importancia de incorporar en la Ley de Medio Ambiente un capítulo sobre este importante asunto.

El proyecto de Ley de Medio Ambiente que se discutió en primer debate en el Congreso no se refiere a las competencias municipalidades sino en una forma subordinada. Esto fue parte de las críticas de legisladores. No obstante, hay que reconocer que el proyecto fue remitido al Congreso Nacional con anterioridad a la reforma constitucional.

El proyecto, en lo relativo a las competencias municipales, propone bajo el denominado "Sistema Nacional de Gestión Ambiental":

Art. 7.- Establécese el Sistema Nacional de Gestión Ambiental como la estructura jurídica administrativa encargada de la coordinación, ejecución y control de las políticas de protección del medio ambiente y manejo sustentable de los recursos naturales, el mismo que está conformado por las instituciones de la administración pública central, institucional y seccional con jurisdicción sobre el medio ambiente, así como por las entidades de la sociedad civil. El Sistema se basa en la interacción ordenada de las instituciones existentes y en modo alguno demanda la creación de súper-estructuras administrativas.

Corresponde a los diferentes componentes del Sistema Nacional de Gestión Ambiental las siguientes responsabilidades:

...

c) A la Administración Pública Seccional Autónoma:

A los consejos provinciales, municipalidades y distritos metropolitanos les corresponde, cooperar con el Sistema Nacional de Gestión Ambiental y administrar los recursos naturales y proteger el medio ambiente dentro de sus respectivas jurisdicciones, para lo cual crearán y financiarán adecuadamente unidades de gestión ambiental las mismas que tendrán a su cargo el manejo de recursos naturales y la protección del medio ambiente.

En este respecto, como en muchos otros, el proyecto es puramente declarativo, en cuanto el texto citado no añade, quita o en general modifica el esquema institucional vigente. Por otra parte, se ha observado como inconstitucional o por lo menos como legalmente ambigua la declaración del mismo artículo, sobre las "responsabilidades" --debería decir "competencias"-- de la "Administración Pública Central", de "[p]lanificar el desarrollo nacional y seccional, ...". Si bien corresponde al CONADE formular los "planes de desarrollo" para ser aprobados por el Presidente de la República (Art. 114 de la Constitución), dice que es competencia municipal "[p]lanificar el desarrollo cantonal" (Art. 159). ¿Cómo compatibilizar ambas provisiones?

Asimismo, se ha considerado que la instancia de "descentralización" del proyecto de Ley de Medio Ambiente denominada "comités seccionales de gestión ambiental", descritos en el Art. 14, son estructuras paralelas a las municipalidades.

La cuestión misma del uso de suelos se desarrolla en el apartado siguiente de este informe, mientras que en esta sección cabe revisar el alcance de la norma constitucional y las opciones para el marco legal de su implementación.

El texto constitucional dispone:

Art. 159.- Corresponde, además, al Concejo Municipal:

...

Dictar las normas necesarias para el control, preservación y defensa del medio ambiente, delimitando las áreas de conservación y reserva ecológica

Se requiere establecer provisiones sobre las competencias del gobierno central y de las municipalidades respectivamente y el campo de la necesaria coordinación. Qué corresponde a la Administración Pública y qué corresponde a las municipalidades?

En derecho público, los antecedentes legales sobre las competencias entre el gobierno central y los gobiernos locales, se refieren principalmente a: 1. Gobierno y estados federales y municipalidades; y, 2. Gobierno central y municipalidades. También puede tomarse en consideración el esquema colombiano establecido por la Ley 99 de 1993, que distribuye competencias ambientales entre el Ministerio de Medio Ambiente, las municipalidades y las "corporaciones autónomas regionales".

V. Capítulo de "reglamentación legal" de nuevas competencias constitucionales de las municipalidadesTC \l2 "Capítulo de "reglamentación legal" de nuevas competencias constitucionales de las municipalidades
V. Competencias municipales en las constituciones y las leyes de medio ambienteTC \l3 "Competencias municipales en las constituciones y las leyes de medio ambiente
En el derecho comparado hay que distinguir los enfoques de países Latino Americanos con régimen federal –básicamente México, Brasil, Venezuela y Argentina. De hecho en cualquiera de ellos, los estados o provincias tienen mucho menos autonomía que lo que la doctrina constitucional atribuye al régimen federal.

La distribución de las competencias ambientales entre el Gobierno central, sus entidades y las llamadas entidades territoriales tiene énfasis diferente en los distintos países. Mas, la tendencia es la descentralización cada vez mayor de atribuciones ambientales a los regímenes administrativos locales y regionales. Así, no es una coincidencia que la Constitución más recientemente reformada, que es la ecuatoriana, sea la que mayores funciones ambientales contempla para las municipalidades.

Por otro lado, dentro de la estructura política administrativa colombiana las corporaciones regionales han incrementando sus competencias. La Ley 99, que crea el Ministerio del Medio Ambiente, asigna un destacado papel a las "corporaciones autónomas regionales" dentro del Sistema Nacional Ambiental". En Colombia, "[s]on entidades territoriales los departamentos, los distritos, los municipios y los territorios indígenas". Todas ellas "gozan de autonomía para la gestión de sus intereses". En este país, las "provincias se constituyen con municipios o territorios indígenas circunvecinos, pertenecientes a un mismo departamento"
. Perú cuenta con Regiones, Departamentos, Provincias y Distritos. "Las Regiones se constituyen por iniciativa y mandato de las poblaciones pertenecientes a uno o más departamentos colindantes
." En Chile, el territorio se divide en regiones y éstas en provincias. Para efectos de la administración local, las provincias se dividen en comunas
.

La distribución de competencias entre "la nación y las entidades territoriales" se atribuye a la "ley orgánica de ordenamiento territorial", en la Constitución colombiana
. Como principio general la Carta Suprema colombiana dispone que "[l]as competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales serán ejercidas conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los términos que establezca la ley". Se autoriza a los "departamentos" y municipalidades fronterizos la coordinación e integración con los la entidad territorial del país vecino en "la preservación del ambiente".

También dispone la Constitución colombiana respecto de los "departamentos" que "la ley podrá establecer ...diversas capacidades y competencias de gestión administrativa y fiscal distintas de las señaladas ... en la Constitución, en atención a la necesidad de mejorar la administración pública o la prestación de servicios públicos de acuerdo con ...(sus) circunstancias ... ecológicas."

Se atribuye específicamente a las municipalidades la potestad de "[d]ictar las normas necesarias para el control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural del municipio".

La planificación del desarrollo cantonal y uso de suelos ha sido tradicionalmente un papel asignado a las municipalidades, en los países sudamericanos. Las reformas constitucionales confirman esta potestad y con frecuencia la refuerzan, como en el caso del Ecuador. Se atribuye a las municipalidades colombianas "[r]eglamentar el uso del suelo"
, "[p]lanificar el desarrollo urbano y rural", etc.

En Argentina, Dromi distingue las competencias de índole general correspondientes a la Nación argentina, mientras que las provincias "conservan las competencias necesarias para complementar la legislación sustantiva nacional sin que se alteren las jurisdicciones locales." Según este autor, la Constitución argentina "[p]one límite a una disgregación excesiva en los criterios de protección, evitando que las provincias -en ejercicio de su autonomía- puedan dictar legislaciones ambientales muy distintas, y que aquello que es daño ambiental, con obligación de recomponer, en alguna de ellas, no lo sea en otras."

El texto de la Constitución argentina reformada dice, en lo pertinente:

Art. 41.-
...

Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales.

La Ley española "Reguladora de las Bases de Régimen Local" establece competencias de los municipios en materia de "[p]rotección del medio ambiente"
.

V. Principios generales para la regulación ambiental municipalTC \l3 "Principios generales para la regulación ambiental municipal
En general, la legislación de medio ambiente se ocupa más de la desconcentración del manejo ambiental. Se entiende la desconcentración como el establecimiento de oficinas regionales, dependientes del órgano ambiental central, con mayor o menor amplitud de delegación para la toma de decisiones y la aplicación de sanciones.

En Ecuador, la norma de creación del sistema institucional de aguas, atribuye a las corporaciones regionales de desarrollo competencias en el control de la calidad del agua, que estas no han llegado todavía a asumir.

Machado se pregunta si en Brasil tienen competencia los municipios para legislar sobre el tema ambiental. En todo caso, resulta claro que la Constitución Federal de 1988, dispone que "[e]s competencia común de la Unión, de los estados, del distrito federal y los municipios: VI- proteger el medio ambiente y combatir la polución en cualquiera de sus formas"
.

En el derecho ambiental es especialmente cierta la constatación de López Bustos, según el cual "se aprecia una contradicción entre las declaraciones de los textos legales y la realidad, marcada por la proliferación de vías de penetración del Estado en las competencias de los entes locales". Esto se ha conjugado por todas partes con la "escasa capacidad de gestión de los entes locales", consecuencia de la absorción de las rentas por parte del Gobierno central.

Sin embargo, lo que dice López Bustos sobre España, resulta aplicable también a los países latinoamericanos, cuando afirma que "[n]o obstante, a los Ayuntamientos les han estado siempre atribuidas ex lege funciones de cierto carácter ambiental consistentes en limpieza viaria, saneamiento del medio, determinación de la ubicación correcta de los cementerios, sometimiento a autorización de los talleres y fábricas que produzcan gases o emanaciones insalubres, así como los que viertan aguas o residuos que impurifiquen las corrientes de aguas, control de las condiciones sanitarias de los establecimientos, etc., funciones que hacen referencia directa al saneamiento e higiene y materias que forman parte de lo que hoy denominamos medio ambiente urbano
". Según Oliván son "títulos competenciales conexos": "ordenación del tráfico de vehículos, protección civil, protección y prevención de incendios, ordenación, gestión, ejecución y disciplina urbanística, defensa de usuarios y consumidores, suministro de agua, recogida y tratamiento de residuos, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales"
.

Por otra parte, Brañes hace notar adecuadamente que las funciones que tradicionalmente han ostentado los municipios están ligadas estrechamente con la protección del medio ambiente, como por ejemplo los servicios públicos de saneamiento, agua potable y alcantarillado. "Los procesos de descentralización de la gestión ambiental que se están llevando a cabo en algunos países  -afirma este autor- le están restituyendo a los municipios algunas facultades que de facto o de jure les habían sido restadas"
. 

Refiriéndose a la distribución de funciones ambientales entre los gobiernos de los estados y los municipios en México, Brañes dice:

Hasta ahora no todas las legislaturas locales han concluido con la tarea de expedir la leyes estatales del equilibrio ecológico y la protección al ambiente que son necesarias tanto para dividir las facultades sobre la materia entre los gobiernos de los estados y municipios, como para regular los asuntos que quedan reservados a la competencia de los gobiernos de los estados, ni han sido reglamentadas las leyes que se han expedido. Además, son pocos los ayuntamientos que han comenzado a expedir los ordenamientos que regularán los asuntos reservados a los municipios. A nivel local, sin embargo, existe un cierto retardo en la expedición de las normas jurídicas que regularán las materias que han quedado colocadas en la esfera de la competencia de los gobiernos de los estados y municipios
.

Brañes hace un recuento que las actividades que la legislación ambiental mexicana señala a las municipalidades y la distribución de competencias con las demás unidades territoriales. La enumeración puede servir de antecedente para una propuesta a incluirse en el proyecto de Ley de Medio Ambiente, que tome en consideración las particularidades de la estructura política-administrativa ecuatoriana.

Según el Art. 120 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección del Ambiente de México, dispone que "[p]ara evitar la contaminación del agua, quedan sujetos a regulación federal o local:

I.
Las descargas de origen industrial;

II. 
Las descargas de origen municipal y su mezcla incontrolada con otras descargas;

III.
Las descargas derivadas de actividades agropecuarias;

IV.
Las descargas de desechos, sustancias o residuos generados en las actividades de extracción de recursos no renovables;

V.
La aplicación de plaguicidas, fertilizantes y sustancias tóxicas;

VI.
Las infiltraciones que afecten los mantos acuíferos, y

VII.
El vertimiento de residuos sólidos en cuerpos y corrientes de agua.

Independientemente de que se atribuya o no a los municipios la potestad de expedir normativa ambiental, está dentro de la naturaleza de las funciones municipales la ejecución de tareas de inspección del cumplimiento de las normas de carácter ambiental. Esto puede ser una competencia municipal propia o puede ser el resultado de convenios con las instituciones públicas determinadas por la legislación.

Finalmente, hay que llamar la atención sobre la posibilidad generalizada de que los municipios pueden asociarse en forma de consorcios públicos para llevar a cabo sus finalidades. En el Ecuador, los municipios pueden asociarse entre sí y también con los consejos provinciales, conforme la Constitución
. Cabe la aplicación de esta figura principalmente para cuestiones que afectan los ámbitos territoriales de más de un municipio, como por ejemplo el caso de las aguas residuales. El manejo de áreas protegidas locales podría ser otro ejemplo de este tipo de administración consorciada.

Aunque en el Ecuador, la competencia del municipio es el cantón, incluyendo la zonas urbanas y rurales, con mayor frecuencia se enfatiza su participación en la problemática urbana. Por eso, refiriéndose a la normativa española, afirma López-Nieto que "el control del medio ambiente urbano es una función inalienable de las Corporaciones locales"
.

Según la normativa jurídica ambiental española, las llamadas "actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas" deben obligatoriamente considerarse en una ordenanza municipal en todos los municipios capital de provincia y en aquellos de más de 50.000 habitantes. Corresponde a esta Ordenanza clasificar tales actividades de forma sistemática, "tipificando al máximo las medidas correctoras aplicables en cada una de ellas, con indicación de aquellas actividades cuya ubicación deba ser forzosamente en zonas industriales y de las que se consideren compatibles con la vivienda". En esta ordenanza deben completarse las normas de instalación y las limitaciones sobre "potencia, superficie, ruidos admisibles y situación del local respecto de la vivienda". Finalmente, explica el autor citado, la Instrucción que dispone la obligatoriedad de la Ordenanza recomienda un esquema que contemple la clasificación, emplazamiento, distancia según las actividades, así como medidas correctoras. Obviamente se incluyen provisiones sobre procedimiento, comprobación, inspección y sanciones
.

En general, las principales competencias municipales son de servicios públicos y planeamiento urbano. La Ley de Régimen Municipal enfatiza la prestación de los servicios de agua potable y alcantarillado, así como caminos, calles, parques, plazas y demás espacios públicos. Otro servicio público tradicional de la municipalidad es la recolección y procesamiento de residuos y desechos sólidos. En el contexto del planeamiento del uso de espacios, también se atribuye a los municipios el "control de construcciones"
.

La Ley de Régimen Municipal detalla la aplicación de estas competencias en los Arts. 163, 164 y 195. Entre otros lineamientos dispone la coordinación que se tiene que establecer con la autoridad de salud en lo relativo a la "higiene y asistencia social".

Otros aspectos que atribuye la legislación ambiental mexicana a los municipios, referidos por Brañes son:

1. Extracción y procesamiento de minerales de construcción (rocas y canteras, arena de las playas). Sobre esto, en Ecuador se debe hacer referencia al Código de Policía Marítima.

2. Autorización de los municipios para exploración petrolera en tierras de su propiedad. En el Ecuador las tierras que no tienen otro dueño son del Estado, a través del Instituto de Desarrollo Agrario (INDA) y no se asignan tierras baldías a las municipalidades. No obstante estas pueden ser propietarias de tierras por adquisición y por expropiación, conforme a la ley.

3. Emisión de contaminantes a la atmósfera.

4. Contaminación de vehículos automotores.

5. Promoción de la vivienda. Una de las potestades municipales de expropiación, determinada en la Constitución, se orienta a "hacer efectivo el derecho a la vivienda y a la conservación del medio ambiente". Para el efecto, además de la expropiación las municipalidades pueden "reservar y controlar áreas para el desarrollo futuro"
. 

6. La relocalización industrial.

7. Turismo. Principalmente en los aspectos de regulación y promoción.

8. Regulación y control del ruido, vibraciones, energía térmica y lumínica, olores y contaminación visual.

9. Regulación y conservación del patrimonio cultural.

En el Distrito Metropolitano de la ciudad capital deberán tomarse en cuenta las disposiciones pertinentes de la Ley del Distrito Metropolitano de Quito
. En esta norma, además de las tradicionales funciones sobre "uso y adecuada ocupación del suelo", se dispone que el Distrito Metropolitano "[p]revendrá y controlará cualquier tipo de contaminación del ambiente"
.

V. Relaciones con otras instituciones públicasTC \l3 "Relaciones con otras instituciones públicas
Todas los temas ambientales descritos que están atribuidos actualmente o que podrían atribuirse a la competencia municipal, están ya cubiertos en uno o más aspectos por otra u otras instituciones públicas. Estas pueden ser dependencias del gobierno central, entidades descentralizadas por funciones, las corporaciones regionales de desarrollo y consejos provinciales. Para fundamentar mejor la distribución de funciones corresponde establecer las áreas comunes de actividad y las relaciones existentes.

Texto legal sobre normativa municipal de control, preservación y defensa del medio ambienteTC \l3 "Texto legal sobre normativa municipal de control, preservación y defensa del medio ambiente propuesta para la sección correspondiente del Proyecto de Ley de Medio Ambiente:

Art. ... .-
Las municipalidades dictarán normas de control, preservación y control del medio ambiente cantonal.

Para el efecto dictarán ordenanzas que complementen los estándares ambientales fijados por el Comité Interinstitucional de Control Ambiental (CIPA), establezcan estándares no determinados, regulen su cumplimiento y determinen las sanciones pertinentes.

Cuando el CIPA haya dispuesto un estándar o regulación ambiental, se estará a ellos, pero las municipalidades podrán dictar estándares especiales para circunstancias particulares, con la motivación debida.

Art. ... .-
Corresponde a las municipalidades, en la zona urbana, el control del cumplimiento de las leyes para la disposición y contaminación de efluentes y desechos. Se aplicarán las sanciones establecidas en dichas leyes, sin perjuicio de penar las infracciones a ordenanzas y planes municipales conforme la Ley de Régimen Municipal.

Art. ... .-
Las infracciones al Código de Salud, serán conocidas y sancionadas por los comisarios de salud. No obstante, en las poblaciones donde no existan estos funcionarios, corresponde a las municipalidades la aplicación de las normas respectivas. También podrán las municipalidades disponer por convenio con el Ministerio de Salud, el mejor cumplimiento de las provisiones del Código de Salud, incluyendo el juzgamiento y sanción.

Art. ... .-
El Ministerio de Medio Ambiente expedirá por Acuerdo el estatuto modelo sobre la normativa de control, preservación y defensa ambiental que implementarán las municipalidades. Estas podrán modificarlo por Ordenanza o sustituir su texto enteramente, acorde con los requerimientos locales.

Art. ... .-
El estatuto y las ordenanzas respectivas contendrán provisiones por lo menos sobre los aspectos siguientes:

1.
Reglas sobre desechos, efluentes y estándares ambientales de ruido, calidad del agua, tratamiento industrial, almacenamiento y zonificación de materias potencialmente contaminantes y peligrosas.

Complementación y aplicación del procedimiento de permisos establecido en la presente ley para actividades, acciones y materias clasificadas por el Comité Interinstitucional de Prevención Ambiental (CIPA). Las municipalidades podrán clasificar actividades, acciones y materias adicionales.

V. Normativa sobre el Uso de Espacios y la Reforma ConstitucionalTC \l2 "Normativa sobre el Uso de Espacios y la Reforma Constitucional
V. AntecedentesTC \l3 "Antecedentes
El Art. 159, c) de la Constitución asigna "al Concejo Municipal: Determinar en forma exclusiva el uso de los espacios; y el uso y ocupación de las áreas de asentamiento poblacionales y organizar su administración". Adicionalmente, la letra d) establece que deberán "[d]ictar las normas necesarias para el control, preservación y defensa del medio ambiente, delimitando las áreas de conservación y reserva ecológica". Sobre la primera parte de esta letra d), referida a las normas ambientales, se trata en otro apartado de este informe. Concierne al presente apartado revisar la potestad municipal sobre delimitación de áreas protegidas.

En primer término cabe precisar el tratamiento del tema por la norma constitucional. Se distingue en dos letras separadas la determinación del uso de espacios y la delimitación de áreas. La letra c) enfatiza la parte física de la planificación de suelos, mientras que la letra d), se orienta al aspecto ambiental de ese mismo planeamiento.

La finalidad específica de este capítulo es: deslindar las funciones de las diferentes administraciones públicas -para usar la nomenclatura española- en diferentes niveles, para el manejo del suelo. Esto se diferencia en planeamiento y control de usos, aprovechamiento y desarrollo de los espacios físicos.

Se requiere reglamentar la provisión constitucional a través de legislación que compatibilice las siguientes normas legales vigentes: 1. Ley de Régimen Municipal; 2. Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre; 3. Ley de Desarrollo Agrario; y, 4. Ley de Fomento y Desarrollo Agropecuario. La propuesta legislativa se debería integrar como un capítulo del proyecto de Ley de Medio Ambiente.

V. Competencias que la doctrina señala a los municipios y las demás entidades públicas en la ordenación territorialTC \l3 "Competencias que la doctrina señala a los municipios y las demás entidades públicas en la ordenación territorial
El proyecto de Convenio Internacional sobre Medio Ambiente y Desarrollo resume el estado de la cuestión sobre el tema de planificación física -como en los demás temas claves del desarrollo sustentable.

El Art. 36, Planificación física, del proyecto de Convenio Internacional dice:

1.
Las Partes establecerán e implementarán sistemas integrados de implementación física, incluyendo provisiones para planificación de infraestructura y urbana y rural, con vistas a integrar la conservación del ambiente, incluyendo la diversidad biológica, en el desarrollo social y económico.

2.
En tal planificación, las Partes tomarán en cuenta los sistemas naturales, en particular las cuencas de drenaje, las áreas costeras y sus aguas adyacentes, así como cualesquiera otras áreas que constituyan unidades ecológicas identificables.

3.
Las Partes tomarán en cuenta las características naturales y obstáculos ecológicos de áreas cuando sean asignadas para agricultura, pastoreo, forestación u otro uso.

Según comenta Tarasofsky, el establecimiento de sistemas de planificación física es un medio de integrar los objetivos ambientales y de desarrollo. "Se basa en la asunción de que el desarrollo sustentable requiere el mantenimiento de las funciones y las capacidades de carga de los sistemas naturales", conforme el Estatuto Mundial para la Naturaleza de 1982
. Este principio a su vez se remite al Artículo 13 del proyecto de Convenio, sobre la integración del ambiente y el desarrollo. Para el efecto propugna políticas de desarrollo sustentable "orientadas a la erradicación de la pobreza, el mejoramiento general de las condiciones generales económicas, sociales y culturales, la conservación de la diversidad biológica y el mantenimiento de los procesos ecológicos esenciales y los sistemas vitales".

Conforme el segundo parágrafo del artículo que se comenta, las divisiones administrativas no deberían obstar para que las unidades ecológicas sean planificadas unitariamente. Dos ejemplos de estas unidades son las cuencas hidrográficas y las zonas costeras, así como sus aguas adyacentes. En Francia, se prohíben las construcciones dentro de los cien metros de la línea de costa, afuera de las zonas urbanas. Tampoco se autoriza, con las excepciones del caso, la construcción de carreteras paralelas a menos de doscientos metros de la playa
. Todo esto, sin perjuicio de las antiguas zonificaciones existentes en el Código Civil, incluyendo la playa y la "zona continua", así como las servidumbres correspondientes
. "Con frecuencia, comenta Tarasofsky, la división administrativa entre el mar y la tierra hace difícil, si no imposible, el manejo unitario de tales áreas"
. 

En la normativa europea, la ordenación de territorio se define como: "la expresión espacial de la política económica, social, cultural y ecológica de toda la sociedad". Al decir de Oliván el documento del Consejo de Europa sobre este tema expresa que "los instrumentos de planificación territorial deben observar una política territorial caracterizada por las siguientes notas:

a)
Democrática y participativa.

b)
Coordinadora de las distintas políticas sectoriales.

c)
Funcional, de manera que respete los valores de las culturas regionales y comarcales.

d) 
Prospectiva, es decir que tome en consideración las tendencias actuales y el desarrollo a largo plazo de los procesos económicos, sociales, culturales, ecológicos y medioambientales.

Concluye Oliván sus observaciones sobre este punto citando la Carta Europea de Ordenación de Territorio, que dispone "un conjunto de objetivos precisos inspirados en los siguientes principios: desarrollo socioeconómico equilibrado de las regiones; la mejora de la calidad de vida; la gestión responsable de los recursos naturales y la protección del medio ambiente: y finalmente la utilización racional del territorio"
.

En el derecho comparado, una competencia común de las municipalidades es el planeamiento del uso de suelos. Pero varían los grados en que estas atribuciones se reparten con otras entidades públicas. Así, según la Ley Orgánica para Ordenamiento de Territorio, se distinguen: A. Los Planes Regionales de Ordenación de Territorio; B. Los planes nacionales de aprovechamiento de los recursos naturales y los demás planes sectoriales; C. Los planes de ordenación urbanística; D. Los planes de las áreas bajo Régimen de Administración Especial; y E. Los demás planes en la ordenación del territorio que demande el proceso de desarrollo integral del país
.

Según De Klemm "[e]l objeto del sistema de planificación, al menos como se concibió y desarrolló originalmente, fue de asegurar el desarrollo armonioso de las áreas urbanas y, más recientemente, de las rurales". Las más importantes consideraciones de este esquema eran las económicas, sociales y paisajísticas, antes que la conservación ambiental. En todo caso, la agricultura y forestación se excluyen del sistema. Pero, la tendencia ha evolucionado hacia la conservación ambiental
.

El planeamiento nacional y el local se relacionan en la conservación de áreas naturales o frágiles. Así, predomina la normativa nacional sobre esta materia, llegándose incluso a requerir el cambio de los planes municipales si no suministran una protección adecuada a áreas naturales de interés nacional, como es el caso en Francia e Italia
.

En general, el efecto de las restricciones sobre sitios determinados como playas, dunas, acantilados, estuarios, salitrales, pantanos, terrenos pendientes, etc., es la prohibición de actividades determinadas de desarrollo, sin el necesario permiso. Tales actividades de desarrollo pueden ser: subdivisión, urbanización, construcción de edificios y otras obras tales como carreteras y obras hidráulicas, forestación y reforestación, excavaciones y destrucción de cobertura vegetal. En la legislación portuguesa, se pueden conceder permisos en estas circunstancias, para acciones de reconocido interés público, cuando se haya demostrado que no existe otra alternativa económicamente aceptable. Estas áreas deberían delimitarse como tales en los planes de uso de suelo municipales, en coordinación con los municipios colindantes
.

Dos tipos de instrumentos que se aplican principalmente en el nuevo enfoque del planeamiento de suelos para la conservación ambiental. El primero es exclusivamente un enfoque de áreas. El segundo se vale del requerimiento de permisos para actividades de infraestructura que antes podían ejecutarse libremente
.

Como en el caso de España, la legislación sobre uso de suelos también se deberá pronunciar sobre planes de conservación y manejo de ciertos recursos naturales. De Klemm cita la Ley de Aguas, que reserva aguas para la preservación del ambiente natural. En cualquiera de estos casos se establecen limitaciones generales y especificas sobre las actividades humanas en el área involucrada. Se deben llevar a cabo estudios de impacto ambiental para ciertos de estos proyectos y actividades. La Ley de Conservación de Áreas Naturales, Vida Silvestre y Fauna española de 1989, también exige la preparación de planes para preservación de especies y ecosistemas, llamados Planes de Manejo de Recursos Naturales
.

La cuestión principal de este apartado es diseñar niveles prácticos de competencias para las instituciones públicas involucradas en la planificación del uso de suelos: municipalidades, Corporaciones Regionales de Desarrollo, Ministerio de Agricultura y Ministerio de Medio Ambiente.

En general, la legislación extranjera y la doctrina atribuyen indiscutiblemente la priorización financiera, económica y ambiental al gobierno central y la zonificación de usos y control de las edificaciones a la municipalidad.

También se establece en la legislación extranjera y la doctrina una diferenciación entre la planificación denominada como "un urbanismo supralocal", que se limitaría a "un diagnóstico del territorio, vocaciones de espacio, criterios para infraestructuras -debe entenderse públicas-, señalamiento de áreas a protegerse y mecanismos de coordinación de políticas sectoriales. Otro tipo de enfoque, identifica el ordenamiento de suelos con la planificación económica, que incluye determinar inversiones y obras de infraestructura
.

Para efectos de una propuesta en Ecuador que distribuya las funciones del gobierno central y las corporaciones regionales de desarrollo, interesa la organización española, con los márgenes que se reserva el Estado frente a sus administraciones autónomas. En este caso, más allá del planeamiento mismo, sea este económica o territorial, el reparto de competencias atiende a las inversiones y obras públicas mismas. Así, en ese país, el gobierno central se reserva constitucionalmente la construcción de obras de infraestructura nacional, como aeropuertos de interés general, carreteras interregionales y aprovechamiento de aguas y recursos costeros. Otros temas constitucionalmente atribuidos al Estado se relacionan con la legislación básica ambiental y el patrimonio cultural
. Por supuesto que algunos aspectos de la descentralización corresponden justamente al capítulo "Descentralización" de este informe. Además también existen otros aspectos de este tema tan importante que escapan de los términos del presente estudio.

El "Plan Nacional de Ordenación" en España, en el marco de la Ley de Suelos de 1992, contempla un aspecto territorial, sobre aspectos de competencia estatal; un elemento económico, de nivel nacional; y, una referencia ambiental, de la compatibilidad económica con el desarrollo humano, proveniente de "la utilización ordenada de la calidad de vida"
.

V. Análisis de la norma constitucional y legal ecuatoriana sobre ordenación territorialTC \l3 "Análisis de la norma constitucional y legal ecuatoriana sobre ordenación territorial
En el contexto de la doctrina y legislación extranjera revisada, la potestad constitucional de las municipalidades de "[d]eterminar en forma exclusiva el uso de los espacios"
, confirma la tradición de las competencias municipales. La cuestión de los "espacios" se relaciona directamente con la "zonificación", vale decir la extensión física donde las diferentes actividades de desarrollo pueden llevarse a cabo. Esto es una consecuencia de la función de "[p]lanificar el desarrollo cantonal", que señala la letra a) de este mismo artículo de la Carta Suprema
.

Por otra parte, delimitar "las áreas de conservación y reserva ecológica", es una categoría de zonificación, potestad municipal, que en la actualidad no entra en los planes locales. Este señalamiento resultaba indispensable en vista de que las categorías de conservación de la Ley Forestal son de índole nacional y no contemplan los espacios limitados que sí puede ubicar un plan municipal. Se citó a De Klemm, líneas arriba, en la enumeración de sitios específicos de conservación local como: dunas, pantanos, declives, quebradas, etc. Esta situación, obviamente, no se produce en el interior del área urbana sino en su periferia y en las áreas rurales. En las zonas de expansión urbana se experimenta una fuerte presión poblacional sobre hábitats frágiles. En el Ecuador, una de las principales causas de la destrucción del manglar y zonas estuarinas todavía es la urbanización.

Para los indicados efectos, la municipalidad también cuenta con la norma constitucional que dispone que "[p]ara hacer efectivo el derecho a la vivienda y a la conservación del medio ambiente, las municipalidades podrán expropiar, reservar y controlar áreas para el desarrollo futuro, de conformidad con la Ley" (Art. 65). Es decir, las municipalidades pueden expropiar tierras con finalidades de conservación.

También, en forma tradicional, ha correspondido a las municipalidades la autorización sobre edificaciones e infraestructuras, para que concuerden con los planes municipales. No obstante, a la fecha no se han aplicado estas competencias a las edificaciones rurales ni a la infraestructura pública, como carreteros, represas, etc.

Una norma que no se ha aplicada pero que está vigente desde hace muchos años es la constante en la Ley de Fomento y Desarrollo Agropecuario y su reglamento de aplicación. La disposición legal dice:

Art. 29.-
El Ministerio de Agricultura y Ganadería, a través de sus organismos especializados adoptará las medidas aconsejadas por las consideraciones ecológicas que garanticen la utilización racional del suelo y exigirá que las personas naturales o jurídicas que realicen actividades agrícolas, pecuarias, forestales u obras de infraestructura que afecten negativamente a los suelos, adopten las medidas de conservación y recuperación que, con los debidos fundamentos técnicos y científicos, determinen las autoridades competentes.

Art. 30.-
El Ministerio de Agricultura y Ganadería podrá ordenar la suspensión de las tareas y obras de que trata el artículo anterior, que ejecutaren personas naturales y jurídicas, si tales tareas pudieren determinar deterioro de los suelos o afectar los sistemas ecológicos.

El Ministerio de Agricultura y Ganadería reglamentará esta disposición.

Esta provisión nunca fue reglamentada por el Ministerio de Agricultura, ni puesta en efecto. A la fecha, la mayoría del articulado de esta Ley se encuentra derogado por la Ley de Desarrollo Agropecuario, pero esta disposición está todavía vigente.

La reforma a la Ley de Desarrollo Agrario añadió el siguiente artículo innumerado después del Art. 16:

Uso de suelos.- El Ministerio de Agricultura y Ganadería formulará un plan de uso, manejo y zonificación de suelos. El Estado estimulará la implementación de estos planes y velará por su cumplimiento.

Igualmente que muchas otras directivas de la Ley de Desarrollo Agrario, esta tampoco se ha llegado a implementar.

Finalmente, como se ha mencionado unas pocas veces en el presente informe, son zonificaciones nacionales las categorías de patrimonios forestal, de áreas naturales y de bosque y vegetación protectora establecidas en la Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre.

Para la debida compatibilización con las potestades atribuidas a las municipalidades, se debe acudir al desglose que efectúa el Reglamento, que debería poderse adaptar a las nuevas realidades jurídicas, para su incorporación en los proyectos de ley correspondientes.

En primer lugar, debe llamarse la atención sobre la propuesta del documento "Gestión Pública Ambiental" sobre traspasar estas competencias para la elaboración del Plan de uso manejo y zonificación de suelos del Ministerio de Agricultura y Ganadería al Ministerio de Medio Ambiente, por Decreto Ejecutivo de conformidad con lo que autoriza la Ley de Modernización, según lo citado en otra parte de este informe. A pesar de esta delegación, permanece la validez y necesidad de la delegación de formulación de componentes regionales de los planes a las corporaciones regionales de desarrollo. Como se verá a continuación, sin embargo, restan al Ministerio de Agricultura importantes funciones a llenar en el esquema que se diseña.

En efecto, los arts. 19 al 22 del Reglamento detallan el alcance y contenido de los planes. En primer lugar, se dispone la "previa consulta y participación de los sectores y organizaciones directamente involucrados".

En su relación con otros planes, dice el Reglamento que el Plan de Uso, Manejo y Zonificación de Suelos no deberá interferir con los planes municipales.

Sobre el contenido del Plan, se contemplan los siguientes elementos:

1. El rubro de antecedentes que, por tratarse de un documento aprobado por acto administrativo, constituye la indispensable "motivación" a que exige la Ley de Modernización. Aquí se debe incluir "[l]a descripción obtenida de la participación y consultas realizadas a nivel local y regional y los criterios considerados en su calificación". Esto último se refiere a las razones existentes para acoger total o parcialmente o descartar criterios ofrecidos durante la fase de consultas y participación (Art. 21, a) del Reglamento de la Ley de Desarrollo Agrario -RLDA).

2. Cuando el Plan contempla actividades públicas, corresponde su ejecución y supervigilancia a la institución competente. No obstante, es frecuente que dos o más actividades públicas -principalmente obras públicas- se superpongan espacialmente, como por ejemplo, sistemas de riego, carreteras y otras obras de infraestructura. En este caso, se deberá designar una entidad regional que lleve a cabo la necesaria coordinación. Esto deberá estar suficientemente financiado. Si es posible, en los respectivos proyectos se incluirán los valores respectivos de los costos administrativos de la coordinación, a prorrata, que podrían traspasarse a la entidad regional a través del convenio respectivo. También se dispone la necesaria coordinación con los municipios y consejos provinciales. Debe notarse que en todos estos ejemplos, como es en general el caso de los planes de ordenamiento, las actividades correspondientes representan un costo adicional que se debe cargar a las obras respectivas, lo que produce un encarecimiento. Por esta razón, estas intervenciones se reducen al mínimo indispensable para obtener las finalidades buscadas, cuando sea indispensable (Art. 21, b), RLDA)

3. Las zonificaciones sectoriales del Plan están determinadas por las actividades de los diferentes instituciones gubernamentales, incluyendo las obras ejecutadas por contratistas. Adicionalmente, se incluyen en estas zonificaciones las concesiones, autorizaciones y permisos que se conceden para actividades productivas particulares. Estas pueden ser: explotaciones mineras, turísticas, hidrocarburíferas, industriales, etc. Conforme a las provisiones de la Ley de Fomento y Desarrollo Agropecuario, aquí entrarían las grandes obras de infraestructura para agricultura, es decir obras para regadío, forestación, infraestructura. Pero recuérdese que estas autorizaciones solamente podrían exigirse para infraestructura de una dimensión suficiente como para influir en la ecología de la región y no para cualquier obra particular (Art. 21, c), RLDA).

Como se discute en otro apartado del presente capítulo, los Estudios de Impacto Ambiental suministran importante información sobre los aspectos locales y regionales del área donde se desarrollan. Por otra parte, su componente denominado "plan de manejo" contiene la referencia sobre la normativa jurídica aplicable y los elementos institucionales públicos y privados. Esta información resulta adecuada para su inclusión en los Planes, en el contexto que les corresponde (Art. 21, d), RLDA).

Importantes competencias para el contenido y disposición de los planes corresponden al Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG). El Reglamento incluye en el contenido del Plan la referencia a "[l]a vocación de los suelos de conformidad con los estudios realizados por la división de Recursos Naturales Renovables del Ministro de Agricultura y Ganadería" y "[l]as regulaciones existentes sobre uso racional del suelo en las diferentes zonas" (Art. 21, e) y f), RLDA)

Estos planes deberán contener los insumos de la planificación regional que corresponde a las corporaciones regionales de desarrollo y otras entidades públicas, incluyendo los consejos provinciales. En estos planes a nivel regional resulta más fácil identificar "los problemas ecológicos relacionados con la disponibilidad de aguas, inundaciones, ..." (colaboración con el Consejo Nacional de Recursos Hídricos -CNRH), "procesos de erosión" (Dirección Nacional de Recursos Naturales del Ministerio de Agricultura y Ganadería -DINARÉN) y otras consideraciones de consideración ambiental (en consulta con otras instituciones públicas y privadas que actúan en el área).

Finalmente, el informe "Gestión Pública Ambiental" dice al respecto:

La planificación del desarrollo cantonal significa extender al territorio del cantón, es decir al entero ámbito de la municipalidad, los planes que ahora se limitan a las áreas urbanas. El desarrollo se refiere al desarrollo físico, es decir la construcción de infraestructura, para lo cual los planes respectivos determinan las zonificaciones según el tipo de desarrollo poblacional y el uso y ocupación de los suelos: industrial, poblacional, agrícola, intersticial, etc. ... El expreso mandato constitucional que atribuye la determinación del uso de los espacios "en forma exclusiva" a las municipalidades, excluye la posibilidad de que una ley faculte a otra entidad o dependencia pública el ejercicio de esta potestad. Esto no se contradice sino que se complementa con la atribución de la Ley de Desarrollo Agrario y su Reglamento General al Ministerio de Agricultura y a las corporaciones regionales de desarrollo para formular un plan de uso, manejo y zonificación. En efecto, como se ha visto, este plan no contempla "determinar ... el uso de espacios" sino coordinar la información que permita el mejor uso de los recursos públicos y la apropiada justificación de los permisos, autorizaciones, concesiones, etc. que la ley atribuya a las diferentes entidades y dependencias públicas.

V. Delimitación de áreas de conservación y reserva ecológicaTC \l3 "Delimitación de áreas de conservación y reserva ecológica
La norma constitucional que se comenta en el presente apartado, también dispone que la municipalidad delimite "las áreas de conservación y reserva ecológica". El término "delimitación" que usa el texto constitucional resulta un equivalente local de la "declaratoria" de áreas que corresponde al Instituto Ecuatoriano Forestal y de Conservación de Áreas Naturales (INEFÁN) en el ámbito nacional. Se entiende que la delimitación deberá comprender también la administración. No se hace referencia a la propiedad de la tierra, pero en virtud de las competencias municipales sería posible la expropiación de tierras públicas y privadas para este efecto. Nada obsta para que se establezca en las ordenanzas respectivas la posibilidad de la "delimitación" de áreas de conservación y reserva ecológica en tierras privadas, con diferentes sistemas de administración, siempre y cuando sus propietarios consientan en ello.

Las categorías de áreas protegidas estarían sujetas también a lo que determinen las ordenanzas correspondientes. Es lógico que tales categorías deberían inscribirse dentro de los estándares internacionales de áreas protegidas. En este caso, existen ciertas denominaciones que por su naturaleza son más apropiadas para ser declaradas y mantenidas por instituciones nacionales como las categorías I y II de la UICN, que son "Reserva científica/Reserva Natural Estricta" y "Parque Nacional". Por otra parte, existen otras categorías, como "Reserva de Conservación de la Naturaleza/Reserva Natural Manejada/Santuario de Vida Silvestre" (categoría IV) y "Paisaje Protegido" (Categoría V), que por sus características "puede que quede en manos de las administraciones locales"
.

V. Reordenamiento de la normativa legal vigente sobre uso de suelos. Niveles de competencia de las administraciones pública, incluyendo la administración municipalTC \l3 "Reordenamiento de la normativa legal vigente sobre uso de suelos. Niveles de competencia de las administraciones pública, incluyendo la administración municipal
La normativa vigente podrá modificarse en el sentido descrito, atribuyendo competencias para la formulación del Plan de Uso, Manejo y Zonificación al Ministerio de Medio Ambiente. En el capítulo correspondiente, cabe establecer los niveles de ejecución de los planes de uso de suelo y de espacios a las diferentes instituciones, acorde con lo estudiado.

Modificación a las competencias determinadas en las reformas a la Ley de Desarrollo Agrario:

Art. ... .- 
En el Art. innumerado que se añade después del Art. 16, donde dice: "Ministerio de Agricultura y Ganadería" dirá: "Ministerio de Medio Ambiente".

En el proyecto de Ley de Medio Ambiente, en el Cap. IV "Ordenamiento Territorial" se propone la introducción del siguiente texto:

Art. ... .-
El Ministerio de Medio Ambiente formulará el Plan de Uso, Manejo y Zonificación de Suelos y aprobará las propuestas de las corporaciones regionales de desarrollo sobre planes regionales, que se consideran incluidos y que deberán guardar la necesaria coherencia y armonía entre ellos y con el Plan general.

Art. ....-
La finalidad principal del Plan será establecer la necesaria información y coordinación en las inversiones públicas y ejecución de obras públicas, así como el otorgamiento de concesiones, autorizaciones y permisos, que corresponden a las diferentes instituciones públicas, especialmente los relacionados con el aprovechamiento de recursos naturales.

Art.-
....-
El Plan de Uso, Manejo y Zonificación contendrá, además:

La referencia a consultas y participación pública, así como la revisión de los Estudios de Impacto Ambiental de obras en la zona específica. Se describirán los criterios empleados en la calificación de las observaciones realizadas durante la fase de consulta. Esto que constituirá parte de la necesaria motivación, al momento de expedir el correspondiente acto administrativo.

La designación de las autoridades coordinadoras a nivel regional, en los casos de confluencia de inversiones y obras de diferentes entidades públicas en un área determinada. Cuando fuere pertinente el Plan contendrá las zonificaciones necesarias.

La identificación de los problemas ecológicos relacionados con los recursos naturales existentes y la caracterización regional, tomando como unidad la cuenca hidrográfica, cuando fuere procedente.

La relación con los planes de uso de espacio de las municipalidades respectivas, en las áreas periféricas de las poblaciones y en las áreas rurales, así como de la delimitación de las áreas de conservación y reserva ecológica municipales.

Art. ...
Los planes de manejo del Plan de Uso, Manejo y Zonificación de Suelos son exigibles por la población a las autoridades correspondientes por vía judicial administrativa, en ejercicio de la legitimidad procesal que establece la Constitución.

Art. ... .-
A base de las formulaciones y consultas del Ministerio de Medio Ambiente, la Secretaría General de Planificación (SEGEPLÁN) incluirá en los planes correspondientes la clase de unidades ecológicas que deberán considerarse en los planes municipales y donde las actividades de desarrollo deban someterse a los permisos que establezcan las Ordenanzas.

El Ministerio de Medio Ambiente señalará por acuerdo los aspectos que deberán considerar las Ordenanzas en el manejo y autorizaciones para actividades de estas unidades.

La población podrá hacer ejercicio de la legitimidad procesal establecida en la Constitución y en la presente ley para exigir el adecuado cumplimiento de esta disposición.

Art. ... .-
El Ministerio de Medio Ambiente expedirá por Acuerdo un estatuto modelo sobre delimitación y manejo de áreas locales de conservación y reserva ecológica que implementarán las municipalidades. Estas podrán modificarlo por Ordenanza o sustituir su texto enteramente, acorde con los requerimientos locales.

VI. Diseño jurídico administrativo de funcionamiento y aplicación de los estudios de impacto ambiental (EIAs)TC \l2 "Diseño jurídico administrativo de funcionamiento y aplicación de los estudios de impacto ambiental (EIAs)
VI. Antecedentes jurídicos ecuatorianos sobre estudios de impacto ambientalTC \l3 "Antecedentes jurídicos ecuatorianos sobre estudios de impacto ambiental
En "Gestión Pública Ambiental" se detalla la normativa jurídica ecuatoriana vigente sobre Estudio de Impacto Ambiental (EIA) y las alternativas de su aplicación. Asimismo, en ese documento se propone un "esquema contractual" que permita incorporar los requerimientos tanto de efectuar el Estudio de Impacto Ambiental cuanto de aplicar los correspondientes planes de manejo de esos estudios. Se concluye que en el área contractual, es ámbito de la Contraloría General del Estado la supervigilancia del cumplimiento de las cláusulas técnicas de los contratos de obra pública.

En el presente apartado se analizan antecedentes doctrinales y legislación extranjera sobre el tema. Se proponen modificaciones a la normativa existente, así como se desarrolla un borrador de texto legal para introducirlo en el proyecto de Ley de Medio Ambiente.

VI. Introducción al Estudio de Impacto AmbientalTC \l3 "Introducción al Estudio de Impacto Ambiental
El estudio de impacto ambiental (EIA) se ha convertido en la actualidad en el principal instrumento del derecho ambiental para la regulación específica de las actividades particulares de desarrollo. La característica principal de los EIA es que se contraen a la evaluación de una actividad particular, limitada en su ejecución en el tiempo, en una área determinada, aunque indefinida en el lapso de su seguimiento. Por otra parte, en el campo normativo, uno de los más importantes componentes de los EIA son los llamados "planes de manejo", que contienen las acciones necesarias para compensar, mitigar y restaurar el impacto ambiental posible de la obra. En esto se incluye la referencia de las instituciones públicas y normas jurídicas competentes para el cumplimiento de las finalidades del EIA. Si la aplicación del plan de manejo del EIA se incluye en el contrato de obra respectivo, se convierte por este hecho en ley para las partes, de obligatorio cumplimiento legal.

Por eso puede decir Brañes acertadamente que "la EIA (evaluación de impacto ambiental en el derecho mexicano) no sólo es un instrumento para la aplicación de la política ecológica general, sino también un mecanismo para controlar la aplicación de otros instrumentos de la misma política, o si se pudiera decir así, 'un instrumento de instrumentos"
.

La ventaja del esquema del EIA es que no se precisa de la existencia de una legislación previa específica para la actividad considerada. En efecto, en muchos países existe legislación ambiental para actividades específicas y la prevención de su impacto, como en las leyes de minería y de hidrocarburos del Ecuador. Mas, por su naturaleza la normativa ambiental resulta de índole general. En cambio, el EIA puede establecer con todo detalle las normas adaptadas a la particular naturaleza de cada caso específico.

Por esto clasifica De Klemm el EIA como un instrumento de planificación basado en la "actividad", para compararlo con otro instrumento de planificación, que en cambio se basa en el "área", que es la ordenación de usos del suelo, que se estudia en otra parte del presente informe.

El objetivo principal del EIA es informar a la institución gubernamental responsable de la aprobación del proyecto sobre sus consecuencias ambientales previsibles. Así mismo, el EIA es un importante medio que tienen las autoridades de verificar que un proyecto específico cumple con la legislación ambiental aplicable
.

No obstante, el EIA es básicamente un "procedimiento administrativo", constituido por un conjunto determinado de estudios, informes, consultas, recomendaciones y provisiones. Su finalidad es de suministrar información a la autoridad pública ejecutora y a la comunidad sobre los posibles efectos ambientales de una obra, plan, proyecto o programa. La aplicación del plan de manejo correspondiente tiene por objeto prever, prevenir, mitigar, remediar y restaurar los daños ambientales causados por la actividad específica. El impacto ambiental se interpreta en sentido amplio, puesto que incluye los posibles efectos sociales y económicos negativos, así como también los efectos sobre el patrimonio cultural y paisajístico.

El esquema de los EIA varía con las diferentes legislaciones. Pero básicamente tiene tres partes: el diagnóstico, la evaluación cuantitativa y cualitativa del impacto y el plan de manejo. En este último contiene capítulos que a veces se consideran separadamente, como planes de mitigación, de contingencia, etc.

Las diferentes legislaciones suelen establecer el requerimiento de una evaluación sucinta y menos rigurosa para ciertas obras que no presentan mayores riesgos, llamada "declaratoria ambiental" -DIA en la legislación boliviana; manifestación de impacto ambiental, MIA, en México (Art. 3, XVIII LGEEP
. A veces también, la declaratoria ambiental se considera el estudio básico preliminar, que determinará si se debe o no efectuar un estudio completo de impacto ambiental.

Asimismo, últimamente se considera apropiado extender el esquema del estudio de impacto ambiental no solamente a obras específicas, sino también a planes y programas, como por ejemplo la referencia que se establece en el Convenio sobre Diversidad Biológica, que se desarrolla líneas abajo. En estos casos, no se podrá utilizar el procedimiento propio del EIA, sino que tendrá que adaptarse una forma apropiada de evaluación, sobre la cual todavía no se han desarrollado mayores experiencias.

VI. Normativa internacional y derecho comparadoTC \l3 "Normativa internacional y derecho comparado
Como en las otras cuestiones tratadas en el presente informe, cabe referirse en primer lugar al enfoque del proyecto de Convenio Internacional de Medio Ambiente y Desarrollo. Sobre este tema propone:

Art. 37.-
Evaluación de Impacto Ambiental

Las Partes establecerán o fortalecerán los procedimientos de evaluación de impacto ambiental para asegurar que todas las actividades susceptibles de tener un efecto adverso significativo sobre el ambiente sean evaluadas previa su aprobación.

El estudio incluirá la evaluación de:

(a)
efectos cumulativos, de largo plazo, indirectos, de larga distancia y transfronterizos,

(b)
las posibles acciones alternativas, incluyendo no conducir las actividades propuestas, y

(c)
medidas para prevenir o minimizar los efectos potenciales adversos.

Las Partes designarán autoridades nacionales apropiadas para asegurar que las evaluaciones de impacto ambiental sean efectivas y se conduzcan bajo procedimientos accesibles a los Estados, organizaciones internacionales, personas y organizaciones no gubernamentales involucrados. Las Partes asegurarán que la autoridad que decida la aprobación tome en cuenta todas las observaciones hechas durante el proceso de evaluación de impacto ambiental y haga pública la decisión final.

Las Partes deberán conducir revisiones periódicas para determinar si las actividades aprobadas se llevan a cabo en cumplimiento de las condiciones establecidas en la aprobación y para evaluar la efectividad de las medidas de mitigación prescritas. Se harán públicos los resultados de tales evaluaciones.

Las partes tomarán medidas apropiadas para asegurar que antes de adoptar políticas, programas y planes que sean susceptibles de tener un significado adverso sobre el medio ambiente, las consecuencias ambientales de tales acciones sean debidamente tomadas en cuenta.

En el nivel internacional, convenios ratificados por Ecuador como los de Diversidad Biológica y sobre Cambios Climáticos contienen artículos sobre estudios de impacto ambiental. La Declaración de Río, también suscrita por el Ecuador, aunque sin fuerza legal obligatoria, alude a los EIA en su Principio 17.

Los estudios de impacto ambiental (EIA) se establecieron originalmente en los Estados Unidos, bajo en la Ley de Política Ambiental Nacional (National Environmental Policy Act de 1969 -NEPA
). La provisión todavía vigente sobre este asunto dispone:

... todas las instituciones del Gobierno Federal deberán-

...

(C)
incluir en todo recomendación o informe sobre propuestas para legislación y otras acciones Federales que afecten significativamente la calidad del ambiente humano, un declaración detallada por parte del funcionario responsable sobre-


(i)
el impacto ambiental de la acción propuesta,


(ii)
cualesquier efectos ambientales adversos que no puedan evitarse si se implementa la propuesta,


(iii)
alternativas de la acción propuesta,


(iv)
la relación entre usos de corto plazo del medio ambiente local del hombre y el mantenimiento y mejoramiento de la productividad a largo plazo y

(v)
cualquier afectación irreversible e irrecuperable de recursos que serían involucradas en la acción propuesta si llega a implementarse
.

Francia legisló sobre la materia en 1976, entre los primeros países europeos en utilizar este instrumento. Posteriormente, el EIA se ha implantado en las legislaciones de la mayoría de los países, sea a través de una ley específica, sea en las leyes generales de medio ambiente. Prácticamente todos los países sudamericanos han expedido legislación en este sentido.

Brañes considera que el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente de 1975 de Colombia como precursor del requerimiento legal del EIA en América Latina. Cita, asimismo la Ley Orgánica del Ambiente de junio de 1976 de Venezuela. Estas normas jurídicas aluden respectivamente al "estudio ecológico y ambiental previo" y a "garantías, procedimientos y normas para su corrección". Pero la primera norma legal que específicamente alude a "estudios sobre impacto ambiental" es la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental de mayo de 1976 del Ecuador
. Sin que eso quiera decir que los EIA prescritos hayan sido en efecto implantados en Ecuador a partir de aquella época.

Los resultados que se pretenden alcanzar con los EIA, son principalmente: a) informar a los órganos decisores sobre las consecuencias ambientales de sus decisiones; y b) integrar los temas ambientales dentro de las demás esferas de la toma de decisión. Esto concuerda con otro artículo del proyecto de Convenio Internacional de Medio Ambiente y Desarrollo, que dispone integrar el medio ambiente y el desarrollo (Art. 13 del proyecto de Convenio)
.

Los EIA también permiten a las autoridades gubernamentales informar a la población y conocer sus puntos de vista sobre el desarrollo de los planes, programas y actividades públicas. El texto del proyecto de Convenio Internacional de Medio Ambiente y Desarrollo en diferentes parágrafos se refiere sucesivamente a: 1. actividades, 2. a factores que deben incluirse en los estudios, 3. a la debida información y participación del público y, 4. al seguimiento. 

En la legislación francesa, "el principio del respeto de las preocupaciones sobre el ambiente se aplica a tres categorías de actividades: trabajos públicos o privados, proyectos de desarrollo (aménagement) y documentos de urbanismo
.

Finalmente, el último parágrafo del artículo del proyecto de Convenio Internacional de Medio Ambiente y Desarrollo extiende la aplicación de los estudios, además de las actividades, también a las políticas, programas y planes gubernamentales. Por supuesto, no sería posible desarrollar el procedimiento del estudio de impacto ambiental rigurosamente en estas áreas, sino solamente en el nivel de la evaluación general. El Art. 6, a) Convenio sobre la Diversidad Biológica, que tiene fuerza legal en el Ecuador, dispone que cada Parte contratante "[i]ntegrará, en la medida de lo posible y según  proceda, la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica en los planes, programas y políticas sectoriales o intersectoriales". Esto, sin duda, también incluye el EIA de los planes de uso de suelos. De Klemm cita la jurisprudencia francesa donde "[a]lgunos planes han sido invalidados por las cortes administrativas por carecer del requisito del análisis del estado local del medio ambiente. En California, son necesarios los EIA para la expedición y reforma de las ordenanzas de zonificación
.

VI. Materias de la legislación sobre EIATC \l3 "Materias de la legislación sobre EIA
Como se adelanta en el informe de "Gestión Pública Ambiental", la legislación sobre estudios de impacto ambiental se orienta a determinar: 1. el campo de aplicación del EIA, 2. sus contenidos, 3. la revisión y efectos - para utilizar el esquema de De Klemm. En este apartado se repasa la normativa sobre el campo de aplicación de los EIA.

Se revisa en el informe "Gestión Pública Ambiental" la normativa chilena y uruguaya, donde, como en muchas otras, se enumeran las obras de infraestructura que obligatoriamente deberán someterse al estudio; como, por ejemplo, aeropuertos, actividades en áreas protegidas, represas, etc. Generalmente, se combina este requerimiento con la fijación de montos de inversión, para evitar que obras medianas y pequeñas, que verosímilmente no causarán un mayor impacto ambiental, se sometan al procedimiento del EIA.

Además, en el informe citado también se señalan las leyes ecuatorianas, como Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental, Ley de Hidrocarburos, Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre, Ley de Minería, Ley de Modernización, Ley de Régimen del Sector Eléctrico, que prescriben el estudio de impacto ambiental para alguna actividad específica.

La ley ambiental boliviana prefiere que la determinación se tome en cada caso específico, sobre todas las obras, actividades públicas o privadas, según una identificación de la categoría de la evaluación del impacto ambiental, realizada de acuerdo con cuatro niveles, desde el de máximo impacto, que requiere de "EIA analítica integral" hasta el que "no requiere de EIA". Previo a la ejecución de las obras se requiere la Declaratoria de Impacto Ambiental (DIA) (Arts. 25 y 26).

Este es el sistema utilizado en Estados Unidos, donde el requerimiento del EIA lo determina la institución gubernamental que maneja el proyecto, cuando considera que dicho proyecto tendrá un impacto significativo sobre el medio ambiente.

En la Ley de Bases de Medio Ambiente de Chile, además de constar en la lista mencionada, para la obligatoriedad de un EIA la obra debe además tener caracteres adicionales como presentar "[r]iesgo para la salud de la población", o [l]ocalización próxima a población, recursos y áreas protegidas susceptibles de ser afectados", "[a]lteración significativa, en términos de magnitud o duración, del valor paisajístico o turístico de la zona", etc
.

Además de la clase de actividad o de obra (aeropuertos, represas, etc.), se afirma la necesidad de establecer en la ley respectiva los temas y los elementos que deberá afrontar el EIA. Pero entrar en excesivo detalle sobre este particular podría ser inconveniente, en vista de la dinámica cambiante del procedimiento del EIA. Además no todas las actividades y obras podrán aplicar precisamente el mismo esquema adecuadamente. Así, estos detalles deberían dejarse a la normativa secundaria que reglamenta la aplicación de la ley. Las normas ambientales para la actividad minera del Ecuador establecen los diferentes elementos que deberán estudiarse según los estudios se refieran a: exploración, explotación y, dentro de esta, la minería superficial, la subterránea, así como de operaciones específicas como beneficio en piscinas, lixiviación en pilas, moliendas, plantas de procesamiento, etc.
.

En cambio, en vista de la práctica del desarrollo del EIA, la regulación pertinente debería prohibir la inclusión de material irrelevante  que sea "innecesario para comprender el proceso de razonamiento (de aprobación) de la institución pública ejecutora" del proyecto, conforme un dictamen judicial estadounidense
.

VI. La revisión, aprobación y seguimiento de los EIATC \l3 "La revisión, aprobación y seguimiento de los EIA
Como lo señala Brañes cuando comenta los EIA de la normativa jurídica mexicana, se trata de un procedimiento previo al inicio de la obra en cuestión
.

Por supuesto que debe distinguirse entre la aprobación del EIA y la autorización de la obra misma. Podría ser aprobado el EIA y negarse la autorización de la obra. La aprobación del EIA se refiere a su validez científica y la percepción de la posible eficacia de sus conclusiones. Inclusive el EIA podría recomendar que no se lleve a cabo la obra misma o que se la lleve a cabo de una manera alternativa.

Dos son los requisitos para una revisión apropiada del EIA, según De Klemm: que el órgano evaluador sea suficientemente independiente y que sea calificado científicamente. Desde este punto de vista, resulta conveniente que la institución pública ejecutora, que conoce del tema, tenga potestad de revisión del EIA. En cambio, se afirma que la propia institución que ejecuta la obra no tiene la independencia necesaria para juzgar el EIA. Pero, en todo caso, la aprobación del EIA por la misma institución pública ejecutora es el sistema más usual en las legislaciones sobre EIA en los países desarrollados.

La legislación comparada permite identificar cuatro sistemas de aprobación del EIA; a cargo de: 1. la institución ejecutora, 2. el órgano ambiental conjuntamente con los entes territoriales descentralizados, 3. órganos ambientales descentralizados, y 4. el órgano ambiental y sus órganos desconcentrados.

Aprobación del EIA a cargo de la entidad pública ejecutora.- En la mayor parte de las legislaciones ambientales más avanzadas, la aprobación del EIA corre por cuenta de la institución competente para la ejecución del programa u obra. Tal es el caso del EIA prescrito por la Ley de Política Nacional Ambiental (NEPA) de los Estados Unidos. Según Prieur, en Francia "las diversas administraciones (son) libres de apreciar el valor de los estudios de impacto que le son sometidos por los peticionarios
.

En algunos países se ha facultado a la institución ambiental para intervenir en la calificación y solicitar información adicional sobre el EIA si lo juzga necesario. Dice De Klemm que este es el procedimiento legal en Italia. Cuando se manifiesta una discrepancia entre la Comisión de Evaluación Ambiental del Ministerio de Medio Ambiente y la institución pública ejecutora, la cuestión se somete al criterio del Consejo de Ministros
.

Aprobación del EIA por el órgano ambiental y los entes territoriales.- En la ley ambiental mexicana, "la autorización previa del Gobierno Federal" se concede "por conducto de la Secretaria (de Desarrollo Urbano y Ecología) o de las entidades federativas o municipios, conforme a las competencias" determinadas en la Ley. La Secretaría, por ejemplo, evalúa el impacto ambiental de la "[o]bra pública federal, ... industria química, petroquímica, siderúrgica. ..." etc. (Art. 29). Por descarte, la ley atribuye a las entidades federativas y municipios la evaluación "en materias no comprendidas en el artículo 29 de este ordenamiento ni reservadas a la Federación en ésta u otras leyes"
.

En Argentina, la aprobación corresponde en general a las autoridades provinciales o municipales competentes. Pero en el caso de la provincia de Mendoza se propone que la entidad ejecutora pueda autorizar el proyecto
.

Conforme al nuevo ordenamiento colombiano, tienen competencia para la aprobación de EIA: el Ministerio de Medio Ambiente, las Corporaciones Autónomas Regionales y, por delegación de estas, las entidades territoriales. Además, otorgan la autorización para obras dentro del perímetro urbano los municipios, distritos y áreas metropolitanas cuya población urbana sea superior a 1'000.000. Se reserva para la aprobación del Ministerio las obras de más grande envergadura descritas en la Ley
.

No obstante la competencia de los órganos estaduales y municipales para la aprobación del EIA en Brasil, el Consejo Nacional de Medio Ambiente (CONAMA) de Brasil también puede apreciar el estudio e incluso solicitar complementación de datos
. CONAMA también dicta las condiciones generales para la realización del EIA
.

Aprobación por órganos ambientales descentralizados.- En la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de España, el estudio se realiza a cargo de la entidad encargada de la obra, que previo a la resolución de autorización del proyecto lo remite a la entidad ambiental competente. En el caso de la Administración del Estado, valga decir el Gobierno central, esta entidad es la Dirección General de Política Ambiental. En las regiones, tiene la competencia el órgano autonómico ambiental. En caso de discrepancia entre la entidad ejecutora del proyecto y el órgano ambiental, le corresponde decidir al Consejo de Ministros
.

Aprobación por parte de la autoridad ambiental.- La Ley chilena de Bases del Medio Ambiente atribuye a la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) o la Comisión Regional respectiva la "administración" del sistema de evaluación de impacto ambiental. Corresponde a estas entidades otorgar las autorizaciones correspondientes a base de las "declaraciones" o "estudios de impacto ambiental" que presenten, sin perjuicio de "los permisos o pronunciamientos ambientales ... (de otros) organismos del Estado". En efecto, ente los requisitos de la solicitud se encuentra "[l]a lista de los permisos ambientales sectoriales"
. No parece un trámite sencillo. En Bolivia, la aprobación la otorgan las Secretarías Departamentales del Medio Ambiente, homologadas por la Secretaría Nacional
. En Uruguay las autorizaciones son concedidas por el Ministerio ejecutor, pero también por el Ministerio de Medio Ambiente
.

VI. Efectos del estudio de impacto ambientalTC \l3 "Efectos del estudio de impacto ambiental
De Klemm afirma que "[e]l resultado de un EIA nunca es obligatorio, puesto que el propósito de este instrumento es simplemente de informar a las instituciones públicas de las consecuencias potenciales de sus decisiones"
. Por eso puede Brañes decir acertadamente, como se citó líneas arriba que el EIA es un "instrumento de instrumentos", que permite alertar a las autoridades competentes sobre las normas aplicables y su cumplimiento. No obstante, la más reciente legislación Latino Americana prescribe el obligatorio cumplimiento de las recomendaciones del EIA. La ley ambiental hondureña, por ejemplo, dispone que "[l]as medidas de protección del ambiente o de los recursos naturales que resulten de dichas evaluaciones serán de obligatorio cumplimiento para todas las partes, en la fase de ejecución y durante la vida útil de las obras o instalaciones"
.

En forma generalizada, la legislación establece la nulidad o sanciones por la no realización del estudio cuando este resultaba obligatorio, pero no prevé otro tipo de obligatoriedad o sanción para su cumplimiento. La única ley penal del ambiente de América Latina -o del mundo- reprime "la omisión de requisitos sobre impacto ambiental", al "funcionario público que otorgue los permisos o autorizaciones, sin cumplir con el requisito de estudio y evaluación de impacto ambiental, en las actividades para las cuales lo exige el reglamento sobre la materia ... con prisión de tres a seis meses y multa de 300 a 600 días de salario mínimo"
.

En forma global se visualizan dos esquemas de aplicación de las recomendaciones del EIA. La una es de declarar la obligatoriedad del cumplimiento del plan de manejo por parte de la entidad ejecutora y sus contratista, con el carácter de obligación contractual. En las legislaciones donde el EIA es uno de los antecedentes para un acto administrativo de "autorización ambiental", esta se puede conceder en forma condicionada al cumplimiento de algunas o todas las recomendaciones del EIA, además de otras prescripciones que la autoridad competente estime necesarias. Así, sobre el sistema mexicano explica Brañes: "En consecuencia y tal como lo expresa el artículo 20 del Reglamento, la resolución podrá: 1) autorizar la realización de la obra o actividad en los términos y condiciones señalados en la manifestación correspondiente; 2) autorizar la realización de la obra o actividad proyectada, de manera condicionada a la modificación o relocalización del proyecto, o 3) negar dicha autorización. Las autorizaciones deben precisar su plazo de vigencia"
.

Cabe observar que el término de "autorización" utilizado por la legislación mexicana es más preciso técnicamente que el de licencia, utilizado para estos propósitos por otras legislaciones como la colombiana, por ejemplo. Pero parece que existe cierta generalización de esta inexactitud, porque Machado considera necesario aclarar que "[l]a utilización en la legislación y la doctrina del término licencia ambiental no traduce necesariamente la utilización de la expresión jurídica licencia, en su rigor técnico"
.

Sobre el particular cabe nuevamente acudir a conceptos básicos administrativos delineados en el informe "Gestión Pública Ambiental":

La autorización administrativa -en sentido amplio- se considera por la doctrina como una técnica preventiva. Importante mecanismo de regulación son los permisos y autorizaciones, que proceden para usos de bienes públicos y para el funcionamiento de actividades determinadas. Estos instrumentos permiten a la autoridad fijar anticipadamente las condiciones en que los particulares deberán desempeñar sus actividades. ... La concesión y la licencia a diferencia de las autorizaciones, implican la transferencia de atribuciones o deberes propios de la administración a los particulares.

Por ejemplo, la Ley de Modernización establece las modalidades de "[c]oncesión de uso, de servicio público o de obra pública, licencia, permiso" para "la explotación de recursos naturales no sujeta a leyes especiales y para la prestación de servicios públicos"
.

Inclusive, la norma colombiana utiliza en forma intercambiable los términos licencia ambiental y estudio de impacto ambiental. Más precisamente, considera el estudio de impacto ambiental el contenido de la licencia: "Se entiende por Estudio de Impacto Ambiental el conjunto de la información que deberá presentar ante la autoridad ambiental competente el peticionario de una Licencia Ambiental
.

Como lo determina en forma más clara conceptualmente la legislación chilena, la "resolución ambiental favorable" de la CONAMA lo que hace es certificar "que se cumple con todos los requisitos ambientales aplicables, incluyendo los eventuales trabajos de mitigación y restauración"
.

En consecuencia, la autorización o "licencia" ambiental, cuando exista o proceda legalmente podrá o no considerar entre sus antecedentes la información y recomendaciones del EIA. En todo caso, por la complejidad ínsita en este esquema, la obligatoriedad de conseguir la autorización o licencia debería estar limitada a unos pocos casos muy específicos donde exista la potencialidad de daños ambientales de amplitud o extensión, sea de intensidad o de territorio.

VI. Los esquemas propuestos en EcuadorTC \l3 "Los esquemas propuestos en Ecuador
En el informe "Gestión Pública Ambiental" se cita las leyes ecuatorianas que establecen provisiones sobre estudios de impacto ambiental.

La más reciente ley ecuatoriana que prescribe la realización de estudios de impacto ambiental, la Ley de Régimen del Sector Eléctrica, atribuye su aprobación al órgano sectorial regulador: "[e]l CONELEC (Consejo Nacional de Electricidad) aprobará los estudios de impacto ambiental y verificará su cumplimiento"
. Los EIA mineros son aprobados por la Subsecretaría de Medio Ambiente del Ministerio de Energía y Minas
.

El sistema de evaluación ambiental establecido por la Secretaría General de Desarrollo (SEGEPLÁN), intenta asegurar que los proyectos de inversión que le corresponde aprobar según su ley orgánica, consideren adecuadamente la variable ambiental. Conforme sus potestades, a SEGEPLÁN le corresponde determinar las condiciones y antecedentes técnicos necesarios para la aprobación de los proyectos. Según el esquema denominado Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental para proyectos de inversión pública, la información ambiental solicitada será: Clasificación ambiental del proyecto; estado de los estudios ambientales; principales impactos ambientales previstos; y principales medidas de mitigación requeridas. Aunque no se dispone expresamente, se entiende que la aprobación del EIA correrá por la respectiva institución. No obstante, con la participación del proponente y el funcionario sectorial de SEGEPLÁN, la UNAMA establecería los parámetros de los términos de referencia del estudio. Asimismo, se visualiza la participación de SEGEPLÁN en el análisis de los especialistas y de los insumos de la consulta pública, así como la verificación de las cantidades previstas para los estudios y medidas de mitigación. Finalmente, se dispone que "las recomendaciones resultantes del proceso de evaluación de impacto ambiental y evaluación pública" se incluyan en las cláusulas del contrato para la ejecución de la respectiva obra
.

En concordancia con este planteamiento, el informe "Gestión Pública Ambiental" elabora los aspectos legales de contratación pública, que incluyen la participación de los modelos estándar de la Contraloría General del Estado. Según este diseño, al incluirse el cumplimiento de las recomendaciones del EIA -el plan de manejo- en el contrato, sus disposiciones se convierten en ley para las partes.

Finalmente, la propuesta (documento de consulta) de la Comisión Asesora Ambiental denominada Sistema Único Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental (SUNEIA), tienen fundamentos técnicos que parecen adecuados, pero no procede jurídicamente. En efecto, por tratarse de un documento administrativo (proyecto de Decreto Ejecutivo) no podría entrar a reglar materias establecidas en leyes especiales, ni siquiera a cuenta de aplicar la Ley de Modernización. Tampoco podría un Decreto Ejecutivo imponer obligaciones a los particulares ni tampoco a las municipalidades sin respaldo legal.

En todo caso, el proyecto en cuestión identifica diferentes actividades competentes por la materia que tienen autoridad en la aprobación del EIA. Entre ellas identifica: Consejo Nacional de Recursos Hídricos (CNRH), Dirección de Aviación Civil (DAC), Instituto Ecuatoriano de Electrificación (INECEL), Instituto Ecuatoriano de Energía Atómica (IEEA), Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), Instituto Ecuatoriano Forestal  de Áreas Naturales y Vida Silvestre (INEFÁN), etc.

El proyecto identifica un número extenso de proyectos y actividades que estarían sujetos al requerimiento de entregar la "ficha de evaluación ambiental", sin referencia a su dimensión o potencial impacto al medio ambiente. Adicionalmente, se manifiesta que la lista es "ejemplificativa pero no taxativa". En consecuencia, se puede afirmar que no queda obra o proyecto alguno que estaría exento del requisito de someterse al requisito de presentar la ficha. Por otra parte, los proyectos y obras considerados susceptibles de causar algún impacto ambiental, sin hacerse consideración a su extensión o intensidad, estarán sujetos al requisito de la "licencia ambiental".

En este procedimiento se confunde también el EIA y su aprobación o rechazo con la aprobación o rechazo de la "licencia ambiental". No resulta muy claro si el otorgamiento del EIA excusa a la institución proponente de solicitar los demás permisos y autorizaciones, especialmente aquellos relacionados con temas ambientales.

En todo caso, lo procedente resulta establecer la obligatoriedad contractual del "plan de manejo" de EIA. En el proyecto que se comenta, estas condiciones constan en cambio en la "licencia ambiental". La diferencia entre uno y otro sistema es que las obligaciones contractuales son bilaterales, mientras que la "licencia" es un acto unilateral de la administración. Como se desarrolla en el documento "Gestión Pública Ambiental", el seguimiento de las obligaciones contractuales de la ejecución de la obra incluye el seguimiento de las obligaciones ambientales. En este seguimiento, además de intervenir la institución ejecutora, la autoridad ambiental y la Contraloría General del Estado, también puede intervenir la Procuraduría General del Estado y la población -a través de la legitimidad procesal, para intervenir judicialmente para reclamar el incumplimiento del contrato.

Por otra parte, el esquema contractual permite ejercer las funciones de seguimiento, control y sanción, incluyendo la terminación anticipada del contrato. Esto tiene un procedimiento establecido en la ley y la doctrina, mientras que parece inconveniente el marco propuesto según el cual la autoridad podría "suspender licencias ambientales y detener proyectos", que se podría prestar a arbitrariedades, abusos y reclamaciones judiciales.

Sin perjuicio de que se considere la conveniencia o no de establecer una "autorización" ambiental -que sería el término más adecuado técnicamente- este debería ser una actividad diferente de la aprobación de un EIA. Especialmente porque un EIA podría estar perfectamente desarrollado y podría recomendar que no se ejecute el proyecto. La aprobación del EIA supone que el estudio está bien realizado conforme los términos de referencia y la técnica, pero sus conclusiones podrían o no ser aceptables. Así, independientemente de lo que recomiende el EIA, la respectiva autoridad ambiental debería poder condicionar la ejecución de la obra al cumplimiento de requisitos ambientales determinados.

En cuanto a los términos propuestos en el proyecto que se comenta, ellos parecen excesivos, pudiendo extenderse hasta por seis meses, suponiendo que los plazos descritos se cumplan puntualmente.

Asimismo, la existencia de garantías diferentes y adicionales a las establecidas para la ejecución de obras en la Ley de Contratación Pública, parece inconveniente. En otros proyectos de legislación, se ha propuesto que las "garantía de fiel cumplimiento" y "el fondo de garantía" determinadas en la indicada ley también se apliquen a los posibles daños ambientales
. El proyecto de Ley de Medio Ambiente propone también utilizar para estos efectos la "garantía de fiel cumplimiento".

Texto de normativa de estudio de impacto ambientalTC \l3 "Texto de normativa de estudio de impacto ambiental propuesto para introducir en la sección correspondiente del Proyecto de Ley de Medio Ambiente

Art. ... .-
Los proyectos de desarrollo, obras y actividades públicas y privadas se ajustarán a las provisiones establecidas en la presente ley, las demás leyes aplicables y sus reglamentos, en cuanto a la existencia de las declaratorias y estudios de impacto ambiental.

Art. ... .-
La declaratoria y estudio de impacto a ambiental, cuando procedan, se realizarán conjuntamente con los estudios de factibilidad. Dichos estudios podrán recomendar evaluaciones complementarias a realizarse en la fase de diseño y construcción de la obra.

Art. ... .-
Corresponde a la institución pública ejecutora de la obra la realización y aprobación del estudio de impacto ambiental.

Art. ... .-
Para que las actividades y obras deban ser sometidas a la ejecución del estudio de impacto ambiental se requiere, conjuntamente:

1
Que conste en la lista del Reglamento de esta Ley;

2 Que el monto de la inversión exceda la base establecida para la licitación pública; con las excepciones que se determinen expresamente en el Reglamento;

3
Que la obra o actividad tenga la potencialidad de producir daños ambientales de extensión geográfica e intensidad, cuyos parámetros serán establecidos en el Reglamento.

También se enumerarán las obras que no tengan uno de los requisitos enumerados en este artículo, pero que por su característica deban constar de una declaratoria ambiental.

Art. ... .-
Los lineamiento, parámetros y condiciones de los estudios de impacto ambiental y las declaratorias ambientales serán establecidos por Acuerdo del CIPA, aprobado por unanimidad de sus miembros, donde también participe un representante de las municipalidades y otro por los consejos provinciales.

Art. ... .-
Quienes elaboren los estudios de impacto ambiental serán responsables de su validez científica y técnica, debiendo responder solidariamente con la entidad ejecutora de la obra por los daños causados al medio ambiente, los recursos naturales y las comunidades vecinas, en caso de que tales daños sean imputables a la deficiencia de los estudios realizados.

Art. ... .-
No obstante lo determinado en el artículo anterior, el Ministerio de Medio Ambiente podrá intervenir previo la fase de aprobación del estudio y solicitar la ampliación, aclaración y complementación de los estudios de impacto ambiental.

Art. ... .-
Se requiere de la celebración de audiencias públicas en la determinación de la declaratoria ambiental o de los términos de referencia, del proyecto y del borrador final del estudio de impacto ambiental. Los criterios vertidos deberán considerarse y razonarse su inclusión o exclusión en los documentos respectivos.

Art. ... .-
El cumplimiento de los planes de manejo de los estudios de impacto ambiental constituirán parte del contrato de ejecución de obras públicas y privadas, siendo por lo tanto aplicable a aquellos las garantías de fiel cumplimiento y el fondo de garantía establecidos en la Ley de Contratación Pública.

VII. INSTRUMENTACIÓN REGULATORIA (CIPA)TC \l1 "INSTRUMENTACIÓN REGULATORIA (CIPA)
VII. Antecedentes del Comité Interinstitucional de Protección Ambiental (CIPA)TC \l2 "Antecedentes del Comité Interinstitucional de Protección Ambiental (CIPA)
El Comité Interinstitucional de Protección Ambiental (CIPA) es un cuerpo colegiado establecido por la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental. Como la institución ambiental más antigua en el país, su alcance ha ido restringiéndose a los aspectos de la contaminación. Este ámbito del Comité concuerda con el desarrollo de la legislación ambiental, que originalmente se contrajo a la prevención y control de la contaminación, hasta llegar al amplísimo marco jurídico actual, que considera la totalidad del desarrollo sustentable.

La expedición de la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental y el consiguiente establecimiento del Comité Interinstitucional, coincide con el año de la creación Ley Orgánica del Ambiente, de Venezuela, que crea el Consejo Nacional del Ambiente y la Oficina Nacional del Ambiente, ambos adscritos a la Presidencia de la República. En Venezuela, esta Oficina se convertiría después en el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales (MARN). En 1975 se había expedido el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, de Colombia. La administración de la Ley se encargó al Instituto Nacional de los Recursos Naturales y del Ambiente (INDERENA), creado en 1968
.

VII. Competencias atribuidas y actuales del CIPATC \l2 "Competencias atribuidas y actuales del CIPA
La Ley estableció para el Comité Interinstitucional de Protección Ambiental (CIPA) lineamientos similares a sus homólogos colombiano y venezolano. Es decir amplias facultades sobre una vasta gama de aspectos que no llegaron a cubrirse adecuadamente, por razones que no es del caso discutir en este apartado.

En general el DS 374 de 1976 (Ley de Prevención y Control de la Contaminación) atribuye al CIPA funciones de:

1. Determinar políticas y criterios para el uso de recursos naturales renovables y el control de la contaminación;

2. Velar por que la planificación nacional se encuentre acorde con las políticas y criterios determinados;

3. Expedir normas técnicas y regulaciones;

4. Dictaminar sobre proyectos de zonificación, incluidos desarrollo urbano y áreas protegidas, "que causen impactos ecológicos de importancia".

En cumplimiento de la normativa constitucional se puede afirmar que actualmente no corresponderían al CIPA las competencias de determinación de políticas y criterios de uso de recursos naturales renovables. Tampoco le correspondería en consecuencia la vigilancia de su aplicación en la planificación nacional, a pesar de lo que determina la Ley. La Carta Suprema vigente atribuye estas potestades al Presidente de la República, según propuesta y formulación de SEGEPLÁN.

Por otra parte, las tareas que ha desempeñado el CIPA son la expedición de los estándares ambientales. Desde 1989 hasta la fecha ha dictado los estándares ambientales de agua, aire, ruido, suelos, desechos sólidos y emisión para fuentes fijas de combustión.

Según las provisiones de la Ley citada su aplicación se extiende a las dependencias y entidades del Estado, incluyendo las del régimen seccional autónomo. Asimismo, dispone que sus normas técnicas y regulaciones se dicten por Acuerdo del Comité Insterinstitucional, no obstante lo cual las normas existentes han sido dictadas, equivocadamente, por Acuerdo del Ministro de Salud. Corresponde que las disposiciones respectivas se dicten conforme a la Ley para evitar cuestionamientos posteriores.

Resultan de aplicación discrecional las "normas técnicas y regulaciones" sobre contaminantes que se expelen o descargan "hacia la atmósfera". Conforme el Art. 11 de la LPCCA "a juicio del Ministerio de Salud" podrá prohibirse la emisión de contaminantes determinados en la atmósfera, si no se aplican previamente las indicadas normas y regulaciones.

Con posterioridad a la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental se dictaron las leyes "Forestal y de Áreas Protegidas y Vida Silvestre" y varias reformas a la Ley de Régimen Municipal. Estas normas legales no incluyen el requerimiento del dictamen del CIPA en los proyectos de zonificación de áreas a que se refiere la LPCCA, que comprenderían básicamente la planificación municipal y las áreas naturales protegidas, de competencia de las municipalidades y del INEFÁN, respectivamente. En consecuencia, se estima como derogada tácitamente la normativa del literal e) del Art. 6 de la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental, de funciones del CIPA, que dice:

Art. 6.-
Corresponde al Comité:

...

dictaminar sobre los proyectos de trabajo y desarrollo urbano, tales como parques nacionales, áreas industriales y zonificación general, que causen impactos ecológicos de trascendencia;
Obviamente, conforme a la doctrina esta es una pura interpretación del autor, puesto que la interpretación auténtica de la ley corresponde en forma exclusiva al Congreso Nacional, lo que se aplica consecuentemente también para las derogatorias tácitas.

De todas maneras, no se conoce que esta norma hubiera sido aplicada en alguna ocasión.

La Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental dispone la obligatoriedad de instituciones públicas y privadas de presentar estudios de impacto ambiental (EIA) al Ministerio de Salud en proyectos industriales. No se regula esta obligatoriedad a base de la dimensión de los proyectos como es usual, sino de su potencialidad de: 1. "ocasionar alteraciones en los sistemas ecológicos"; y 2. que produzcan o puedan producir contaminación del aire"
.

Una necesaria reestructuración de esta Ley, a base de las potestades que concede la Ley de Modernización al Ejecutivo, deberá, entre otras cosas, remover la referencia expresa al Ministerio de Salud como la institución ante la cual se deban presentar los EIA. En su lugar, deberá designarse a la entidad o dependencia responsable de la respectiva obra, para que esta sea la institución ante la cual se tenga que presentar el EIA respectivo, como se elaboró en el apartado sobre Estudio de Impacto Ambiental.

En el tema del recurso agua, la Ley de Prevención y Control de la Contaminación se debe concordar con la Ley de Aguas, sobre la competencia de la autoridad de aguas para proponer los proyectos de normas técnicas, conjuntamente con los ministerios de Salud y Defensa, a lo que se refiere el Art. 17 de la LPCCA.

Finalmente, en la asignación de competencias legales de la contaminación de los suelos, la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental contempla: 1. el Ministerio de Agricultura y Ganadería con ámbito en los productos químicos agrícolas; 2. el Ministerio de Salud, para los desechos industriales; 3. el Ministerio de Salud en coordinación con las municipalidades para desechos sólidos o basuras; y, 4. la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, sobre los desechos radioactivos
.

VII. Reestructuración de la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental y del CIPATC \l2 "Reestructuración de la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental y del CIPA
Inclusive, en caso de aprobarse la Ley de Medio Ambiente que se discute en el Congreso Nacional, cabe la vigencia de la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental. Así, independientemente de que se apruebe o no el proyecto de Ley indicado, se deberán fortalecer y reasignar los ámbitos y contenidos de las funciones establecidas para el CIPA y los ministerios de Salud y Agricultura, principalmente.

El fortalecimiento y reasignación de competencias del CIPA se tendrá que producir en el área donde ha funcionado hasta la fecha. Así, se deberá contraer a la regulación y fijación de estándares. Cabría descartar otras competencias que nunca llegó a ejercer, tales como determinación de políticas, supervigilancia de proyectos de desarrollo e informes sobre zonificación de áreas.

Las funciones de los ministerios de Salud y Agricultura relacionados con el manejo de desechos y productos químicos deberán ser actualizadas. Para el efecto, cabe tomar en cuenta la normativa y políticas internacionales, legislación nacional, así como el aporte realizado por estudios particulares sobre el tema.

VII. El enfoque del proyecto de Ley de Medio Ambiente sobre las competencias regulatoriasTC \l2 "El enfoque del proyecto de Ley de Medio Ambientesobre las competencias regulatorias
En el proyecto de Ley de Medio Ambiente (pLMA) se dispone la vigencia de las normas técnicas y reglamentos ambientales dictados por el CIPA, hasta que se deroguen y reemplacen por los reglamentos de las entidades señalados en el proyecto de Ley de Medio Ambiente (pLMA). Para el efecto se establece el plazo de dos años
. La Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental (LPCCA) hace referencia a la potestad discrecional del Ministerio de Salud para aplicar normas sobre contaminantes del aire. El proyecto sustituye esta atribución. Esto ya no correspondería a la discrecionalidad del Ministerio de Salud, sino que deberían emplearse "las normas técnicas aprobadas por el Consejo Nacional de Gestión Ambiental"
.

El proyecto también establece como funciones del "Consejo Nacional de Gestión Ambiental", que se crea, las de "informar sobre proyectos de normas ambientales de alcance general", "expedir las normas de calidad ambiental así como de permisibilidad de emisiones y de efluentes aplicables a nivel nacional"
. En cambio, corresponde a la Secretaría Técnica la formulación de "proyectos de normas nacionales de calidad ambiental así como para el control de la descarga o emisión de sustancias contaminantes al medio ambiente"; así como "[e]mitir informes técnicos sobre los proyectos de normas mínimas, a nivel sectorial y seccional para el control de la contaminación"
.

En el Tit. III, del pLMA sobre Instrumentos de la Gestión Ambiental, la Sección 2 "Instrumentos de regulación y control", alude a "las normas de calidad ambiental y las de efluentes y emisiones, las de calidad de los productos y las de uso de tecnologías y procesos"
, pero no determina los lineamientos de su formulación y expedición. Esto se establece en el Tit. IV "Del control ambiental", Cap. I "De la calidad ambiental", que dispone que "[p]ara la aprobación de normas de calidad ambiental así como de permisibilidad de emisiones y efluentes todos los organismos competentes observarán las siguientes etapas: desarrollo de estudios técnicos, económicos y de capacidad institucional, consultas a organismos competentes y a la ciudadanía en general, análisis de observaciones formuladas y adecuada publicidad".

Por lo tanto se entiende que, según el pLMA, además del Consejo Nacional de Gestión Ambiental, otros "organismos" son competentes para dictar estas normas, sin que se especifique cuáles podrían ser tales organismos. Se entiende que otras instituciones adicionales podrán ser "los organismos seccionales o sectoriales", los que no podrán establecer "exigencias o parámetros menos estrictos que los contenidos en las normas ambientales nacionales"
.

De lo revisado en el proyecto de Ley, sus disposiciones suponen diferentes instituciones, sin nombrarlas, que pueden establecer regulaciones, estándares y parámetros ambientales, sin que por otra parte se atribuya competencias o  modalidades para su aplicación.

Se podría entender que tales modalidades de aplicación estarían contenidas en el "otorgamiento de permisos y licencias"
. Pero, este otorgamiento de autorizaciones administrativas solamente se menciona en una ocasión, sin que se llegue a desarrollar en alguna otra parte del proyecto.

En el aspecto regulatorio, la ley deberá contener referencia y atribución de competencias para los diferentes elementos de la gestión pública ambiental. Principalmente: 1. fijación de políticas generales de desarrollo sustentable y planificación a cargo de SEGEPLÁN; 2. consultas y formulación de insumos para las políticas generales y determinación de políticas específicas al Ministerio de Medio Ambiente; 3. Determinación de estándares y regulaciones del CIPA; 4. Fijación de antecedentes, componentes, requisitos de autorizaciones, permisos y licencias, en los temas ambientales que expresamente se determinen; 5. Principios aplicables a la participación popular: a. procedencia, b. procedimiento, c. tratamiento de observaciones, d. inclusión en las motivaciones consecuentes y requisitos para inclusión en plan de manejo, e. información, y f. legitimidad procesal para el seguimiento respectivo.

VII. Autorizaciones y permisos como instrumentos regulatoriosTC \l2 "Autorizaciones y permisos como instrumentos regulatorios
En este aspecto, la normativa legal fundamentalmente contempla los más importantes instrumentos regulatorios que son las autorizaciones y permisos. En el citado documento "Gestión Pública Ambiental" se manifiesta al respecto: "La autorización administrativa -en sentido amplio- se considera por la doctrina como una técnica preventiva. Importante mecanismo de regulación son los permisos y autorizaciones, que proceden para usos de bienes públicos y para el funcionamiento de actividades determinadas. Estos instrumentos permiten a la autoridad fijar anticipadamente las condiciones en que los particulares deberán desempeñar sus actividades".

A falta de determinar en forma expresa el contenido de estas autorizaciones y permisos, que varían según los diferentes sectores descritos, la Ley debe regular el contenido y los requisitos de las autorizaciones y permisos y las condiciones de su cumplimiento, incluyendo la supervigilancia y la aplicación de las sanciones correspondientes.

El importante tema de las autorizaciones y permisos se menciona en un par de líneas en el "proyecto de Ley de Medio Ambiente". Las modificaciones para su aprobación definitiva deberán incluir los lineamientos básicos de estos instrumentos.

En la doctrina administrativa española, la técnica de las licencias de actividades clasificadas es "mucho más clásica en manos de la administración ambiental"
. Ella se aplica a por medio del Reglamento denominado "Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas".

Según Oliván,

Se consideran molestas las actividades que constituyan una incomodidad por los ruidos o vibraciones que produzcan, o por los humos, gases, olores, nieblas, polvos en suspensión o sustancias que eliminen. Las actividades insalubres son las que afectan potencialmente a la salud humana, mientras que las nocivas se refieren a la causación de daños a la riqueza forestal, pecuaria o piscícola. Finalmente, entre las actividades peligrosas, se encuentran la fabricación, manipulación, expedición o almacenaje de productos susceptibles de originar riesgos graves por explosiones, combustiones, radiaciones, etc
.

VII. Normativa jurídica ecuatoriana sobre productos químicos y desechosTC \l2 "Normativa jurídica ecuatoriana sobre productos químicos y desechos
VII. Antecedentes para el enfoque unitario de los productos químicosTC \l3 "Antecedentes para el enfoque unitario de los productos químicos
Los productos químicos industriales no se diferencian de los productos químicos a secas, o de aquellos denominados peligrosos o radiactivo -que son categorías diferentes de un mismo tema. Ni el uso de los productos químicos ni la normativa existente, establece este tipo de diferenciación. Por otra parte, tampoco podría establecerse una separación entre los efluentes industriales, mineros, hidrocarburíferos -que como efluente es lo que interesa desde el punto de vista ambiental- a pesar de que son regulados en leyes y reglamentos -tanto específicos de cada una de esas normas, como generales que se refieren a un más amplio espectro de productos y contaminantes. Por ejemplo, en el enfoque general, las reformas del Código de Policía Marítima, asignan competencias a la Dirección General de la Marina Mercante y del Litoral (DIGMER) en el control de efluentes hidrocarburíferos y otras sustancias nocivas. Esto incluye efluentes industriales en las zonas costeras y ríos navegables
.

VII. Formulación de políticas sobre productos químicosTC \l3 "Formulación de políticas sobre productos químicos
En consecuencia, si bien tal vez podría resultar conveniente, para efectos de su estudio y análisis, la separación entre productos químicos, radioactivos, peligrosos, desechos sólidos, líquidos, etc., la normativa forzosamente deberá abarcarlos en su totalidad para efectos de la formulación de políticas: dictaminar políticas y estrategias referentes específicamente a los productos químicos, en sus diferentes aspectos. La razón principal es que muchos de los productos químicos básicos son los mismos para las diferentes clasificaciones, como sería el caso del ácido sulfúrico y otros compuestos químicos básicos. Es decir, aquellos que son utilizados como precursores para procesamiento de estupefacientes, así como en la industria farmacéutica y en procesos industriales. Asimismo, se emplean en la preparación de insumos agrarios y en diferentes fases de la industria minera e hidrocaburífera.

VII. Regulación del procesamiento y uso de productos químicosTC \l3 "Regulación del procesamiento y uso de productos químicos
Para los aspectos regulatorios del ciclo de los productos químicos, se deberá reforzar la potestad del CIPA atribuida por la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental. Para el efecto deberá contar con la asesoría, propuestas y proyectos de las diferentes instituciones públicas y privadas vinculadas con el tema. Pueden mencionarse entre ellas: Dirección de Hidrocarburos, Dirección de Minería, Ministerio de Salud, municipalidades, el Ministerio de Agricultura, CONSEP, Dirección General de la Marina Mercante y del Litoral (DIGMER), etc.

También debe fortalecerse el papel que desempeña el INEN, conforme a su Ley de creación. A diferencia de la competencia del CIPA que podría determinar los estándares y parámetros en los diferentes aspectos del ciclo de los productos químicos, en cambio el INEN establece las medidas y estándares de composición, contenido, medida, denominación necesarios para establecer la determinación exacta del producto, su calidad y grado de pureza. En este contexto, el CIPA establece los estándares ambientales, mientras el INEN considera las condiciones y requisitos de la comercialización de los productos; siendo en este sentido sus ámbitos complementarios. No obstante, por la naturaleza de sus funciones, la normativa del INEN inevitablemente contendrá con frecuencia aspectos ambientales.

En la comercialización del producto se entienden incluidas las actividades de empaque, recipientes, etiquetaje y transporte. Corresponde a los municipios, como se verá inmediatamente, controlar el cumplimiento de las normas de almacenamiento y disposición del producto. El contenido de las normas para el transporte es de competencia de la Policía Nacional y la Comisión de Tránsito del Guayas, en el marco de la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre
.

Resultan especialmente importantes las provisiones de permisos y autorizaciones sobre los diferentes componentes del ciclo de los productos químicos. La Ley debe especificar la prohibición de intervenir en las actividades del ciclo de los productos químicos a personas o entidades que no cuenten con la autorización correspondiente.

En el ámbito de su competencia, los municipios determinan aspectos como: zonificación para ubicación de bodegas y depósitos de productos químicos, según las características de estos; tiempo de almacenamiento; y ubicación de lugares de tratamiento.

VII. El control del ciclo de los productos químicos y la imposición de sancionesTC \l3 "El control del ciclo de los productos químicos y la imposición de sanciones
La administración, manejo y operación de los productos químicos corresponde a las diferentes instituciones públicas que se ocupan de los productos en el contexto de su uso y aprovechamiento. Algunas de estas instituciones han sido enumeradas líneas arriba. En general, ellas ejercen el control de los diferentes componentes del ciclo de los productos químicos, incluyendo lo referente a su importación, en el contexto de la supervigilancia que realizan a estas instituciones en las actividades que utilizan los productos químicos: industriales, farmacéuticas, agrícolas, usos prohibidos, etc.

Finalmente, en cuanto a la imposición de sanciones, cabe señalar que según la doctrina constitucional penal solamente podrán imponerse sanciones previamente tipificadas, vale decir debidamente descritas en una norma legal, no siendo posible establecerse en forma administrativa. La tipificación consiste en describir en forma concreta la acción u omisión prohibida, fijándose en cada caso el tipo de sanciones aplicables, sean estas de índole administrativa, civil o penal, sin que esto pueda establecerse de forma indeterminada.

En general, la tendencia en la actualidad, es de referir en lo posible la cuestión del procedimiento a la Función Judicial, en cuanto sea procedente. Por ejemplo, las actividades que tienen una sanción penal, se deben someter a los jueces penales, correspondiendo a la autoridad administrativa suministrar el expediente respectivo, con la información necesaria para que el Juez pueda aplicar la norma correspondiente. Para el caso de los procedimientos penales, la Ley de Medio Ambiente contempla la posibilidad de los ciudadanos y los funcionarios competentes de presentarse como acusadores particulares, lo cual debería expresamente confirmarse para todos los funcionarios administrativos que ejercen actividades de control.

Las sanciones de índole administrativa están contempladas en diferentes normativas legales. Sería conveniente una revisión de las diferentes provisiones legales que sancionan infracciones legales en el ciclo de los productos químicos, con sugerencias que permitan proponer reformas a las sanciones existentes, si estas son insuficientes, inapropiadas o carecen de una adecuada tipificación que dificulte que ellas sean aplicadas.

VII. El papel de la participación pública en la gestión ambiental de los productos químicosTC \l3 "El papel de la participación pública en la gestión ambiental de los productos químicos
La necesaria participación pública debe contemplarse en el nivel de suministro de insumos para la formulación de políticas. En todos los niveles de la gestión se manifiesta la participación pública en el ejercicio de la legitimidad procesal a través del recurso de amparo y en las instancias civiles, penales y administrativas. Igualmente esta participación se amplía en la actualidad con la posibilidad de acudir ante el Defensor del Pueblo.

Para un adecuado ejercicio de la participación pública resulta necesario fijar los parámetros sobre la oportunidad, alcance y efectos de esa participación, lo que se discute en otro apartado de este informe.

VII. Implementación jurídica de criterios de la UNAMA sobre el manejo de productos químicos y desechos

En consecuencia, en el contexto jurídico vigente, un Consejo como el que se propone en el "proyecto de ley para el Manejo de Productos Químicos Industriales" podría discutir y recomendar las políticas generales que tengan que incorporarse en las políticas generales de desarrollo de SEGEPLÁN. Este consejo podría actuar en calidad de un órgano asesor adjunto al CIPA.

Las políticas específicas deberían canalizarse a través del Ministerio del Medio Ambiente y las instituciones públicas y privadas que actúan en cada uno de los sectores mencionados.

Los estándares deberían poderse expedir por el CIPA conforme a la Ley de Prevención y Control de la Contaminación, a base de las necesarias consultas con las indicadas instituciones públicas y representantes de los sectores productivos y de los usuarios.

El control y seguimiento se realiza por las instituciones competentes, acudiendo en lo pertinente a los mecanismos del permiso y la autorización administrativos.

Las sanciones, igualmente deberán ser aplicadas a través de las instituciones correspondientes. Las sucesivas reformas legales, incluyendo la modificación del proyecto de Ley de Medio Ambiente, deben sujetar el juzgamiento de estas materias a las autoridades judiciales, con el apoyo de la información y expedientes administrativos de las autoridades y la participación popular, a través de los instrumentos disponibles: legitimación popular, recurso de amparo y Defensor del Pueblo.

Principios y textos para la reforma de la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental (LPCCA) y para el proyecto de Ley Medio Ambiente (pLMA)TC \l2 "Principios y textos para la reforma de la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental (LPCCA) y para el proyecto de Ley Medio Ambiente (pLMA)
La Ley de la Modernización
 asigna competencias al Ejecutivo para "[l]a reestructuración administrativa ... de aquellas entidades e instituciones de derecho público que deban permanecer como parte del Estado, incluyendo ... (el) ejercicio de competencias". Asimismo, esta Ley declara "de competencia exclusiva del Ejecutivo la regulación de la estructura, funcionamiento y procedimientos de todas sus dependencias y órganos administrativos"
.

A base de las citadas provisiones, el Decreto Ejecutivo correspondiente contendrá, entre otras disposiciones pertinentes:

Reforma del Capítulo VII de la LPCCA:

En el título, después de: "De la Prevención y Control de la Contaminación de los Suelos", añadir: "y del manejo de los productos químicos"

A continuación del Art. 25, de este capítulo, añádanse tres artículos innumerados que dirán:

Art. ... .-
En los términos del Código de Policía Marítima, la Dirección General de la Marina Mercante y del Litoral (DIGMER) ejercerá el control sobre el manejo de insumos y productos químicos, así como sobre las emisiones y efluentes en las zonas costeras y ríos navegables.

Art. ... .-
Para la regulación de normas sobre contenido, calidad, cantidad, etiquetado, empaque y otras de similar índole, relacionadas con productos químicos, el INEN ejercerá las potestades que le asigna su ley de creación.

Art. ... .-
Las políticas generales sobre manejo de productos químicos se formularán en consulta con las instituciones mencionadas en este capítulo con las demás que contemple el respectivo Acuerdo del CIPA. Este acuerdo dispondrá la integración del "Consejo Nacional para el Manejo de Productos Químicos", bajo la Presidencia del Ministerio de Medio Ambiente, cuya secretaría la ejercerá la UNAMA de la Secretaría General de Planificación -SEGEPLÁN.

Las políticas así formuladas se discutirán con el Ministerio del Medio Ambiente y la Secretaría General de Planificación (SEGEPLÁN). SEGEPLÁN incluirá lo pertinente en sus planes y proyectos, así como en los Planes de Desarrollo.

Las políticas específicas y sectoriales serán adoptadas y aplicadas por las respectivas instituciones, incluyendo el Ministerio de Medio Ambiente, sin perjuicio de las sucesivas modificaciones que propongan en discusiones del Consejo referido.

Modificación del proyecto de Ley de Medio Ambiente. Por constituir una reforma de competencias, este texto se podría incluir provisionalmente, hasta que se apruebe la Ley, en el Decreto Ejecutivo que reordena del funciones CIPA, que se propone en el presente informe:

A continuación del Título sobre "Régimen institucional de la Gestión Ambiental", se deberá desarrollar otro sobre "Autorizaciones, permisos y licencias ambientales", con el articulado siguiente:

Art. ... .-
Sin perjuicio de lo determinado en esta Ley, el CIPA determinará por Acuerdo las actividades en las cuales las instituciones públicas competentes establecerán autorizaciones, permisos, concesiones y licencias relacionados con el medio ambiente.

Los rubros sobre las que podrán recaer estas autorizaciones podrán ser: procedimientos y procesos de prospección, explotación, aprovechamiento, procesamiento, embalaje, transporte, mercadeo, comercio, uso y utilización.

Art. ... .-
Para que recaiga el requisito de una autorización sobre alguna o algunas de estas actividades, se requiere que presenten un alto grado de potencial contaminante peligroso. Los parámetros de la contaminación y la peligrosidad serán determinados por el CIPA.

El CIPA elaborará las listas de los productos potencialmente contaminantes que estarán sujetos a permisos en su ciclo de uso, incluyendo los productos químicos. Asimismo, determinará la institución pública que deberá otorgar el permiso de acuerdo con la legislación respectiva. Cuando la ley no atribuya estas funciones a una institución pública determinada, el CIPA la determinará.

Art.-
Las autorizaciones contemplan los siguientes componentes, según resulte procedente:

1. Condiciones para que el permiso sea necesario: cantidades mínimas, uso previsto y otros que se consideren procedentes.

2. Referencia a la normativa interna institucional donde se haya incluido la actividad respectiva.

3. Niveles de inmisión
 y emisión.

4. Aprobación de planos de construcción y ubicación en la zonificación respectiva, para el caso de autorizaciones solicitadas por municipalidades.

5. Referencia de inspecciones, información pública y notificación a los vecinos inmediatos.

6. Medidas de manejo: transporte, mitigación, restauración, remediación, etc., contempladas. Fianzas e indemnizaciones que correspondan en los diferentes casos.

7. Sanciones acordadas.

8. Informes periódicos que correspondan y su contenido.

Las autorizaciones, permisos, licencias y concesiones correspondientes no tendrán necesariamente todos los componentes descritos.

No se requiere aprobación expresa de los documentos presentados. Se aplicará el principio del silencio administrativo favorable en quince días a partir de la presentación de la documentación respectiva. Dentro del término de quince días la autoridad podrá solicitar por una vez las aclaraciones, modificaciones y correctivos correspondiente.

Art. ... 
La población, organizaciones no gubernamentales, usuarios y vecinos ejercerán la legitimidad procesal para demandar el cumplimiento de las medidas de manejo, pago de indemnizaciones, información, presentación de informes y aplicación de sanciones establecidas. Para el efecto, solicitarán lo pertinente a las autoridades respectivas. Ante su silencio o inacción, acudirán ante los tribunales distritales de lo administrativo.

VIII. DESCENTRALIZACIÓN Y DESCONCENTRACIÓN INTEGRADA DE PLANEAMIENTO DEL DESARROLLO SUSTENTABLE

TC \l1 "DESCENTRALIZACIÓN Y DESCONCENTRACIÓN INTEGRADA DE PLANEAMIENTO DEL DESARROLLO SUSTENTABLE
VIII. IntroducciónTC \l2 "Introducción
La descentralización se ubica en una serie de contextos, relacionadas todos ellos con la gestión pública. Lo que interesa para el presente apartado es el ejercicio de la actividad descentralizadora en el rubro de las políticas, planificación y financiamiento. Pero principalmente cabe desarrollar la desconcentración de estos rubros.

La desconcentración es el traspaso de recursos y competencias del órgano rector institucional a las unidades administrativas locales, dentro de la Administración Pública. También es desconcentración el traspaso hacia las unidades locales de las demás entidades de derecho público.

Se entiende por descentralización el traspaso que hace el Gobierno central de recursos y competencias a favor de otras personas jurídicas de derecho público. Estas personas jurídicas manejan tales recursos y ejercen tales competencias en forma autónoma. Se distingue la descentralización territorial y la funcional. En la descentralización funcional, una persona jurídica de derecho público asume funciones específicas sectoriales que desarrollan autónomamente a nivel nacional -por ejemplo el manejo de las aguas o de las construcciones escolares. En la descentralización territorial las competencias y recursos se manejan y se ejercen en una circunscripción geográfica determinada. En el Ecuador, están descentralizadas territorialmente las municipalidades, consejos provinciales y las corporaciones regionales de desarrollo.

La autonomía de las entidades descentralizadas tiene una amplia latitud en su ejercicio. Sin duda que los municipios y los consejos provinciales tienen un margen superior de autonomía que las demás personas jurídicas de derecho público en el Ecuador, con excepción de las universidades. La Constitución abarca a los municipios y consejos provinciales en la denominación de "entidades del régimen seccional autónomo" -en este apartado se las denominará también como "entidades seccionales". El antecedente de su autonomía es que tienen una existencia y origen prácticamente paralelo -o incluso anterior- al del Estado y sus autoridades son designadas por elección popular. Además recolectan y administran sus propias rentas. Finalmente, legislan en las materias de su competencia, dentro de su ámbito territorial. En contrapartida, las entidades seccionales, tanto como las demás entidades públicas, están sometidas a las mismas leyes que rigen las instituciones públicas. Adicionalmente, requieren del dictamen del SEGEPLÁN en la aprobación de sus presupuestos y la autorización del Ministerio de Finanzas para el establecimiento de sus tributos.

Las demás entidades, que no pertenecen al régimen seccional autónomo, ostentan una autonomía de menor grado. En efecto, están sometidas a la "tutela administrativa" del Gobierno central, que la ejerce a través de los directorios institucionales, con mayoría designada por el Ejecutivo. Como las demás entidades descentralizadas del Estado, los directorios institucionales ejercen las principales funciones directivas, como son los nombramientos de los más altos funcionarios, aprobación presupuestaria y contractual. Sus presupuestos son aprobados por el Congreso Nacional. Una notable excepción en la designación de la mayoría de directores por el Ejecutivo es el CREA, donde los directores designados por el Ejecutivo constituyen una minoría. En lo demás, esta entidad regional de desarrollo se encuentra igualmente sometida a las normas del derecho público.  

En todas las entidades descritas, sean del régimen seccional autónomo o corporaciones regionales de desarrollo, la mayor parte de sus fondos provienen del Ministerio de Finanzas. Aunque una gran diferencia entre las entidades seccionales y las demás de derecho público es que las entidades del régimen seccional autónomo tienen potestad para imponer y colectar tributos. Este rubro, sin embargo, constituyen una proporción más pequeña de sus rentas totales. Las corporaciones a lo mucho podrían colectar tasas y derechos determinados, como por concesiones de agua, llegado el caso, por ejemplo. También podrían obtener ingresos de la población a través del rubro presupuestario "ingresos de la actividad empresarial", teóricamente. Aunque ahora no se conoce que alguna de las corporaciones ejerza este tipo de actividades. Ni se esta recomendando en este informe que lo hagan.

Desde el punto de vista presupuestario, se ha visto, las entidades seccionales formulan y aprueban sus presupuestos propios, aunque requieren del dictamen vinculante de SEGEPLÁN. Pero no tienen control sobre el monto que les remite el Ministerio de Finanzas, que constituyen la mayor proporción de sus ingresos presupuestarios. En efecto, la legislación sobre los fondos destinados a las entidades seccionales (Fondo de Desarrollo Seccional -FODESEC- y Fondo de Desarrollo provincial -FONDEPRO) y los establecidos en la Ley de Descentralización contienen lineamientos y parámetros para la determinación de sus montos. Estos parámetros toman principalmente en consideración el número de habitantes y las necesidades económico sociales insatisfechas de las poblaciones. Las normas legales pertinente no prevén participación formal ni consulta de las entidades seccionales en este trámite de la determinación de las rentas. Tampoco se consideran para los cálculos necesarios la vinculación con actividades de planificación que lleven a cabo en la respectiva circunscripción las dependencias del Estado -delegaciones provinciales, oficinas locales de entidades públicas y subsecretarías locales.

Las inversiones de las corporaciones regionales de desarrollo también deben constar en la lista de inversiones prioritarias del SEGEPLÁN. Esta lista de inversiones prioritarias sirve de pauta para los municipios y consejos provinciales
.

En este apartado deberá tratarse principalmente la desconcentración del planeamiento. Vale decir de los procedimientos necesarios para insertar los insumos locales en la formulación de las políticas, planificación y financiamiento nacionales y seccionales.

En el caso del financiamiento los insumos de la planificación local se deberán reflejar en la formulación presupuestaria de los "programas" del Presupuesto del Gobierno Central. Por otra parte, la descentralización para formular las políticas, planificación y financiamiento locales está reconocida constitucionalmente para las municipalidades respectivas dentro del ámbito de sus competencias específicas. Existe una descentralización completa de las entidades del régimen seccional autónomo en la planificación de sus acciones propias, así como para determinar el uso de los suelos cantonales. Esta potestad de ordenamiento territorial se encuentra reforzada por la declaratoria de la Carta Suprema, como se estudia en otro apartado de este informe. Finalmente, el financiamiento municipal se encuentra menos descentralizado que los otros puntos señalados. En efecto, tanto la aprobación del presupuesto municipal como el establecimiento de tributos requiere aprobaciones del SEGEPLÁN y del Ministerio de Finanzas, como se ha explicado.

En consecuencia, resulta claro que en este apartado se deberá estudiar sin duda la descentralización, pero principalmente la desconcentración del planeamiento del desarrollo sustentable. A su vez, esta desconcentración deberá aplicarse conjuntamente con las demás entidades locales, en forma integrada. Por tal razón se denomina a este esquema de "desconcentración integrada".

VIII. Desconcentración Integrada del planeamiento del desarrollo sustentableTC \l2 "Desconcentración Integrada del planeamiento del desarrollo sustentable
La Ley de Modernización se pronuncia expresamente sobre la desconcentración al disponer:

Art. 35.-
Delegación de atribuciones.- Los ministerios de Estado, las entidades adscritas a estos, las entidades del sector público establecidas en el artículo 128 de la Constitución Política de la República y los organismos de control a los que se refieren los artículos 116, 117 y 118 de la misma, en virtud de lo dispuesto en su artículo 121 y en esta Ley, y sin perjuicio de lo que dispongan sus leyes constitutivas o las que rigen sus actividades, deberán a través de sus máximos personeros y cuando la importancia económica y/o geográfica de la zona así lo amerite, dictar los acuerdos o resoluciones que sean necesarias para delegar sus atribuciones. En estos acuerdos o resoluciones se establecerá el ámbito geográfico donde los funcionarios delegados ejerzan sus atribuciones.

En el asunto expreso de la planificación, la Ley Orgánica del Consejo Nacional de Desarrollo establece los "comités de desarrollo que funcionarán como organismos consultivos y de coordinación del CONADE". Estos comités, presididos por el Prefecto Provincial están integrados por el Gobernador de la provincia, los alcaldes cantonales y un delegado del Presidente del CONADE. Además lo integran delegados de la UNE; de las federaciones provinciales de: trabajadores, artesanos, campesinos e indígenas; de las cámaras de la producción y de las universidades y escuelas politécnicas
. El reglamento de la Ley asigna a estos comités las funciones de participar al CONADE las "aspiraciones socio-económicas de la provincia" para ser incluidas en el Plan Nacional de Desarrollo,  coordinar las acciones de las instituciones vinculadas con el desarrollo de la provincia y "centralizar y sistematizar" la información sobre la provincia y los cantones, conforme a "las normas establecidas por la Secretaría General de Planificación"
. A pesar de disponerse la reunión de estos comités ordinariamente cada tres meses, de hecho se ha producido una sola reunión, en la década de los ochenta.

La desconcentración del planeamiento nacional se debe distinguir de la planificación regional. En este último caso una corporación regional de desarrollo o un grupo de instituciones públicas y privadas formulan un plan de desarrollo local. Lo usual es que este tipo de planes propongan financiamientos varios provenientes la corporación regional de desarrollo y de desembolsos directos del gobierno central.

Por otra parte, el esquema de desconcentración integrada que se discute en este apartado, contempla: 1. una formulación a base de insumos locales; 2. con participación comunitaria, 3. con financiamiento del Presupuesto del Estado o de presupuestos de entidades públicas o de ambos conjuntamente 4. en proyectos locales o regionales; 5. comprensivos de la acción de dos o más delegaciones locales o regionales de las instituciones públicas, que podría incluir entidades seccionales.

VIII. Esquemas regionales de planificación nacionalTC \l2 "Esquemas regionales de planificación nacional
VIII. El ECORAETC \l3 "El ECORAE
El Fondo para el Ecodesarrollo Regional Amazónico se establece con la intención de "aplicar un modelo de desarrollo compatible con la conservación y defensa de la integridad ambiental de la Región Amazónica Ecuatoriana". Como medio para alcanzar esta finalidad, se acude al "fortalecimiento (de la) capacidad de gestión de los organismos seccionales amazónicos ... en coordinación con las organizaciones sociales de la región (que ) deben impulsar sus actividades en el marco del Plan Maestro para el Ecodesarrollo Regional Amazónico que debe formularse, como parte del Plan Nacional de Desarrollo, para concretar un manejo descentralizado de sus políticas e inversiones"
.

La fuente petrolera de este Fondo le asegura un financiamiento sustancial. La mayor parte de sus rentas se canaliza a los municipios y consejos provinciales amazónicos de Sucumbíos, Napo, Pastaza, Morona Santiago y Zamora Chinchipe. El Instituto para el Ecodesarrollo Regional Amazónico administra el Fondo Regional constituido por un 15% del fondo
.

La principal función del Instituto es de formular una planificación regional, conjuntamente con el Consejo Nacional de Desarrollo (CONADE). Con este Consejo también realiza "la evaluación anual de la política y proyectos de Ecodesarrollo"
. Adicionalmente le corresponde la actividad fundamental de "realizar programas de capacitación para preparación y evaluación de proyectos de Ecodesarrollo y coordinar las campañas de educación ecológica"
.

Es adecuado el concepto de apoyar la planificación regional amazónica. Así, este ejercicio regional se convierte en políticas obligatorias de Estado a través de su integración en el Plan de Desarrollo del CONADE. No obstante, el cuerpo colegiado político que se establece, no solamente ejerce funciones directivas sino también ejecutivas y operativas, porque aparentemente también elabora el Plan y lo aprueba. La ley no se refiere expresamente a la potestad del cuerpo colegiado de formular el plan, pero no se encuentra otra referencia a esta actividad, por lo que se estima que correrá a cargo del Secretario Ejecutivo. En vista de tener su domicilio en Quito, se dificulta una participación local activa tanto de la población como de las autoridades locales en la elaboración de estos planes. Mas bien, la experiencia es que los recursos del Instituto se canalizan directamente a las instituciones públicas y privadas regionales para ejecución directa de obras.

Pero más importantes que los recursos del Instituto mismo, que suman el 15%, el mayor volumen de fondos es el que se canaliza a los consejos provinciales y municipalidades. Es en esta área donde mayormente se requiere de una utilización adecuada, conforme a los planes aprobados conjuntamente con las entidades seccionales. En efecto, según la Ley los recursos del Fondo se deberán asignar a "proyectos de vialidad y saneamiento ambiental ... y, especialmente, para los contemplados en el Plan Maestro de Ecodesarrollo de la Región Amazónica"
.

El Programa de Manejo de Recursos Costeros (PMRC) se orienta asimismo a la planificación regional de la conservación y uso de recursos. Pero, en contraste con el ECORAE, su enfoque y estructuración integra la participación local pública y privada. Ambos esquemas (ECORAE y PMRC) tienen en común que sus propósitos de integrarse en la planificación nacional a través de la desconcentración integrada y la descentralización no se han cristalizado aún.

VIII. El Programa de Manejo de Recursos CosterosTC \l3 "El Programa de Manejo de Recursos Costeros
El Programa de Manejo de Recursos Costeros se estableció en 1989, pero su última estructuración es de 1995. Su objetivo es "la conservación, restauración, protección y desarrollo sustentable de los recursos costeros en las provincias de Esmeraldas, Manabí, Guayas, el Oro y Galápagos" (Art. 2). Se visualiza su desenvolvimiento con la participación de entidades públicas y privadas. En las provincias costeras se han designado zonas especiales como "áreas geográficas dentro de las cuales el Programa desarrollará un manejo integrado" (Art. 11).

La Comisión Nacional de Manejo de Recursos Costeros es el órgano directivo del Programa y se integra con ministros de Estado y los secretarios generales de la Administración Pública y de Planificación. Está presidida por el Secretario General de la Administración Pública (Art. 4).

En lo referente a políticas, se dispone que la Comisión Nacional de Manejo de Recursos Costeros asesore y recomiende al Presidente de la República "las políticas de manejo de los recursos costeros", así como vigile el cumplimiento de tales políticas. Los "planes de manejo y desarrollo" que aprueba la Comisión "estarán orientados al aprovechamiento sustentable de los recursos costeros de la Zona Especial y a mejorar la calidad de vida de la población". Los proyectos constantes en el plan de manejo son aquellos aprobados por la Comisión Zonal. Se contempla el sistema de la consulta pública (Art. 9).

Los planes de manejo y desarrollo zonales, deberán integrarse en los presupuestos institucionales públicos que conforman los programas del Presupuesto del Estado, para resultar operacionales, aunque esto todavía no se ha institucionalizado. Hasta la fecha el programa ha avanzado en la fase de consulta y la elaboración de planes integrados locales.

El paso siguiente es la inserción de estos planes locales y zonales en el sistema público presupuestario. Las cuestiones son: en qué rubros se podrá aplicar la planificación integral? cómo esto funciona en el esquema jurídico presupuestario y financiero público vigente?

Acciones necesarias para integración de insumos regionales en inversiones, planes y presupuestos institucionalesTC \l2 "Acciones necesarias para integración de insumos regionales en inversiones, planes y presupuestos institucionales
Tomando en consideración lo que tienen de común los programas de planificación regional denominados ECORAE y PMRC, se visualiza en el presente apartado un diseño de implementación, conforme a la normativa vigente.

VIII. Antecedentes de planificación regional con financiamiento nacionalTC \l3 "Antecedentes de planificación regional con financiamiento nacional
Las fases de la ejecución de los planes regionales se clasifican de acuerdo con las actividades de las diferentes Administraciones Públicas -para usar la nomenclatura administrativa española- incluyendo las seccionales, así como la participación de las poblaciones locales. Deben considerarse:

VIII. El ejercicio de la planificación;

VIII. La fase de la concesión de permisos y toma de decisiones;

VIII. El financiamiento de obras;

VIII. La ejecución de los planes y programas: y

VIII. La recuperación de los créditos, cuando sea procedente.

Para la determinar de las actividades necesarias para ejecutar los proyectos, estos se clasifican en:

1. Estudios

2. Ejecución de obra

3. Prestación de servicios

4. Actividades y tareas administrativas públicas

5. Actividades y tareas administrativas privadas

Para todos los proyectos deben tomarse en cuenta las siguientes consideraciones:

1ª.
 El financiamiento puede provenir de una o varias asignaciones presupuestarias o de un préstamo;

2ª.
incluido o no en el Plan de Inversiones prioritarias del CONADE;

3ª.
Incluido o no en uno o más presupuestos institucionales del ejercicio corriente o en el proyecto de presupuesto para el año siguiente;

4ª
Existencia de una partida específica en el presupuesto corriente o incluido dentro de una partida general, con una asignación suficiente;

5ª
Existencia o no de co-financiamiento de otras instituciones públicas o privadas;

6ª
Si hay una sola o más de una institución ejecutora;

7ª
Ejecución de la obra o prestación del servicio por administración directa o por contratación

8ª
Identificación de autorizaciones y permisos administrativos que corresponde otorgar a otras instituciones públicas;

9ª
En caso de préstamo, si requiere reembolso al prestamista o no;

10ª
Posibilidad de que el municipio colecte contribución especial de mejoras contemplada en la Ley de Régimen Municipal, que se cargue a los beneficiarios de la obra realizada o imposición de tasas por los servicios prestados.

VIII. Sistema nacional de planificación y financiamiento públicoTC \l3 "Sistema nacional de planificación y financiamiento público
La planificación es elemento indispensable para la ejecución de las obras; por supuesto para anticipar los necesarios requerimientos de recursos humanos y materiales, pero principalmente para conseguir los recursos financieros necesarios.

Los recursos financieros se consiguen a través de: a. Préstamos; y b. Asignaciones presupuestarias. En ambos casos se requiere de planificación formal previa.

En efecto, el Consejo Nacional de Desarrollo (CONADE), a base del Plan Nacional de Desarrollo y los planes operativos anuales establece un proyecto de plan de inversiones de corto y mediano plazo, que es aprobado por el Ministro de Finanzas. En la Subsecretaría de Presupuesto de este ministerio, se elaboran informes periódicos con las modificaciones que se vayan introduciendo en este plan.

Cualquier proyecto de inversión que una institución pública requiera incluir en su presupuesto deberá constar en el mencionado plan de inversiones elaborado por CONADE y ajustado por la Subsecretaría de Presupuesto del Ministerio de Finanzas.

La existencia de un proyecto en el Plan de Inversiones es un importante respaldo para conseguir su inclusión en el presupuesto de la institución respectiva.

Por otra parte, la planificación de actividades de una institución pública determina los asuntos y períodos en que van a trabajar los funcionarios de esa institución a lo largo del año fiscal. En los planes se incluyen, por ejemplo, los desplazamientos en comisiones de servicio, que van a determinar el monto de los viáticos requeridos. Asimismo, los planes determinan los recursos materiales y humanos necesarios para cumplir los objetivos institucionales.

En consecuencia, en toda planificación local en que participen representantes de diferentes instituciones cabe determinar: 1. la institución que hará el seguimiento de los pasos administrativos necesarios en cada institución; 2. el cronograma respectivo; y, 3. sus contrapartes, que podrían ser representantes de organizaciones comunitarias. Asimismo, procede determinar las actividades que requieren procedimientos y decisiones institucionales, como: permisos, concesiones, autorizaciones o dictámenes, para resolverlas en el seno del cuerpo colegiado nacional o remitir oficio a quien competa. Por ejemplo, para obras o actividades que se ejecuten en la llamada zona de playa y bahía urbanas se requerirá el permiso de la municipalidad, antes de la autorización de la Dirección Nacional de la Marina Mercante y del Litoral (DIGMER).

Así, en todas las etapas es indispensable la integración de las municipalidades, porque a ellas le tocará ejecutar muchas de las tareas necesarias para la ejecución de los planes y otorgar las autorizaciones respectivas. Asimismo, conforme a la última reforma constitucional las municipalidades pueden expedir ordenanzas ambientales y de protección de zonas ecológicas.

VIII. Concesión de Permisos y Toma de DecisionesTC \l3 "Concesión de Permisos y Toma de Decisiones 

Los planes y programas regionales y locales se refieren generalmente a la realización de obras, pero también pueden incluir: diseños de políticas, pautas para la toma de decisiones, manejo administrativo, esquemas de racionalización para trámite de permisos, etc. 

 Muchos de los programas locales requieren efectivamente este tipo de integración en concesión de permisos, como por ejemplo en el programa turístico, que incluye coordinación y cooperación de las municipalidades, CETUR, Subsecretaría de Recursos Pesqueros, Ministerio de Agricultura -y DIGMER, en la zona costera; lo que explica por qué la desconcentración integrada del planeamiento necesita la contrapartida de un cuerpo colegiado que agrupe las más altas autoridades que tengan competencia en los problemas visualizados -el cuerpo colegiado político con ámbito nacional.

VIII. FinanciamientoTC \l3 "Financiamiento 

Las cuestiones a considerar en la discusión local de actividades que requieran un financiamiento de una o más instituciones públicas o de instituciones públicas y privadas conjuntamente, en las que cabe una integración administrativa son:

1°.-
Cómo se reparte el financiamiento de la obra entre las diversas instituciones;

2°.-
Si se trata de financiamiento por créditos internos (por ejemplo, Banco del Estado -BEDE) o internacionales (BID, Banco Mundial), también hay que determinar monto de las contrapartidas de cada institución participante;

3°
Asimismo, hay que detallar las previsiones necesarias sobre pagos y reembolsos, que son consideraciones necesarias para las solicitudes de financiamiento. En primer lugar cabe determinar qué institución o instituciones van a pagar el crédito, si este es reembolsable.

VIII. Ejecución de ObrasTC \l3 "Ejecución de Obras
Pasando ya directamente a la cuestión de la ejecución de obras, cualquier plan local precisa de "participantes" para su ejecución.

La ejecución de las obras se realiza por administración directa o por contratación.

Que institución ejecuta?, o más apropiadamente, qué institución contrata la ejecución y controla y recibe la obra. Cabe integración administrativa en este asunto?. La respuesta es: sí cabe integración administrativa en la contratación y ella se puede manifestar en la fase de selección del contratista, en la cual, según la Ley de Contratación Publica se requiere que integren el comite de contrataciones "dos técnicos" con voto y un numero indeterminado de asesores con voz, los cuales pueden ser funcionarios de las instituciones publicas y privadas de contraparte, de modo que efectivamente la contratación se haga por un comite que incluya a las partes involucradas.

Generalmente se realizan por contrato los estudios y las obras físicas de mayor envergadura. Las de más alta cuantía son contratadas con empresarios particulares. En ocasiones el Ministerio de Obras Pública contrata la ejecución de obras con los municipios y consejos provinciales, para que estos procedan a la sub-contratación.

Otra alternativa menos utilizada, pero que debería enfatizarse en el contexto de la participación de las organizaciones locales, sería entregar a una de estas la contratación de la obra. La supervisión podría encargarse conjuntamente a otras organizaciones locales y a instituciones públicas, lo que debería tener asimismo un financiamiento previsto. Para las obras públicas se considera un monto que oscila entre el 2% y el 5% para este rubro de la fiscalización.

Por otra parte, las instituciones públicas que administran recursos naturales, ejecutan obra física en un menor volumen, como por ejemplo el Ministerio de Agricultura y Ganadería, la Subsecretaría de Recursos Pesqueros y CETUR. No obstante, al interior de las áreas protegidas, el INEFÁN requiere la ejecución y contratación de numerosas obras físicas que contribuyen a las finalidades previstas.

VIII. PagoTC \l3 "Pago
El último punto, como se adelanto líneas arriba, es: qué institución va a pagar el crédito, si este es reembolsable. 

Sobre el asunto del pago y la recuperación del crédito, para los proyectos auto-financiables se puede adelantar que doctrinalmente es posible, con independencia de quién haga la obra pública, que el municipio respectivo pueda cobrarla selectivamente a los beneficiados directamente a través de las llamadas contribuciones especiales de mejoras, reguladas en la Ley de Régimen Municipal. En algunos casos, este mecanismo se puede considerar un aporte directo del Gobierno central a ese municipio. Teóricamente, la Administración Pública también podría colectar las tasas correspondientes, pero en una forma mucho menos efectiva y más costosa.

Consecuentemente, correspondería a la municipalidad la percepción de las tasas y contribuciones, así como el pago del préstamo, cuando fuere procedente.

VIII. Aspectos jurídicos de la participación de las organizaciones localesTC \l3 "Aspectos jurídicos de la participación de las organizaciones locales 

Se considera como suficiente participación de las organizaciones locales la existencia de cuerpos colegiados comunitarios integrados por los principales usuarios de recursos naturales de la zona, en que participen también las municipalidades. Estos cuerpos colegiados tienen como finalidad contribuir en la identificación de los problemas y de los proyectos necesarios. En estas reuniones, también cabría que un cuerpo colegiado regional reflexione en el proceso, es decir, que en base de la enumeración de los problemas y de las posibles soluciones, expresadas en obras, contribuya con la descripción de los problemas administrativos existentes para la ejecución de los indicados proyectos.

Las reuniones subsiguientes podrían dedicarse al comentario sobre los borradores iniciales que elabore una Secretaria Técnica, en base de los lineamientos general del cuerpo colegiado local. En esas discusiones se debe expresar a los miembros del cuerpo colegiado la razón por la que alguna o algunas de sus ideas no se incluyeron en el plan, y por qué otras ideas que no se presentaron sí se han incluido en este borrador. En esta fase se podría repetir el ejercicio, esta vez con el cuerpo colegiado político con ámbito nacional.

El resto del trabajo podría efectivamente realizarse entre el equipo técnico del proyecto con participación de la comunidad, la secretaria técnica y algunos miembros del cuerpo colegiado regional.

 Se considera que los procedimientos descritos cumplirían efectivamente el enunciado de desconcentración integrada administrativa para la planificación.

Es más conveniente que las decisiones de los comités locales y regionales sean tomadas por consenso. Esto se aplica especialmente a las reformas de planes aprobados. No obstante, los funcionarios públicos deberían poder vetar los acuerdos o propuestas de reformas sobre asuntos concernientes a su competencia propia. Así, el delegado de una corporación regional de desarrollo debería poder vetar motivadamente un asunto o proyecto de reforma del Plan, en la parte concerniente a las competencias de la Corporación y que, por lo tanto, esta tendría que financiar y ejecutar.

En estos casos de veto, las alternativas podrían ser:

1°
Remitir el proyecto a la Secretaría Ejecutiva para que con la asistencia de los miembros que se designen del comité técnico se reforme la propuesta en el sentido que el funcionario involucrado recomiende;

2°
Pero también deberían poder los miembros del comité político regional insistir por unanimidad y remitir el proyecto a consideración del cuerpo político nacional, para que éste resuelva lo conveniente. Este cuerpo colegiado podría invitar, a través de la Secretaría General de Planificación, a la máxima autoridad competente en el manejo del recurso en cuestión, para que esta se pronuncie sobre el asunto. Para el pronunciamiento se debería tomar en cuenta la propuesta del comité y el informe motivado del funcionario local.

3°
También puede el cuerpo colegiado local recomendar ajustes determinados del proyecto a la Secretaría Ejecutiva y remitir a continuación el asunto a resolución del cuerpo colegiado nacional.

VIII. Formas jurídicas que puede adoptar la organización comunitariaTC \l2 "Formas jurídicas que puede adoptar la organización comunitaria
VIII. Organizaciones con personalidad jurídica

Corporación (comités, ligas deportivas, etc.), constituida como persona jurídica de derecho privado, conforme al Código Civil.

Fundación, como persona de derecho público sujeta al Código Civil.

Cooperativa, dentro del marco de la Ley de Cooperativas.

Comuna: Ley de Comunas y Estatuto de las Comunidades

Juntas Administradoras de Agua Potable.

Asociaciones de regantes.

VIII. Organizaciones que no tienen personalidad jurídica

Juntas parroquiales.- La Ley de Régimen Municipal establece la conformación y funciones de las juntas parroquiales. Sus miembros son designados por el concejo del cantón respectivo.

La ventaja de trabajar con las juntas parroquiales es que ellas son, de las tres alternativas contempladas las únicas que existen actualmente y tienen una estructura legal.

La desventaja es que sus miembros son designados por los concejos cantonales en forma discrecional y en la misma forma pueden ser removidos; lo que no siempre garantiza la representatividad de los integrantes de las juntas parroquiales ni su independencia para reflejar los puntos de vista de grupos determinados.

Por otra parte, la Ley de Régimen Municipal vigente no reconoce a las decisiones de la Junta Parroquial otro valor dentro del consejo que de suministrar recomendaciones. No obstante, esto se podría obviar dentro del comité local si en las regulaciones propias del comité y en una Ordenanza se establece expresamente la capacidad de integrante de pleno derecho del presidente de la Junta Parroquial o su representante.

Cualquier tipo de organización que no haya sido aprobada por el ministerio respectivo, con expresa referencia a la personalidad jurídica.


Quito, marzo de 1997

IX. RECOMENDACIONES RESULTANTES DE LA CONSULTORÍA SOBRE 

DISEÑO Y EJECUCIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS SOBRE DESARROLLO SUSTENTABLE

IX. PERFILES DEL PROYECTO –IDENTIFICACIÓN DE ACTIVIDADES Y ESTUDIOS EN EL CAMPO DE LA GESTIÓN AMBIENTAL Y LAS POLÍTICAS PÚBLICAS AMBIENTALES

–a partir de los resultados conseguidos en la consultoría

Los trabajos de consultoría realizados se engloban bajo el título de "Diseño y Ejecución de Políticas Públicas sobre Desarrollo Sustentable". El documento respectivo abarca principalmente los temas de: 1. Formulación, descentralización y desconcentración integrada de políticas de desarrollo sustentable y su implementación; 2. Legislación sobre a. regulación y estudios de impacto ambiental y b. sobre el componente institucional y administrativo ambiental de las nuevas potestades ambientales de los municipios.

Estas cuestiones jurídico-políticas se consideran competencias fundamentales del recientemente creado Ministerio de Medio Ambiente, en coordinación con la Secretaría General de Desarrollo Administrativo.

El Ministerio de Medio Ambiente se encuentra a la fecha en el proceso de estructuración institucional y administrativa. El estudio "Diseño y Ejecución de Políticas Públicas sobre Desarrollo Sustentable" consiste en el desarrollo de los antecedentes doctrinales, jurídicos y políticos de las áreas donde se deben desarrollar las políticas del Ministerio de Medio Ambiente.

En la implementación de la propuesta también se deben tomar en cuenta los lineamientos de la consultoría anterior a la presente, uno de cuyos documentos resultantes se denomina "Gestión Pública Ambiental".

En estos documentos se esquematizan los contextos para la implementación de políticas y acciones sobre los temas ambientales siguientes:

Planificación y 2. Formulación de políticas, 3. Ejercicio de potestades de normativa y regulación ambiental; 4. Seguimiento y control de la operación y manejo ambiental que corresponde a las diferentes entidades públicas.

Por otra parte, el tratamiento del tema de: 5. Jurisdicción y sanción aplicables a las infracciones ambientales deberán ser las determinadas en las leyes vigentes, más las acciones judiciales administrativas, civiles y penales que se lleve a cabo por medio de la acción comunitaria y de las ONGs y los ciudadanos en ejercicio de la legitimidad procesal que les atribuye la reforma constitucional.

En consecuencia, en el rubro de la jurisdicción y sanción, el SEGEPLÁN en la coordinación con el Ministerio de Medio Ambiente podría asumir la función de: 5. impulsar, capacitar y apoyar la Acción comunitaria en defensa del medio ambiente.

Rubros sobre los que se desarrollan las políticas y actividades:

1. Ordenamiento de uso de suelos

2. Regulación de estándares ambientales -incluyendo manejo del ciclo de los productos químicos

3. Estudios de impacto ambiental

4. Participación ciudadana

5. La educación ambiental

6. La información pública y la participación popular

7. "reglamentación legal" de nuevas competencias constitucionales de las municipalidades en el ámbito del medio ambiente

IX. FACTORES DE VIABILIDAD DEL PROYECTO: REQUERIMIENTOS TÉCNICOS PARA QUE SE PUEDA EFECTUAR UN FUTURO CONTROL Y ORIENTACIÓN AL DESARROLLO DEL PROYECTO

Una cuestión elemental relacionada con la ejecución de las propuestas de la consultoría es que el Ministerio de Medio Ambiente se encuentre debidamente estructurado, desde el punto de vista institucional y administrativo. Otro condicionamiento es el establecimiento de una relación intra-orgánica entre el Ministerio de Medio Ambiente y la Secretaría General de Planificación (SEGEPLÁN).

El Ministerio a la fecha cuenta con una subsecretaría general. Se debería establecer una subsecretaría más, de modo que cuente con: una Subsecretaría de Control Ambiental y una Subsecretaría de Recursos Naturales.

A la fecha no se encuentran cumplidas estas condiciones, pero se asume que esto se deberá realizar en el transcurso del presente año. Estos aspectos previos, sin embargo, no fueron contemplados en los términos de referencia ni en la consultoría.

Los temas definidos en el numeral anterior, considerados como competencias fundamentales del Ministerio de Medio Ambiente, se tendrán que definir en sus aspectos básicos a través de los respectivos proyectos individuales. Estos, no obstante, deberán considerar las relaciones mutuas. Esta inter-relación es especialmente importante en los proyectos que se deberán llevar a cabo en las actividades de varias instituciones públicas y en aquellas en que deba intervenir la sociedad civil.

Se considera que una vez estructurados los proyectos respectivos, su seguimiento deberá estar directamente a cargo de los Subsecretarios y en último término, del Ministro de Medio Ambiente. Su control político será el desarrollo de la actividad mínima del Ministerio de Medio Ambiente.

A cargo de cada uno de los proyectos deberá encontrarse una autoridad política y una autoridad técnica -preferiblemente una consultoría de "manejo de proyecto", con una contraparte institucional pública de los distintos ministerios y entidades involucrados.

X. PERFILES DE COMPONENTES DEL PROYECTO

En esta fase se considera indispensable la ejecución de cuatro componentes de fortalecimiento institucional para manejo de desarrollo sustentable. Los componentes son: 1. Diseño y Ejecución de Políticas Públicas de Gestión Ambiental. 2. Entrenamiento para la aplicación de normas sobre desarrollo sustentable, 3. Participación de la sociedad civil en el seguimiento, control y sanción ambientales, y 4. Ejercicio de descentralización y desconcentración integrada del planeamiento del desarrollo sustentable.

XI. COMPONENTE A.
DISEÑO Y EJECUCIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS DE GESTIÓN AMBIENTAL

XI. Antecedentes

El Ministerio de Medio Ambiente de Ecuador fue creado a fines de 1996, con potestades en políticas ambientales, recursos naturales y regulación ambiental. Sus actividades principales las tendrá que llevar a cabo a través de su cuerpo colegiado dependiente (CIPA) y la entidad adscrita de manejo forestal, áreas protegidas y silvestres, fauna y flora (INEFÁN). Para el desempeño efectivo de sus competencias ambientales requiere establecer una coordinación efectiva con las demás instituciones públicas ecuatorianas vinculadas con el desarrollo sustentable.

Para el cumplimiento de estas funciones se requiere el diseño de políticas públicas y la descripción de su manejo y coordinación. Esto se debe llevar a cabo a través de la ejecución del proyecto de "Diseño y Ejecución de Políticas Públicas de Gestión Ambiental".

XI. Objetivos

Formular el diseño global de las políticas públicas que corresponde ejecutar al Ministerio de Medio Ambiente y describir las acciones y actividades a ejecutarse para establecer un sistema de Políticas Públicas de Gestión Ambiental. El trabajo consistirá en la implantación de la fase inicial de las propuestas en las instituciones públicas. Deberá realizarse en estrecho contacto con personal de planta de las instituciones involucrados, demostrándose la capacitación e idoneidad de estos para continuar con la implantación de las propuestas.

XI. Productos

A. Documento de síntesis y operación del sistema de diseño de políticas públicas y contenidos específicos.

B. Proyectos de normativa legal y administrativa requerida.

C. Formulación de parámetros para formulación de estándares ambientales y su seguimiento, en relación con la normativa legal vigente.

D. Formulación de parámetros de estudios de impacto ambiental y su implantación de cláusulas contractuales en los contratos modelo de la Contraloría General del Estado, así como del control de cumplimiento de contratos públicos. Diseño de curso para funcionarios de Contraloría y para instructores de instituciones públicas.

E. Diseño piloto para un caso en cada una de tres instituciones públicas de formalización de sistema de información pública ambiental y de participación ciudadana. Propuesta para la participación del Ministerio de Medio Ambiente, dentro del ámbito de las competencias respectivas. Incluye el esquema por el cual se toman en consideración los criterios y discusión de insumos comunitarios. Se deben incluir lineamientos para sintetizar categorías y la motivación de por qué se incluyen o no los planteamientos expuestos.

F. Discusión y propuestas para implementación de "reglamentación legal" de nuevas competencias constitucionales de las municipalidades en el ámbito del medio ambiente. Alternativas de las municipalidades y exploración de posibilidad de expedición directa de ordenanzas ambientales, sin previa reglamentación legal. Formulación y discusión de "ordenanza modelo" para dos o tres dimensiones de municipios. Proponer a dos o tres municipios de diversa importancia participar en la implementación de los resultados.

G. Formulación de esquema de ordenamiento de uso de suelos que defina los ámbitos de acción de las instituciones públicas competentes. Diseño de los parámetros en la elaboración del planeamiento del uso de suelos con las tareas de cada institución y su coordinación de los demás elementos del sistema.

XI. Plazo

Nueve meses.

XI. Personal

Se requiere de un administrador del proyecto y directores jurídico-político y técnico. El administrador del proyecto será un profesional experto en manejo de proyectos. Para la dirección jurídica-administrativa se requiere un abogado. En la parte técnica requiere de un arquitecto o planificador.

El resto del equipo deberá estar conformado por un ecólogo, dos planificadores, un experto institucional, experto en formulación y control presupuestario público y privado, un abogado, un ingeniero de sistemas y un facilitador.

XI. Gastos de ejecución

Se requieren recursos para honorarios de consultoría, viáticos; celebración de diálogos y foros restringidos, así como consultas ampliadas; copias: y publicación de documentos resultantes.

XII. COMPONENTE B.
ENTRENAMIENTO PARA LA APLICACIÓN DE NORMAS SOBRE DESARROLLO SUSTENTABLE

XII. Antecedentes

Se han propuesto los proyectos de diseño de políticas de desarrollo sustentable y el fortalecimiento de las entidades competentes para su implementación. Un complemento indispensable resulta la sistematización, el conocimiento y difusión de las normas aplicables. Uno de los problemas que enfrenta la Administración Pública para el cumplimiento de sus propósitos es la falta de conocimiento de las normas correspondientes, no solo por parte de la sociedad civil, sino principalmente de los funcionarios públicos encargados de implementarlas. Resulta indispensable la formación y el entrenamiento de los funcionarios públicos en el conocimiento de las normas jurídicas aplicables. Asimismo, se requiere el acuerdo entre funcionarios de diferentes instituciones para el desarrollo de un procedimiento común para sancionar las infracciones ambientales.

Por la importancia que tiene la participación ciudadana en el desarrollo sustentable, una de las actividades públicas más importantes es la educación ambiental, principalmente a cargo del Ministerio de Educación, pero también de los demás ministerios y entidades públicas dentro de los ámbitos que les corresponde actuar. En el marco del Programa BID-CONADE de Apoyo Institucional a la Planificación Ambiental, se ha desarrollado el documento educativo: "Manual de aplicación de Normas sobre los principales problemas del Desarrollo Sustentable del Ecuador"
. El documento está concebido para el uso de funcionarios públicos del nivel operativo y de control, así como usuarios de recursos naturales y actividades productivas. Las actividades de capacitación de instructores en el uso y aplicación de este Manual se podrían coordinar con la Secretaría Nacional de Desarrollo Administrativo (SENDA), a través de un componente del programa BID-CONADE.

XII. Objetivos

Formación de funcionarios públicos y de usuarios en el conocimiento de las normas legales aplicables sobre desarrollo sustentable, así como de las infracciones y los procedimientos prescritos para sancionarlas.

XII. Productos

Preparación de programa para la formación de entrenadores que puedan capacitar funcionarios públicos y usuarios de recursos naturales en el conocimiento de las normas legales sobre desarrollo sustentable, desglose de infracciones y procedimiento para la imposición de sanciones. El entrenamiento consiste en el aprendizaje del uso del "Manual de aplicación de Normas sobre los principales problemas del Desarrollo Sustentable del Ecuador".

XII. Plazo

Cada curso de entrenamiento de entrenadores en un número de doce personas tendrá una duración de tres días. Se deberán por lo menos realizar seis cursos. En consecuencia, se estima una duración del proyecto de unos cuarenta y cinco días para los cursos. En un término de unos seis meses, otros quince días se deberán utilizar para el seguimiento de los cursos de entrenamientos impartidos por los entrenadores.

XII. Personal

Dos abogados instructores.

Gastos de ejecución

Se requieren recursos para honorarios de consultoría, viáticos; celebración de cursos; material de trabajo y copias: y publicación de esquema para los entrenadores.

XIII. COMPONENTE C.
PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL EN EL SEGUIMIENTO, CONTROL Y SANCIÓN DE ACTIVIDADES DE DESARROLLO SUSTENTABLE 

XIII. Antecedentes

El tema de la participación ciudadana en las acciones públicas de desarrollo sustentable se manifiesta en: 1. acceder a la información y, 2. participar en las decisiones públicas; especialmente relacionada con actividades que puedan afectarle.

Con estas finalidades, para el cumplimiento de lo determinado en la reforma constitucional y en el proyecto de Ley de Medio Ambiente sobre legitimidad procesal de la ciudadanía para perseguir judicialmente las infracciones ambientales, cabría apoyar la creación y el fortalecimiento de la participación popular y de las organizaciones no gubernamentales (ONGs) y la población en general.

XIII. Objetivos

Desarrollar lineamientos de suministro de información relevante y aplicación de lo que determinan la Constitución de la República, Ley de Modernización y Estatuto Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva sobre el derecho de petición y la legitimación para participar en los procedimientos administrativos, en cuestiones relacionadas con el medio ambiente.

XIII. Productos

A. Reuniones con funcionarios involucrados y usuarios.

B. Instructivos expedidos en el Ministerio de Medio Ambiente y en INEFÁN para el suministro de información pertinente y criterio para manejar insumos ciudadanos en los procesos internos institucionales. En una subsecretaría o dirección del Ministerio de Energía y Minas, se deberá trabajar con los funcionarios del Ministerio en un instructivo modelo que se deberá poner en consideración del Ministro para su expedición.

XIII. Plazo

Tres meses.

XIII. Personal

Un director de proyecto y tres consultores.

XIII. Gastos de ejecución

Se requieren recursos para honorarios de consultoría, viáticos; celebración de diálogos y foros restringidos, así como consultas ampliadas; copias: y publicación de documentos resultantes.

XIV. COMPONENTE D.
DESCENTRALIZACIÓN Y DESCONCENTRACIÓN INTEGRADA DEL PLANEAMIENTO DEL DESARROLLO SUSTENTABLE

XIV. Antecedentes

En la actualidad la programación presupuestaria se realiza en las direcciones administrativas y financieras institucionales. Aunque se encuentra contemplado en la Ley Orgánica del CONADE, el establecimiento del Programa de Manejo de Recursos Costeros y en la Ley del Fondo de Ecodesarrollo de la Región Amazónica, no se ha institucionalizado un sistema que permita integrar los insumos locales y regionales para la planificación presupuestarias de los programas. Tampoco se considera la necesaria interrelación con las instituciones que tienen que conceder los permisos y autorizaciones en los diversos aspectos de la ejecución de obras y proyectos.

Los planes de manejo y desarrollo locales deberán integrarse en los presupuestos institucionales públicos, que conforman los programas del Presupuesto del Estado, para resultar operacionales, aunque esto todavía no se ha institucionalizado. Hasta la fecha el programa ha avanzado en la fase de consulta y la elaboración de planes integrados locales, no relacionados con los presupuestos del sector público.

En consecuencia, en toda planificación local en que participen representantes de diferentes instituciones cabe determinar: 1. la institución que hará el seguimiento de los pasos administrativos necesarios en cada institución; 2. el cronograma respectivo; y, 3. sus contrapartes, que podrían ser representantes de organizaciones comunitarias. Asimismo, procede determinar las actividades que requieren procedimientos y decisiones institucionales, como: permisos, concesiones, autorizaciones o dictámenes, para resolverlas en el seno del cuerpo colegiado nacional o remitir oficio a quien competa.

XIV. Objetivos

Llevar a cabo un total de cuatro programas regionales (dos por cada región) que se integren en la programación presupuestaria de las instituciones públicas involucradas, a través del ECORAE y el Programa de Manejo de Recursos Costeros. Se deberá trabajar preferentemente en proyectos que se encuentren ya diseñados o incluso en fase de ejecución, por su efecto demostrativo.

XIV. Productos

A. Reuniones y concertación de funcionarios de SEGEPLÁN, Ministerio de Medio Ambiente, del ECORAE y del PMRC.

B. Integración de los programas en presupuestos institucionales.

C. Informe sobre procedimientos, resultados y recomendaciones.

XIV. Plazo

Seis meses.

XIV. Personal

Un director de proyecto, un abogado, un planificador y cuatro expertos en presupuestos públicos.

XIV. Gastos de ejecución

Se requieren recursos para honorarios de consultoría, viáticos; celebración de diálogos y foros restringidos, así como consultas ampliadas; copias: y publicación de documentos resultantes.
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     � L 50. Ley de Modernización del Estado, Privatizaciones y Prestación de Servicios Públicos por parte de la Iniciativa Privada. RO 349 del 31 de diciembre de 1993.


     � Arts. 42, a) y 40 de la Ley de Modernización.


     � Existencia de contaminantes en el recurso ambiental respectivo (agua, atmósfera, suelos, etc.)


     � L. 002. Ley Orgánica del Consejo Nacional de Desarrollo (CONADE). Art. 8, f).


     � Art. 15.


     � Reglamento de la Ley Orgánica del CONADE. Arts. 22 y 23.


     � L. 10. Ley del Fondo para el Ecodesarrollo Regional Amazónico y de Fortalecimiento de sus Organismos Seccionales. RO 30 del 21 de septiembre de 1992. REFORMA: L. 60. Ley Reformatoria a la Ley que crea el Fondo de Desarrollo de las Provincias de la Región Amazónica. RO 492 del 27 de julio de 1994. Cita de texto de los Considerandos de la L. 10.


DE. 461. Expídese el Reglamento del Fondo para el Ecodesarrollo Regional Amazónico y de Fortalecimiento de sus Organismos Seccionales. RO 121 del 3 de febrero de 1993.





     � Art. 3, 3.


     � Art. 6, 1. y 5.


     � Art. 6, 6.


     � Art. 4.


     � Pérez, Efraín y Ramiro Montalvo. Manual de aplicación de Normas sobre los principales problemas del Desarrollo Sustentable del Ecuador. Quito, 1996.
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